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VIII. OTROS DOCUMENTOS DE LA CUENTA.


1.
Licencia medica:

-
Otorgada al diputado señor Berger por la cual acredita que deberá permanecer en reposo por un plazo de siete días, a contar del 13 de marzo de 2017. 


2.
Comunicaciones:

-
Del diputado señor Berger quien, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 42 del Reglamento de la Corporación, justifica su inasistencia a las sesiones que se celebrarán los días 14, 15 y 16 de marzo de 2017 por impedimento grave. 


-
Del diputado señor Gutiérrez, don Romilio, quien, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 42 del Reglamento de la Corporación, solicita permiso sin goce de dieta para ausentarse, por razones personales, a las sesiones comprendidas entre el 15 y el 16 de marzo de 2017.


-
Del diputado señor Farías, quien, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 42 del Reglamento de la Corporación, solicita permiso sin goce de dieta para ausentarse, por razones personales, por medio día, el 16 de marzo de 2017. 


3.
Notas:

-
Del diputado señor Farías por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentará del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 16 de marzo de 2017, para dirigirse a Buenos Aires, Argentina. 


-
De la diputada señora Nogueira por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentará del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 16 de marzo de 2017, para dirigirse a San José, Costa Rica. 


-
De la diputada señora Álvarez, quien, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 42 del Reglamento de la Corporación, informa la realización de actividades propias de la función parlamentaria el día de hoy, 15 de marzo, con lo cual justifica su inasistencia a las sesiones celebradas en esta fecha. 


4.
Comunicaciones:

-
Del jefe de bancada de diputados del Partido Radical Social Demócrata por la cual informa que el diputado señor Meza reemplazará al diputado señor Espinosa, don Marcos, en la Comisión de la Familia y Adulto Mayor. 


-
Del jefe de bancada de diputados de Partido Radical Social Demócrata por la cual se informa que el diputado señor Espinosa reemplazará al diputado señor Meza en la Comisión de Zonas Extremas y Antártica Chilena.


5.
Oficios:

-
De la Comisión de Hacienda por el cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 242 del Reglamento de la Corporación, que procedió a elegir como presidente al diputado señor Ortiz. 


-
Del Grupo Interparlamentario Chileno-Laosiano por el cual informa que procedió a constituirse y a elegir como presidente al diputado señor Flores. 


-
Del Grupo Interparlamentario Chileno-Camboyano por el cual informa que procedió a constituirse y a elegir como presidente al diputado señor Flores. 



Respuestas a Oficios


Contraloría General de la República

-
Diputado Espinoza don Fidel, Solicita informar las circunstancias que justificaron la suspensión en sus funciones de la directora del Departamento de Administración de Educación Municipal de la comuna de Frutillar, señora Lupita Ferreira. (148 al 25894). 


-
Diputada Turres doña Marisol, Solicita que se sirva disponer una investigación especial que permita establecer, el número exacto de denuncias por acoso laboral, sexual y discriminación arbitraria recibidas por las reparticiones dependiente del Gobierno Regional de Los Lagos y el tratamiento que de ellas están dando las autoridades competentes. Asimismo, se sirva informar si la Contraloría General de la República ha sido requerida para conocer de estas denuncias y sumarios, en los términos que señala. (7779 al 2762). 


-
Diputado Letelier, Disponer que se realice una investigación, remitiendo sus conclusiones oportunamente a esta Cámara, respecto de eventuales irregularidades ocurridas en la municipalidad de Machalí, en la aprobación del cambio del Plan Regulador Comunal y del Plan Regulador Intercomunal. (8004 al 7716).


-
Diputada Turres doña Marisol, Solicita que disponga una auditoría financiera a la Corporación Municipal de Ancud, en los términos que señala. (8141 al 2769).


-
Diputado Espinoza don Fidel, Solicita disponer una investigación al Gobierno Regional de Los Lagos, que abarque los últimos cinco años, en relación a la auditoría que abarcó desde marzo a septiembre del año 2016 y que dio cuenta de irregularidades en el cobro de viáticos. (8147 al 2795).



Ministerio de Interior

-
Diputada Carvajal doña Loreto, Factibilidad de dar curso urgente a la solicitud de declaración de zona de emergencia agrícola para las comunas de las provincias de Ñuble y Biobío. (363 al 26228).


-
Diputado Poblete, Medidas adoptadas para vigilar y fiscalizar el cumplimiento de la pena de inhabilidad para trabajar con menores de edad proveniente de condenas por delitos sexuales, especialmente en la comuna de Los Ángeles, remitiendo sus antecedentes. (365 al 24319).


-
Diputado Paulsen, Informar si se realizó un catastro para determinar la situación actual de la infraestructura de Bomberos de Chile, en los términos que se señalan en la solicitud adjunta. (505 al 26325). 


-
Diputada Provoste doña Yasna, Posibilidad de aumentar la dotación de Carabineros de Chile en el sector costero de la Región de Atacama durante la época estival. (5798 al 24679). 


-
Diputada Hoffmann doña María José, Informe a esta Cámara si el señor Ricardo Heredia Yévenes de la comuna de San Antonio, cumple con los requisitos para obtener una pensión de exonerado. (5799 al 25368).


-
Diputado Gutiérrez don Hugo, Solicita que se acoja la petición formulada por la señora Jeannette Villegas Campos, quien en su calidad de víctima, solicita representación jurídica para la presentación de una querella por el delito de homicidio calificado de su hijo Rodnie Galleani Villegas, brindando atención psicológica por parte de los profesionales del Centro de Apoyo a Víctimas de la Subsecretaría de Prevención del Delito, con el propósito de superar las consecuencias derivadas de dicho delito. (5800 al 2509). 


-
Diputado Rathgeb, Efectividad de que, en su Ministerio, se aplicarán descuentos de remuneraciones o compensaciones por las horas no trabajadas durante la movilización de los trabajadores efectuada con ocasión de la discusión del reajuste de remuneraciones del sector público. (5828 al 25266). 


-
Diputado Hernández, Solicita remitir información acerca del proceso de renovación de vehículos de Carabineros de Chile para la Provincia de Osorno. (5829 al 24822). 


-
Diputado Jarpa, Requiere información relacionada con la implementación efectiva de las mejoras en la administración municipal que establece la ley Nº 20.922, en la provincia de Ñuble. (5830 al 22840). 


-
Diputado Silber, Se sirva informar a esta Cámara sobre la construcción del cuartel de la Policía de Investigaciones de Chile en la comuna de Pudahuel y de las Comisarías de Carabineros de Chile en las de Quilicura y Colina. (5831 al 24684). 


-
Diputado Jarpa, Requiere información sobre la posibilidad de gestionar la creación de un cuartel policial para la Prefectura de la Policía de Investigaciones de Chile de la provincia de Ñuble, así como la entrega de una mayor dotación de equipamientos técnicos, insumos computacionales y vehículos para sus distintas brigadas (5833 al 24125).


-
Diputado Kort, Solicita disponer apoyo psicológico, económico y jurídico a la familia del joven Joaquín Antonio Fernández Cáceres (Q.E.P.D.), fallecido el día 7 de septiembre del año en curso, en la ciudad de Rancagua, como resultado de un robo. (5834 al 23062). 


-
Diputado Coloma, Requiere la remisión una nómina de todos los chilenos que recibieron instrucción militar en la República de Cuba entre las décadas de los años 60 y 90 (5835 al 25099). 


-
Diputado Farcas, Solicita que informe respecto a la efectividad del control preventivo de identidad, en razón de la entrada en vigencia de la ley de agenda corta antidelincuencia, específicamente en lo relativo a la cantidad de detenidos por este instrumento a nivel de regiones del país. (5837 al 24726). 


-
Diputado Trisotti, Requiere información relacionada con el dinero recaudado por concepto de trámites administrativos migratorios, durante los últimos cinco años (5838 al 25069).


-
Diputada Carvajal doña Loreto, Posibilidad de considerar el traslado o acercamiento de ciudadanos que habitan en lugares apartados a los lugares de votación, mediante convenios con municipalidades. (5839 al 24239). 


-
Diputado Sabag, Se sirva informar a esta Cámara sobre la posibilidad de financiar a las municipalidades para que dispongan servicios de transporte gratuito para acercar a las personas de lugares alejados a sus locales de votación en la próxima elección. (5840 al 24256). 


-
Diputado Urízar, Posibilidad de gestionar servicios de transporte gratuito para acercar a las personas, especialmente adultos mayores, de las comunas de Cabildo, La Ligua y Petorca a sus locales de votación en la próxima elección. (5846 al 24324). 



Ministerio de Economía, Fomento y Turismo

-
Diputado Rathgeb, Reitera oficio N° 25.258, de fecha 13 de diciembre de 2016, cuyo texto se adjunta. (1485 al 26111). 



Ministerio de Educación

-
Diputado Robles, Se sirva informar sobre la elección de cargos adscritos al sistema de la Alta Dirección Pública en el área educacional y la forma en que se ha 
desarrollado el proceso de elección en las comunas de la Región de Atacama, durante los últimos 5 años. (552 al 22432). 



Ministerio de Justicia

-
Diputado Ward, Informe sobre la existencia de vínculos de cualquier especie entre su jefe de gabinete, jefes de servicios, coordinadores, asesores y todo el personal contratado a honorarios por su repartición y cualquier institución privada que tenga alguna vinculación o relación con temas relacionados en este Ministerio. (7782 al 2770). 



Ministerio de Obras Públicas

-
Diputado Farcas, Solicita remitir el cronograma que se ha establecido para la ejecución de las obras de mejoramiento de los colectores de aguas lluvia en el sector Juras Reales, de la comuna de Conchalí. (423 al 25117). 


-
Diputado Jarpa, Solicita se sirva informar respecto al estudio de diseño que se está llevando a cabo en la Ruta  N-59, ubicada entre el tramo de Chillán Viejo-Yungay, en los términos que señala. (479 al 24926). 



Ministerio de Agricultura

-
Diputado Espejo, Solicita información relacionada con los beneficiarios del Instituto de Desarrollo Agropecuario que han recibido forraje para los animales u otras medidas paliativas, con ocasión de los incendios forestales que han afectado a la Región del Libertador General Bernardo O'Higgins (12149 al 25922). 



Ministerio de Salud

-
Diputado Alvarado, Solicita remitir una nómina con todas las compras de insumos y contratación de servicios realizados por el Servicio de Salud Coquimbo, en los últimos cinco años, a través de licitación o trato directo. (806 al 25245). 



Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones

-
Diputado Santana, Solicita que se sirva informar respecto al estado de avance, calendarización y destinación de recursos en el marco de acciones programas para el periodo de mayo de 2016-2017 señalados en el pasado discurso presidencial del 21 de mayo, en los términos que señala. (1860 al 25814). 



Ministerio Secretaría General de La Presidencia

-
Diputado Pilowsky, Se sirva informar a esta Cámara sobre los aspectos técnicos que han retrasado la implementación del Banco Unificado de Datos, las soluciones que se han introducido para sortear los obstáculos administrativos y el plazo en que empezará a operar. (185 al 2840). 



Ministerio de Desarrollo Social

-
Diputado Verdugo, Informe a esta Cámara sobre la implementación del Programa Abriendo Caminos, en los términos que indica. (473 al 26133).



Ministerio de La Mujer

-
Diputado Ward, Diputada Núñez doña Paulina, Diputado Coloma, Diputado Paulsen, Requiere información relacionada con los funcionarios públicos pertenecientes a su Ministerio, en los términos que señala. (170 al 23270). 



Ministerio del Deporte

-
Diputado Monsalve, Solicita información sobre la posibilidad de remodelar dos canchas de pasto sintético pertenecientes a los complejos deportivos Palestino y La Granja, en la comuna de Cañete (148 al 26245). 



Intendencias

-
Diputado Verdugo, Informe a esta Cámara sobre la implementación del Programa Abriendo Caminos, en los términos que indica. (230 al 26129). 


-
Diputado De Mussy, Informe sobre las fiscalizaciones efectuadas a los servicios de transporte de pasajeros que indica, desde 2014 a la fecha, precisando el número de procesos que han concluido en multas en esa región. (333 al 26425). 



Servicios

-
Diputado Espinoza don Fidel, Informe los criterios utilizados por el Consejo de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, al escoger el concepto de cultura oceanográfica y la influencia que ejerce el hombre sobre el océano, como base del estudio que realizará el Programa “Explora” el año 2017, en los términos señalados en la solicitud adjunta. (132 al 26436). 


-
Diputado Urízar, Requiere información relacionada con la responsabilidad que tendría la Dirección de Obras Hidráulicas, en la instalación de tuberías en el canal de regadío de la comuna de Hijuelas, en los términos que señala. (422 al 25856). 


-
Diputado Chávez, Solicita disponer la limpieza del estero ubicado en la comuna de Hualqui, informando las medidas que en ese sentido se adoptarán. (480 al 25976). 


-
Diputado Urízar, Solicita que informe sobre las razones que han impedido realizar la interconsulta de operación de rodilla, para la señora Luz Eliana Chacana Castro, en los términos que señala. (512 al 24730). 



Varios

-
Diputado Urízar, Requiere informar cuál es la relación que existe entre la rebaja de la asignación del Fondo Nacional de Desarrollo Regional para la Región de Valparaíso el año 2017 y la necesidad de cubrir los costos asociados a las catástrofes que han afectado al país en los últimos meses. (535 al 26346). 



Municipalidades

-
Diputado Schilling, Para que en virtud de la solicitud y antecedentes que se adjuntan, disponga una investigación e informe a esta Cámara sobre la omisión en que ha incurrido la municipalidad de Olmué, al no concretar la apertura del estero La Dormida e impedir la ejecución del proyecto “Agua Potable Rural La Ramayana”. (7813 al 21612). 


VIII. 
PETICIONES DE OFICIO. ARTÍCULOS 9° Y 9° A DE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL.

-
Diputada Cariola doña Karol, Solicita que se sirva informar sobre la situación de la señora Ademia Alvear Torres, paciente del Hospital El Carmen, ubicado en la comuna de Maipú, en los términos que señala. (26544 de 08/03/2017). A directora de Hospital El Carmen.


-
Diputada Cariola doña Karol, Solicita que se sirva informar sobre el estado de avance del informe del estudio de pre-inversión de la construcción del 2º Hospital de la zona norte de la Región Metropolitana y el informe de reconstrucción del Instituto Nacional del Cáncer ubicado en la comuna de Independencia, a su vez solicita que informe sobre la solicitud de traspaso de terrenos realizada por el Servicio Metropolitano Norte al Instituto Nacional de Deportes, en los términos que señala. (26545 de 08/03/2017). A Ministerio de Salud.


-
Diputada Cariola doña Karol, Solicita que se sirva informar sobre la situación de la señora Ademia Alvear Torres, paciente del Hospital El Carmen, ubicado en la comuna de Maipú, en los términos que señala. (26546 de 08/03/2017). A servicios.


-
Diputada Cariola doña Karol, Solicita que se sirva informar sobre el estado de avance del informe del estudio pre-inversional de la construcción del 2º Hospital de la zona norte de la Región Metropolitana y el informe de reconstrucción del Instituto Nacional del Cáncer ubicado en la comuna de Independencia, a su vez solicita que informe sobre la solicitud de traspaso de terrenos realizada por el Servicio Metropolitano Norte al Instituto Nacional de Deportes, en los términos que señala. (26547 de 08/03/2017). A servicios.


-
Diputado Fuenzalida, Solicita que se sirva informar sobre los motivos que fundan el retraso en la intervención de los problemas que afectan a los vecinos de Villa Nebraska, en los términos que señala. (26548 de 08/03/2017). A alcalde de la Municipalidad de Lo Barnechea.


-
Diputado García don René Manuel, Solicita que se sirva informar sobre la distribución del presupuesto para “Caminos en Comunidades Indígenas”, en la Región de la Araucanía, en los términos que señala. (26549 de 08/03/2017). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputada Hernando doña Marcela, Solicita que se sirva informar sobre las irregulares que denuncia relacionadas con remuneraciones impagas por la empresa Ostras Azocar a sus trabajadores, remitiendo los resultados que arroje la fiscalización a dicha situación, en los términos que señala. (26550 de 08/03/2017). A director regional del Trabajo Metropolitano Poniente.


-
Diputada Rubilar doña Karla, Solicita que se sirva informar sobre el estado actual de las investigaciones derivadas de las 283 denuncias realizadas por el Servicio Nacional de Menores entre los años 2014 y 2016, en los términos que señala. A su vez, solicita informar sobre el estado de la investigación iniciada en el año 2013 en el marco de presuntos abusos contra adolescentes en centros del Servicio Nacional de Menores. (26551 de 08/03/2017). A Ministerio Público.


-
Diputado Urrutia don Ignacio, Solicita que se sirva informar sobre los principales aspectos a nivel regional que comprenden el plan nacional anual de acción en materia de violencia intrafamiliar y protección de la familia, en los términos que señala. (26552 de 08/03/2017). A directora regional del Maule del Ministerio de la Mujer y Equidad de Género.


-
Diputado Santana, Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Solicita que se sirva informar sobre las situaciones en las que se encuentran los diversos centros de investigación agropecuaria en el país, en los términos que señala (26582 de 09/03/2017). A servicios.


-
Diputado Santana, Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Solicita que se sirva informar sobre las situaciones en las que se encuentran los diversos centros de investigación agropecuaria en el país, en los términos que señalan (26583 de 09/03/2017). A Ministerio de Agricultura.


-
Diputado Campos, Solicita que se sirva informar sobre las interrogantes que plantea relacionadas con la ley Nº 20.967 que regula el cobro de servicios de estacionamientos. (26584 de 09/03/2017). A varios.


-
Diputado Carmona, Solicita que se sirva informar sobre la implementación de una bitácora que registre la ocurrencia de cortes en el suministro eléctrico, sus consecuencias y compensaciones, durante los 2 últimos años y a futuro, en los términos que señala. (26585 de 09/03/2017). A varios.


-
Diputado Hernández, Solicita que se sirva informar sobre la posibilidad de la compra del centro neurálgico de la Asociación de Futbol Eleuterio Ramírez, en los términos que señala. (26586 de 09/03/2017). A Municipalidades.


-
Diputado Hernández, Solicita que se sirva informar sobre la posibilidad de la compra del centro neurálgico de la Asociación de Futbol Eleuterio Ramírez, en los términos que señala. (26587 de 09/03/2017). A concejo municipal de Osorno.


-
Diputado Jackson, Solicita que se sirva informar sobre las medidas que se adoptarán por esa cartera respecto a la grave crisis económica que afecta a la Universidad Iberoamericana de Ciencias y Tecnología, en los términos que señala. (26588 de 09/03/2017). A Ministerio de Educación.


-
Diputado Jackson, Solicita que se sirva informar sobre la eventual construcción de un embalse en la localidad de La Tranca, en el río Cogotí, comuna de Combarbalá, en los términos que señala. (26589 de 09/03/2017). A Ministerio de Obras Públicas.

-
Diputado Jarpa, Solicita que se sirva informar sobre las medidas que se podrían adoptar para corregir la situación de la señora Ana Concha Saldías, en los términos que señala. (26590 de 09/03/2017). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Jarpa, Solicita que se sirva informar sobre las medidas que se adoptarán para paliar las necesidades que afectan a la escuela Nueva Esperanza del centro de reclusión de la ciudad de Chillán, en los términos que señala. (26591 de 09/03/2017). A Ministerio de Justicia.


-
Diputado Ulloa, Solicita que se sirva informar sobre las razones que justifican el no sustento de las prestaciones consignadas en las facturas emitidas desde el año 2013 por parte del holding “Mas Vida”, en los términos que señala. (26592 de 09/03/2017). A Servicios.


-
Diputada Cariola doña Karol, Informe sobre la situación de la señora Ademia Alvear Torres, quien se encuentra en la lista de espera con prioridad Biomédica, en los términos que se señalan en la solicitud adjunta. (26594 de 09/03/2017). A directora Hospital El Carmen.


-
Diputada Cariola doña Karol, Informe sobre la situación de la señora Ademia Alvear Torres, quien se encuentra en la lista de espera con prioridad Biomédica, en los términos que se señalan en la solicitud adjunta. (26595 de 09/03/2017). A servicios.


-
Diputado Carmona, Informe sobre las medidas adoptadas por la Corporación Nacional del Cobre de Chile a raíz de las recomendaciones de la Comisión Investigadora de las eventuales responsabilidades de Codelco y la Empresa Nacional de Minería, en los términos que se señalan en la solicitud adjunta. (26596 de 09/03/2017). A empresas del Estado.


-
Diputado Carmona, Informe sobre las medidas adoptadas por la Corporación Nacional del Cobre a raíz de las recomendaciones de la Comisión Investigadora de las eventuales responsabilidades de Codelco y la Empresa Nacional de Minería, en los términos que se señalan en la solicitud adjunta. (26597 de 09/03/2017). A gerente general División El Salvador de Codelco.


-
Diputado Hasbún, Diputado Monckeberg don Nicolás, Diputada Sabag doña Marcela, Diputado Monckeberg don Cristián, Diputada Núñez doña Paulina, Diputado Berger, Diputado Fuenzalida, Se sirva informar sobre el cierre del terreno de la Plaza de Malacahuello ubicado en la comuna de Curacautín, hecho ocurrido el mes de agosto del año 2016, detallando las acciones administrativas o judiciales ejercidas al respecto. (26598 de 09/03/2017). A Ministerio de Bienes Nacionales.


-
Diputado Hasbún, Diputado Monckeberg don Nicolás, Diputada Sabag doña Marcela, Diputado Monckeberg don Cristián, Diputada Núñez doña Paulina, Diputado Berger, Diputado Fuenzalida, Informe sobre los derechos de aprovechamiento de aguas, detallando los que no han sido utilizados y se encontrarían afectos al pago de patente a beneficio fiscal, por dicha razón, entre los años 2014 y 2017, en los términos señalados en la solicitud adjunta. (26599 de 10/03/2017). A servicios.


-
Diputado Hasbún, Diputado Monckeberg don Nicolás, Diputada Sabag doña Marcela, Diputado Monckeberg don Cristián, Diputada Núñez doña Paulina, Diputado Berger, Diputado Fuenzalida, Informar sobre los detalles de los proyectos de centrales hidroeléctricas de paso y la capacidad de evacuación de la línea de transmisión del Sistema interconectado Central de la Región de la Araucanía, en los términos señalados en la solicitud adjunta. (26600 de 10/03/2017). A Ministerio de Energía.


-
Diputado Hasbún, Diputado Monckeberg don Nicolás, Diputada Sabag doña Marcela, Diputado Monckeberg don Cristián, Diputada Núñez doña Paulina, Diputado Berger, Diputado Fuenzalida, Informar sobre la ejecución del proyecto de mejoramiento de la Ruta R-71 Inspector Fernández-Termas de Tolhuaca, en los términos de la solicitud adjunta y detallar las reuniones efectuadas entre los años 2014 y 2016, indicando las fechas en que se realizaron y quienes asistieron. (26601 de 10/03/2017). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Hasbún, Diputado Monckeberg don Nicolás, Diputada Sabag doña Marcela, Diputado Monckeberg don Cristián, Diputada Núñez doña Paulina, Diputado Berger, Diputado Fuenzalida, Informe sobre los detalles de los proyectos de centrales hidroeléctricas de paso y la capacidad de evacuación de la línea de transmisión del Sistema interconectado Central de la Región de la Araucanía, en los términos señalados en la solicitud adjunta. (26602 de 10/03/2017). A secretario regional ministerial de Energía de La Araucanía.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Informe sobre las medidas adoptadas por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles para determinar el origen y las responsabilidades por el corte de luz que afectó a las localidades que señala, en los términos indicados en la solicitud adjunta. (26603 de 10/03/2017). A Ministerio de Energía.


-
Diputado Berger, Solicita que se sirva informar sobre el posible riesgo sanitario para funcionarios y pacientes que ocasionaría la presencia de nidos de palomas al interior del Hospital Regional de Valdivia, en los términos que señala. (26604 de 10/03/2017). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Berger, Solicita que sirva informar respecto al alcance de la competencia de la Dirección del Servicio de Salud con asiento en la comuna de Valdivia, en los términos que señala. (26605 de 10/03/2017). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Berger, Solicita que se sirva informar sobre la posibilidad de estudiar el caso de la señora Alicia Vidal Asenjo y encontrar una solución, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas que pudieran caber en caso de existir efectivamente negligencias funcionarias, en los términos que señala. (26606 de 10/03/2017). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Rocafull, Solicita que se sirva informar respecto al número de estudiantes beneficiados con gratuidad, en los términos que señala. (26607 de 10/03/2017). A Ministerio de Educación.


-
Diputado Rocafull, Solicita que se sirva informar respecto al número de médicos en el país, en los términos que señala. (26608 de 10/03/2017). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Sandoval, Solicita que se sirva informar sobre las medidas que se adoptarán en relación con las viviendas ubicadas en la localidad de Valle Simpson, comuna de Coyhaique, en los términos que señala. (26609 de 13/03/2017). A Contraloría General de la República.


-
Diputado Sandoval, Solicita que se sirva informar sobre las medidas que se adoptarán en relación con las viviendas ubicadas en la localidad de Valle Simpson, comuna de Coyhaique, en los términos que señala. (26610 de 13/03/2017). A Ministerio de Interior.


-
Diputado Sandoval, Solicita que se sirva informar sobre las medidas que se adoptarán en relación con las viviendas ubicadas en la localidad de Valle Simpson, comuna de Coyhaique, en los términos que señala. (26611 de 13/03/2017). A municipalidades.


-
Diputado Sandoval, Solicita que se sirva informar sobre las medidas que se adoptarán en relación con las viviendas ubicadas en la localidad de Valle Simpson, comuna de Coyhaique, en los términos que señala. (26612 de 13/03/2017). A Ministerio de Salud.

-
Diputado Sandoval, Solicita que se sirva informar sobre las medidas que se adoptarán en relación con las viviendas ubicadas en la localidad de Valle Simpson, comuna de Coyhaique, en los términos que señala. (26613 de 13/03/2017). A intendencias.


-
Diputado Sandoval, Solicita que se sirva informar sobre las medidas que se adoptarán en relación con las viviendas ubicadas en la localidad de Valle Simpson, comuna de Coyhaique, en los términos que señala. (26614 de 13/03/2017). A servicios.

-
Diputado Sandoval, Solicita que se sirva informar sobre el estado del pago de la bonificación a empleados del Sindicato de Trabajadores de Áreas Verdes de Coyhaique, en los términos que señala. (26615 de 13/03/2017). A encargada de la Unidad Regional de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo.


-
Diputado Silber, Informe sobre las acciones realizadas por la Superintendencia de Valores y Seguros para que las empresas entreguen información financiera e inversiones en políticas preventivas de ciertas catástrofes y eventos naturales, en los términos que señala la solicitud adjunta. (26616 de 13/03/2017). A varios.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informe sobre la deuda que mantiene el señor Eduardo Alfredo Urra Tobar y si existiría la posibilidad de renegociarla, en los términos que se señalan en la solicitud adjunta. (26617 de 13/03/2017). A director del Instituto de Desarrollo Agropecuario.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informar sobre los posibles beneficios extraordinarios para el tratamiento de la enfermedad padecida por la señora Camila Jimena Avendaño, en los términos señalados en la solicitud adjunta. (26618 de 13/03/2017). A Ministerio de Salud.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informe sobre las fiscalizaciones realizadas a los trabajos que se ejecutan en las defensas fluviales del Río Cachapoal de la comuna de Pichidegua, en los términos señalados en la solicitud adjunta. (26619 de 13/03/2017). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informar sobre los trabajos de reconstrucción realizados a la vivienda de la señora Carmen Pinochet Silva, en los términos señalados en la solicitud adjunta. (26620 de 13/03/2017). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Espinoza don Fidel, Informe sobre el número de personas provenientes de otros países que han tramitado visas de residencia de trabajo y estudio ante el Departamento de Extranjería de la Gobernación de Chiloé desde el año 2010 a la fecha, en los términos que se señalan en la solicitud adjunta. (26621 de 14/03/2017). A gobernador de Chiloé.


-
Diputado Espinoza don Fidel, Informe sobre el número de personas provenientes de otros países que han tramitado visas de residencia de trabajo y estudio ante el Departamento de Extranjería de la Gobernación de Palena desde el año 2010 a la fecha, en los términos que se señalan en la solicitud adjunta. (26622 de 14/03/2017).  A gobernador de Palena.


-
Diputado Espinoza don Fidel, Remita los antecedentes del proceso sancionatorio incoado a raíz de la denuncia formulada por el Servicio Nacional de Pesca contra las empresas salmoneras Australis Mar y Salmones Maullín, en los términos que se señalan en la solicitud adjunta. (26623 de 14/03/2017). A superintendente del Medio Ambiente.


-
Diputado Espinoza don Fidel, Informar sobre las medidas adoptadas por el Servicio de Salud Reloncaví, ante la presencia de un alga en la ribera del Lago Llanquihue, en la comuna de Puerto Varas, en los términos que se señalan en la solicitud adjunta. (26624 de 14/03/2017). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Espinoza don Fidel, Informar sobre las medidas adoptadas por la Secretaría Regional Ministerial del Medio Ambiente de Los Lagos, por la presencia de un alga en la ribera del Lago Llanquihue, en la comuna de Puerto Varas, en los términos que se señalan en la solicitud adjunta. (26625 de 14/03/2017). A Ministerio Medio Ambiente.


-
Diputado Espinoza don Fidel, Informar sobre las medidas adoptadas por la Superintendencia de Servicios Sanitarios ante la presencia de un alga en la ribera del Lago Llanquihue, en la comuna de Puerto Varas, en los términos que se señalan en la solicitud adjunta. (26626 de 14/03/2017). A varios.


-
Diputado Espinoza don Fidel, Informar sobre las medidas adoptadas por la Gobernación Marítima de Puerto Varas, ante la presencia de un alga en la ribera del Lago Llanquihue, en la comuna de Puerto Varas, en los términos que se señalan en la solicitud adjunta. (26627 de 14/03/2017). A varios.


-
Diputado Espinoza don Fidel, Informe sobre el número de personas provenientes de otros países que han tramitado visas de residencia de trabajo y estudio ante el Departamento de Extranjería de la Gobernación de Osorno desde el año 2010 a la fecha, en los términos que se señalan en la solicitud adjunta. (26628 de 14/03/2017). A Ministerio de Interior.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Informar los aportes efectuados por el Ministerio de Deporte, para la realización de la 2ª Vuelta Ciclista a Chiloé, que se desarrollará entre los días 22 y 26 del presente mes, en los términos que se señalan en la solicitud adjunta. (26629 de 14/03/2017). A Ministerio del Deporte.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Informar los criterios para recomendar la denegación del permiso de un tramo de la 2ª Vuelta Ciclista a Chiloé, que se desarrollará entre los días 22 y 26 del presente mes, en los términos que se señalan en la solicitud adjunta. (26630 de 14/03/2017). A gobernador de Chiloé.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Informar los criterios considerados para recomendar la denegación del permiso, de un tramo de la 2ª Vuelta Ciclista a Chiloé que se desarrollará entre los días 22 y 26 del presente mes, en los términos que se señalan en la solicitud adjunta. (26631 de 14/03/2017). A general jefe de la Décima Zona de Carabineros.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Informar los aportes efectuados por la Subsecretaría de Turismo y por el Servicio Nacional de Turismo, para la realización de la 2ª Vuelta Ciclista a Chiloé, que se desarrollará entre los días 22 y 26 del presente mes, en los términos que se señalan en la solicitud adjunta. (26632 de 14/03/2017). A intendencias.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Informar los criterios considerados por Carabineros de Chile y la Gobernación de Chiloé, para recomendar la denegación del permiso de un tramo de la 2ª Vuelta Ciclista a Chiloé que se desarrollará entre los días 22 y 26 del presente mes, en los términos que se señalan en la solicitud adjunta. (26633 de 14/03/2017). A intendente regional de Los Lagos.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Informar sobre el número de solicitudes de Espacios Costeros Marinos de Pueblos Originarios presentadas ante la Comisión Regional de Uso del Borde Costero de Los Lagos, desde el año 2010 a la fecha, en los términos que se señala en la solicitud adjunta. (26634 de 14/03/2017). A intendencias.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Informar sobre el número de solicitudes de Espacios Costeros Marinos de Pueblos Originarios tramitadas ante la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, desde el año 2010 a la fecha, en los términos que se señalan en la solicitud adjunta. (26635 de 14/03/2017). A Ministerio de Defensa Nacional.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Informar sobre el número de solicitudes de Espacios Costeros Marinos de Pueblos Originarios tramitadas ante la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura, desde el año 2010 a la fecha, en los términos que se señalan en la solicitud adjunta. (26636 de 14/03/2017). A Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


-
Diputado Gutiérrez don Hugo, Se sirva atender la denuncia formulada por el señor Alexis Muñoz Saavedra, cuyos hechos describe en la solicitud que se acompaña y de conformidad a la legislación vigente inicie una investigación disciplinaria a fin de establecer la responsabilidad de los funcionarios municipales involucrados, sin perjuicio de realizar la denuncia criminal obligatoria en virtud de lo dispuesto en el artículo 175 del Código Procesal Penal. (26637 de 14/03/2017). A municipalidades.


-
Diputado Gutiérrez don Hugo, Se sirva atender el reclamo formulado por el señor Alexis Muñoz Saavedra y de conformidad a la legislación vigente disponer una investigación administrativa a fin de establecer la eventual responsabilidad disciplinaria de los funcionarios involucrados en los hechos que denuncia, en la solicitud de que se acompaña, sin perjuicio de realizar la denuncia criminal obligatoria en virtud del artículo 175 del Código Procesal Penal. (26638 de 14/03/2017). A general de Carabineros de Chile, jefe de la Primera Zona Tarapacá.


-
Diputado Gutiérrez don Hugo, Se sirva atender el reclamo formulado por el señor Alexis Muñoz Saavedra y de conformidad a la legislación vigente se dispongan las medidas necesarias para resguardar su ejercicio del derecho a defensa penal, iniciando la correspondiente investigación disciplinaria para determinar los hechos que denuncia en la solicitud que se acompaña y sancionar a los responsables. (26639 de 14/03/2017). A defensor regional de Tarapacá de la Defensoría Penal Pública.


-
Diputado Gutiérrez don Hugo, Se sirva atender la denuncia formulada por el señor Alexis Muñoz Saavedra, cuyos hechos describe en la solicitud que se acompaña y de conformidad a la legislación vigente interponer las acciones legales correspondientes con la finalidad de resguardar los derechos humanos de las víctimas y la sanción de los agentes del Estado responsables, disponiendo la investigación, fiscalización y sanciones, en su caso, ante los organismos correspondientes. (26640 de 14/03/2017). A director del Instituto Nacional de Derechos Humanos.


-
Diputado BORIC, Solicita que se sirva se sirva informar sobre la cantidad de personas dentro de la población penal del país que se encuentran diagnosticadas con algún tipo de enfermedad terminal, en los términos que señala. (26658 de 14/03/2017). A servicios.


-
Diputado Carmona, Solicita que se sirva informar sobre las acciones que se adoptarán para la fiscalización de la venta de agua envasada en la Región de Atacama, en los términos que señala. (26659 de 14/03/2017). A servicios.


-
Diputada Cicardini doña Daniella, Solicita que se sirva informar sobre la situación ocurrida el día lunes 13 de marzo del 2017, a los pacientes de la Unidad de Hemodiálisis del Hospital Regional San José del Carmen, ubicado en la ciudad de Copiapó, en los términos que señala. (26660 de 14/03/2017). A director del Hospital Regional San José del Carmen de Copiapó de la Región de Atacama.


-
Diputada Cicardini doña Daniella, Solicita que se sirva informar sobre la situación ocurrida el día lunes 13 de marzo del 2017, a los pacientes de la Unidad de Hemodiálisis del Hospital Regional San José del Carmen, ubicado en la ciudad de Copiapó, en los términos que señala. (26661 de 14/03/2017). A servicios.


-
Diputado Silber, Solicita que se sirva informar sobre las acciones ejercidas por esa cartera ante el incidente ocurrido el día domingo 2 de octubre de 2016 en la comuna de Pudahuel, en el que una niña de 11 años murió a causa de un proyectil que no estaba dirigido a ella, en los términos que señala. (26662 de 14/03/2017). A Ministerio de Interior.


-
Diputado Silber, Solicita que se sirva informar sobre la eventual construcción de un oleoducto que transportaría combustible aeronáutico al aeropuerto Arturo Merino Benítez, en los términos que señala. (26663 de 14/03/2017). A directora regional del Servicio de Evaluación Ambiental Metropolitano.


-
Diputado Trisotti, Solicita que se sirva informar sobre el proyecto de reparación de las veredas de la población Chiapas de la comuna de Alto Hospicio, en los términos que señala. (26664 de 14/03/2017). A Ministerio de Interior.


-
Diputado Trisotti, Solicita que se sirva informar sobre la situación del señor Fabián Cárcamo Soto y los hechos que sustancian el sumaria administrativo llevado en su contra, en los términos que señala. (26665 de 14/03/2017). A directora regional de la Junta Nacional de Jardines Infantiles de Tarapacá.


-
Diputado Trisotti, Solicita que se sirva informar sobre el proyecto de reparación de las veredas de la población Chiapas de la comuna de Alto Hospicio, en los términos que señala. (26666 de 14/03/2017). A directora del Servicio Regional de Vivienda y Urbanismo de Tarapacá.


-
Diputado Trisotti, Solicita que se sirva informar sobre la situación del menor José Ignacio Toledo Huerta y las razones que han impedido el pago de su beneficio de apoyo a la retención escolar, asimismo, precisando la situación de pago de este beneficio en todos los colegios municipalizados de Iquique, en los términos que señala. (26667 de 14/03/2017). A director regional de la Superintendencia de Educación de Tarapacá.

I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (111)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Aguiló Melo, Sergio
IC
VII
37

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Alvarado Ramírez Miguel Ángel
PPD
IV
9

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Arriagada Macaya, Claudio
DC
RM
25

Auth Stewart, Pepe
IND
RM
20

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bellolio Avaria, Jaime
UDI
RM
30

Boric Font, Gabriel
IND
XII
60

Browne Urrejola, Pedro
AMPLITUD
RM
28

Campos Jara, Cristián
PPD
VIII
43

Cariola Oliva, Karol
PC
RM
19

Carmona Soto, Lautaro
PC
III
5

Carvajal Ambiado, Loreto
PPD
VIII
42

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Chahin Valenzuela, Fuad
DC
IX
49

Chávez Velásquez, Marcelo
DC
VIII
45

Cicardini Milla, Daniella
IND
III
5

Coloma Álamos, Juan Antonio
UDI
RM
31

Cornejo González, Aldo
DC
V
13

De Mussy Hiriart, Felipe
UDI
X
56

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Espejo Yaksic, Sergio
DC
VI
35

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Farcas Guendelman, Daniel
PPD
RM
17

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
25

Fernández Allende, Maya
PS
RM
21

Flores García, Iván
DC
XIV
53

Fuentes Castillo, Iván
IND
XI
59

Fuenzalida Figueroa, Gonzalo
RN
XIV
54

Gahona Salazar, Sergio
UDI
IV
7

García García, René Manuel
RN
IX
52

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
AMPLITUD
V
13

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hernando Pérez, Marcela
PRSD
II
4

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Jackson Drago, Giorgio
REVD
RM
22

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
24

Kast Sommerhoff, Felipe
EVOPOLI
RM
22

Kort Garriga, Issa
UDI
VI
32

Lavín León, Joaquín
UDI
RM
20

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

León Ramírez, Roberto
DC
VII
36

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VI
33

Lorenzini Basso, Pablo
DC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Melo Contreras, Daniel
PS
RM
27

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Molina Oliva, Andrea
UDI
V
10

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
RM
18

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Morales Muñoz, Celso
UDI
VII
36

Morano Cornejo, Juan Enrique
DC
XII
60

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
RM
19

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Arancibia, Daniel
PC
IV
8

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Núñez Urrutia, Paulina
RN
II
4

Ojeda Uribe, Sergio
DC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
DC
VIII
44

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Paulsen Kehr, Diego
RN
IX
49

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Pilowsky Greene, Jaime
DC
RM
24

Poblete Zapata, Roberto
IND.
VIII
47

Provoste Campillay, Yasna
DC
III
6

Rathgeb Schifferli, Jorge
RN
IX
48

Rincón González, Ricardo
DC
VI
33

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rocafull López, Luis
PS
XV
1

Rubilar Barahona, Karla
IND
RM
17

Sabag Villalobos, Jorge
DC
VIII
42

Sabat Fernández, Marcela
RN
RM
21

Saffirio Espinoza, René
IND
IX
50

Saldívar Auger, Raúl
PS
IV
7

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND
VI
34

Silber Romo, Gabriel
DC
RM
16

Silva Méndez, Ernesto
UDI
RM
23

Soto Ferrada, Leonardo
PS
RM
30

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Teillier  del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
DC
V
15

Trisotti Martínez, Renzo
UDI
I
2

Tuma Zedán, Joaquín
PPD
IX
51

Turres Figueroa, Marisol
UDI
X
57

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Urízar Muñoz, Christian
PS
V
10

Urrutia Soto, Osvaldo
UDI
V
14

Vallejo Dowling, Camila
PC
RM
26

Vallespín López, Patricio
DC
X
57

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Venegas Cárdenas, Mario
DC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
IND
VII
37

Walker Prieto, Matías
DC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

-Concurrió, además, la ministra de Educación, señora Adriana Delpiano Puelma.

-Se contó con la asistencia, también, de la senadora señora Lily Pérez San Martín y el senador señor Juan Antonio Coloma Correa.

-No estuvieron presentes por encontrarse:


-En misión oficial: Los diputados señores Guillermo Ceroni Fuentes e Ignacio Urrutia Bonilla. 

-Con permiso constitucional: El diputado señor Vlado Mirosevic Verdugo.

-Con impedimento grave: El diputado señor Bernardo Berger Fett.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 10.36 horas.

El señor ANDRADE (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor ANDRADE (Presidente).- El acta de la sesión 127ª de la legislatura 364ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 128ª de la misma legislatura queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor ANDRADE (Presidente).- El señor Secretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor LANDEROS (Secretario) da lectura a la Cuenta.

-o-

El señor ANDRADE (Presidente).- Se hace presente a las señoras diputadas y señores diputados que las siguientes comisiones sesionarán en forma simultánea con la Sala: la Comisión Especial Investigadora de los Errores en la Conformación del Padrón Electoral en la Elección 2016, de 9.30 a 11.30 horas, y la Comisión de Ética y Transparencia, de 11.30 a 12.30 horas.

ACUERDOS DE LOS COMITÉS

El señor SILBER (Vicepresidente).- El señor Secretario dará lectura a los acuerdos de los Comités.

El señor LANDEROS (Secretario).- Reunidos los jefes de los Comités Parlamentarios bajo la presidencia del diputado señor Andrade, adoptaron por unanimidad los siguientes acuerdos:

1.- Votar en la sesión de hoy el proyecto que modifica diversos cuerpos legales que rigen el sector educativo en materia de subvención escolar preferencial y autorizar por unanimidad la votación de la indicación que presentó el Ejecutivo respecto del artículo primero transitorio de dicha iniciativa.

2.- Trasladar la sesión del jueves 20 de abril, el día posterior a aquel en que se realizará el censo, para el lunes 17 del mismo mes, a partir de las 16.00 horas.

V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE NORMAS QUE RIGEN A SECTOR EDUCATIVO EN MATERIA DE SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL, SISTEMA DE DESARROLLO
PROFESIONAL DOCENTE Y SITUACIÓN DE BECARIOS DE POSGRADO
(Primer trámite constitucional. Boletín N° 11128-04)

El Señor ANDRADE (Presidente).- En el Orden del Día, corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que modifica diversos cuerpos legales que rigen al sector educativo en materia de subvención escolar preferencial, sistema de desarrollo profesional docente y situación de becarios de posgrado.

Diputados informantes de las comisiones de Educación y de Hacienda son los señores Romilio Gutiérrez y Marcelo Schilling, respectivamente. 

Antecedentes: 

-Mensaje, boletín N° 11128-04, sesión 133ª de la  legislatura 364ª, en 7 de marzo de 2017.  Documentos de la Cuenta N° 1.  

-Informe de la Comisión de Educación, sesión  1ª  de la presente legislatura, en 14 de marzo de  2017. Documentos de la Cuenta N° 19.

-Informe de la Comisión de Hacienda.    Documentos de la Cuenta N° 4.
El señor SILBER (Vicepresidente).- Cito a reunión de Comités, sin suspender la sesión.

En reemplazo del diputado Romilio Gutiérrez, rinde el informe de la Comisión de Educación la diputada Yasna Provoste.

Tiene la palabra la diputada informante.

La señora PROVOSTE, doña Yasna (de pie).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Educación, paso a informar sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, originado en mensaje de su excelencia la Presidenta de la República, que modifica diversos cuerpos legales que rigen al sector educativo en materia de subvención escolar preferencial, sistema de desarrollo profesional docente y situación de becarios de posgrado.

La idea matriz o fundamental de la iniciativa consiste en ajustar algunas disposiciones que el sistema educativo requiere. 

En primer lugar, el proyecto establece medidas de retención de la subvención escolar preferencial mensual para aquellos establecimientos que no realicen la rendición anual de cuentas, y una reducción de los recursos entregados por este concepto para establecimientos educacionales que, cumpliendo con la exigencia de rendición de cuentas, no alcancen a demostrar que ejecutaron el 70 por ciento de los recursos que les fueron entregados.

En segundo lugar, se facilita el cierre de las becas administradas por Conicyt y se otorga un nuevo plazo a los becarios para cumplir y acreditar el cumplimiento de sus obligaciones, al 29 de diciembre de 2017.

Un tercer aspecto dice relación con modificaciones al estatuto docente y a la ley 
N° 20.903, para aclarar el concepto de “docente principiante”, y precisar que la asignación de inducción se pagará a través del sostenedor. Además, se incorpora al régimen del Sistema de Desarrollo Docente el tramo “de acceso”, que hasta ahora existía solo en transición. Se especifica que en las escuelas o liceos cárceles se entenderá que existe 60 por ciento de concentración de estudiantes prioritarios, lo que permitirá a los docentes que ahí se desempeñen acceder a la asignación de reconocimiento por docencia en establecimientos de alta concentración de alumnos prioritarios. En relación con la misma asignación, se aclara el plazo durante el cual puede percibirla un docente inicial temprano.

Adicionalmente, se modifican los requisitos para acceder a las funciones de jefe de División e intendente de Educación Parvularia de la Superintendencia de Educación Parvularia.

Fundamentos

El mensaje que da inicio al proyecto de ley en estudio señala que el país se encuentra inmerso en una de las reformas a su sistema educativo más profundas que haya experimentado. 

Sin embargo, además de la creación de nuevas normas, el sistema educativo requiere de determinados ajustes de ciertas regulaciones existentes desde hace varios años, así como el perfeccionamiento de reglas con el fin de permitir su adecuada aplicación.

En cuanto a su contenido, dice relación con las siguientes materias:

1. Subvención escolar preferencial (SEP).

El proyecto establece medidas permanentes de retención de al menos el 50 por ciento del pago de la subvención escolar preferencial mensual que les corresponda a aquellos sostenedores que incumplan, dentro de plazo, el requisito de rendir cuenta anual de gastos de los recursos y aportes que perciban por sus establecimientos adscritos al sistema SEP, y propone un régimen especial para la renovación del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, que es el que habilita a recibir dicha subvención, y el aporte por gratuidad establecido en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1996, sobre subvención del Estado a establecimientos educacionales.

Los establecimientos que cumpliendo con la exigencia de rendición de cuentas no alcancen a demostrar que ejecutaron el 70 por ciento de los recursos que les fueron entregados, podrán renovar el convenio con un monto de subvención equivalente al porcentaje de los recursos rendidos en el periodo anterior, aplicando dicho porcentaje al monto que les correspondería recibir. Además, este régimen especial se aplicará a aquellos establecimientos a los cuales no se les ha renovado el convenio por no haber realizado alguna de las rendiciones que exige la ley N° 20.248, y que se acojan al periodo excepcional y transitorio que se crea para cumplir dicho requisito.

Por otra parte, el proyecto establece la posibilidad de que la Superintendencia de Educación realice una revisión sobre los gastos realizados en virtud del convenio, alcanzada la mitad de su ejecución, lo que para los establecimientos que no cumplan el requisitos de haber utilizado al menos el 70 por ciento de los recursos que disponen para ello tendrá el efecto de que los recursos a transferir durante el plazo que reste de la vigencia del convenio corresponderán solo al porcentaje de los montos efectivamente gastados. 

2. Becas administradas por Conicyt.

El proyecto facilita el cierre de las becas administradas por Conicyt por medio de la entrega de una copia simple del grado académico o de la información que entreguen las universidades. Con la redacción propuesta se beneficiará a unos 15.000 becarios, a los que se entrega un nuevo plazo para que cumplan y acrediten el cumplimiento de sus obligaciones. 

3. Modificaciones al estatuto docente y a la ley N° 20.903.

En cuanto al proceso formativo de inducción, se aclara el concepto de “docente principiante”, especificándose que aquellos profesores que no hubiesen podido realizar su proceso de inducción en su primer año de ejercicio profesional, por causa no imputable a ellos, podrán desarrollarla al año siguiente. Asimismo, se precisa que en los casos de procesos de inducción administrados por el Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas (Cpeip), la asignación de inducción correspondiente se pagará a través del sostenedor. 

Además, se incorpora al régimen del Sistema de Desarrollo Docente el tramo “de acceso”, que hasta ahora solo se consideraba para el encasillamiento. Este permitirá que los profesionales de la educación con experiencia laboral previa accedan al tramo que corresponda de acuerdo con su experiencia, una vez rendidos los instrumentos para el proceso de reconocimiento profesional. 

Respecto de la asignación de reconocimiento por docencia en establecimientos de alta concentración de alumnos prioritarios, se especifica que en las escuelas o liceos cárceles se entenderá que existe 60 por ciento de concentración de estudiantes prioritarios, lo que permitirá a los docentes que ahí se desempeñen acceder a esta asignación. En relación con la misma asignación, se aclara que el docente inicial o temprano la recibirá por un máximo de cuatro años, despejando de esa forma una interpretación errada que había, en el sentido de que se recibiría por una sola vez.

Finalmente, se ha propuesto ajustar los requisitos para acceder a las funciones de jefe de división e intendente de educación parvularia, sustituyendo la exigencia original de acreditar la posesión de un título profesional de una carrera de a lo menos diez semestres de duración, por una de una extensión mínima de ocho semestres.

Tramitación en la comisión

Durante la tramitación del proyecto en la comisión se planteó la necesidad de una revisión más de fondo de la ley de subvención educacional preferencial, no obstante que se comprendió la necesidad de esta iniciativa, que permitirá ampliar los plazos para que los municipios rindan o rectifiquen sus rendiciones. 

Del mismo modo, se analizó el caso de algunos municipios que han tenido dificultades para rendir cuentas, en especial los de Ovalle, Copiapó y Cerro Navia, que se encuentran impedidos de cumplir sus obligaciones por causas no imputables a las actuales administraciones.

El Ejecutivo se comprometió a presentar algunas indicaciones en la Comisión de Hacienda, para mejorar el proyecto en los términos propuestos en las indicaciones presentadas por varios diputados y diputadas, que fueron declaradas inadmisibles por tratar materias de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República.

Constancias reglamentarias

No existen disposiciones de rango de ley orgánica constitucional ni de quorum calificado.

Los artículos 1, 2, 3, 5, 6, 7, 9 y primero transitorio del proyecto aprobado por la comisión debieron ser conocidos por la Comisión de Hacienda.

El proyecto fue aprobado en general por mayoría de votos.

He dicho.

El señor SILBER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado informante de la Comisión de Hacienda.

El señor SCHILLING (de pie).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Hacienda, de conformidad con el artículo 226 del Reglamento de la Corporación, paso a informar sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, que modifica diversos cuerpos legales que rigen el sector educativo en materia de subvención escolar preferencial, Sistema de Desarrollo Profesional Docente y situación de becarios de posgrado.

Dado que los aspectos técnicos del proyecto así como su estructura y contenido fueron abordados por quien me precedió en el uso de la palabra, la diputada Provoste, basaré este informe, fundamentalmente, en los aspectos presupuestarios del proyecto, al tenor de los correspondientes informes financieros.

Sin perjuicio de lo señalado, estimo necesario precisar que este proyecto de ley tiene como propósito general ajustar algunas disposiciones vigentes y perfeccionar determinadas reglas, con el fin de permitir la aplicación adecuada de las reformas que requiere el sistema educativo. En particular, como su nombre lo indica, permite la regularización de las rendiciones de la subvención escolar preferencial, modifica determinados preceptos del Sistema de Desarrollo Profesional Docente, regulariza la situación de las becas administradas por Conicyt y modifica los requisitos de cargos directivos de la Superintendencia de Educación.

La Comisión de Educación dispuso en su informe que correspondía a la Comisión de Hacienda conocer los artículos 1, 2, 3, 5, 6, 7 y 9 permanentes y el artículo primero transitorio. 

El informe financiero N° 16, de 7 de marzo de 2017, elaborado por la Dirección de Presupuestos, en cuanto a los efectos del proyecto sobre el presupuesto fiscal, asevera que las medidas propuestas no representan un mayor gasto, con excepción de la extensión de la asignación por concentración de alumnos prioritarios a escuelas cárceles. Dicha medida conlleva un gasto incremental que podría alcanzar los 1.580 millones de pesos anuales, en régimen, del Sistema de Desarrollo Profesional Docente.

Agrega que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la ley en proyecto se financiará con cargo a los recursos que contempla anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público, en la partida 09 Ministerio de Educación, y en lo que faltare, con cargo a la partida 50 Tesoro Público.

El informe financiero sustitutivo N° 19, de 13 de marzo de 2017, corrige los términos del primero en lo referente al efecto fiscal del proyecto, señalando que el mayor gasto fiscal que representa este proyecto de ley se produce por las modificaciones al estatuto docente y a la ley N° 20.903, que extiende la asignación de reconocimiento por docencia en establecimientos de alta concentración de alumnos prioritarios a docentes de escuelas cárceles, que se estima en 1.580 millones de pesos anuales, en régimen, como ya informé.

Aclara que las modificaciones legales a la subvención escolar preferencial y a las becas de posgrado administradas por Conicyt no representan mayor gasto fiscal.

Por último, reitera que el mayor gasto fiscal antes mencionado se financiará con cargo a los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público, en la partida 09 Ministerio de Educación, y en lo que faltare, con cargo a la partida 50 Tesoro Público.

Finalmente, el informe financiero N° 20, de 14 de marzo de 2017, que acompaña una indicación del Ejecutivo, explica que dicha modificación busca establecer condiciones para que los sostenedores puedan acceder a la renovación de convenios de igualdad de oportunidades y excelencia educativa en circunstancias excepcionales, y que, atendida su naturaleza, no representa un mayor gasto fiscal.

Durante el debate se escuchó al Ministerio de Educación, representado por la señorita Valentina Quiroga, subsecretaria de la cartera, y a la Dirección de Presupuestos, representada por la señora Tania Hernández.

En cuanto a la votación, el Ejecutivo presentó indicaciones que fueron aprobadas por unanimidad, con la excepción que señalaré más adelante. Esas indicaciones tienen por objeto principal entregar mejores herramientas a los sostenedores que han mejorado progresivamente la ejecución de los mismos. No obstante, la indicación que se presentó para agregar un nuevo inciso cuarto al artículo primero transitorio fue rechazada unánimemente, con el propósito de que el Ejecutivo la vuelva a presentar, con una mejor redacción, una que deje en claro que se entrega una solución para aquellos casos en que el representante legal del sostenedor que ha actuado irregular y -subrayo- delictualmente con los recursos, habiendo sido objeto de inhabilitación y querella, permita que el nuevo representante, concretamente el nuevo alcalde, pueda suscribir el convenio, a fin de que los niños no vean privado su acceso a esos recursos a causa de la irresponsabilidad del sostenedor anterior.

El resto de las normas del proyecto fueron aprobadas por unanimidad, por lo cual solicitamos a la Sala que dé su aprobación a este proyecto en los mismos términos en que lo hizo la comisión.

He dicho.

El señor SILBER (Vicepresidente).- En discusión el proyecto de ley.

Tiene la palabra el diputado señor Jaime Bellolio.

El señor BELLOLIO.- Señor Presidente, por su intermedio saludo a la señora ministra de Educación.

El proyecto de ley es importante, porque por primera vez desde que existe la subvención escolar preferencial (SEP), hay más de 650 colegios inhabilitados para recibirla.

¿Qué significa eso en concreto? Que los estudiantes más vulnerables de esas más de 650 escuelas no cuentan con los recursos para llevar adelante su educación con mayor calidad.

Son múltiples los motivos por los cuales esas escuelas y, por tanto, sus sostenedores han fracaso en cumplir con la exigencia de la ley. Así, están los que no rindieron algún período, por lo que incumplen una parte relevante de la renovación de los convenios de la subvención escolar preferencial.

Otros no pudieron rendir el 70 por ciento de los recursos. En ese punto hay que distinguir que algunos rindieron 70 por ciento, 80 por ciento o 90 por ciento de los recursos, pero un porcentaje les fue rechazado por la Superintendencia de Educación, por lo que quedan debajo del 70 por ciento de rendición.

En fácil, lo que digo es que esos sostenedores gastaron la plata en educación, pero una parte de esos recursos no fue aprobada por la superintendencia y quedaron bajo el margen del 70 por ciento. Otro grupo de sostenedores, para decirlo en chileno, se llevó la plata para la casa.

El proyecto de ley solo abre la posibilidad de rectificar la rendición del gasto, de rendirlo para quienes no rindieron o que rindieron gastos en educación, por lo que pueden discutir con la superintendencia si se trató de gastos rechazados o no.

El proyecto no establece en ningún caso impunidad para quienes utilizaron los recursos en fines distintos de los que establece la ley. Tanto así, que la ley que persigue las responsabilidades por estas razones no se ha modificado en absoluto.

Entonces, el proyecto permite que los colegios puedan abrir sus plataformas y volver a rendir esos gastos o a rectificar sus rendiciones. ¿Para qué? Para lograr un bien común: que esos recursos lleguen al destinatario que realmente tiene como objeto la política de la subvención escolar preferencial, que son los estudiantes más vulnerables.

Durante el debate en la comisión preguntaron sobre una cuestión muy relevante, cual es si la ley SEP ha servido de algo en estos años de operación. La respuesta es sí. La evidencia de 2013 muestra, a través de diferencias en diferencias -metodología utilizada para determinar cuál ha sido el impacto de una política-, que la subvención escolar preferencial ha reducido en un tercio la brecha entre los estudiantes más vulnerables y los menos vulnerables. Por supuesto que uno quiere que esos recursos se utilicen de manera adecuada para que esa brecha disminuya más aún.

En el proyecto hay un par de cosas beneficiosas y otras que quedaron pendientes.

Una de ellas es que la ley dispone que si usted no cumple con el convenio que se firma en relación con la ley SEP y con el 70 por ciento de rendición del gasto, después queda con 0 por ciento de recursos; es decir, cumple con el 70 por ciento o se queda sin nada, lo cual es injusto para muchos sostenedores que pueden rendir, por ejemplo, el 65 por ciento o el 50 por ciento del gasto. El proyecto señala que si alguien rinde el 50 por ciento o el 60 por ciento del gasto, el convenio se renueva, pero ya no con 0 por ciento, sino con 50 por ciento o 60 por ciento, respectivamente; es decir, le van a traspasar los recursos que efectivamente puede rendir. Esa es una muy buena noticia, ya que no se quedará con 0 por ciento, sino con lo que efectivamente puede rendir.

En la comisión se produjo una discusión -me parece relevante plantearla aquí de nuevo, con el objeto de que ojalá la ministra pueda concretar la respectiva indicación en el Senado- que dice relación con los usos de la SEP. Para ocupar los recursos de la SEP debe firmarse un convenio de mejora, un convenio de igualdad de oportunidades, en el que se establece cómo se van a utilizar esos recursos. En la actualidad, la superintendencia debe fiscalizar el uso de dos tipos de subvenciones de las escuelas: la subvención escolar preferencial, cuyo uso está determinado por esa ley, y la subvención general, cuyo uso está determinado por la denominada “ley de inclusión”, que los parlamentarios de la Nueva Mayoría aprobaron, que señala en qué cosas se puede gastar la plata de la subvención. 

Lo que nosotros propusimos es que los recursos de la SEP puedan ser utilizados para los gastos en educación que figuran en la ley.

Cuando se creó la SEP, no existía el listado que determinaba en qué se puede gastar esa plata; hoy sí existe.

De acuerdo con la tesis de ustedes, supuestamente se quitó todo lo malo a los colegios: ya no existe el lucro y no van a aplicar la selección. 

En consecuencia, me pregunto: ¿Por qué debe haber más restricciones en el uso de esos recursos? El problema es que eso produce inflexibilidades que no tienen ningún sentido. 

Les daré algunos ejemplos. En la actualidad, un colegio puede ocupar la plata de la SEP para comprar computadores para sus niños; sin embargo, no se permite que pueda arreglar la sala donde esos computadores serán utilizados, lo que es completamente absurdo. Un colegio puede comprar implementos para que los niños más pequeños tengan estimulación temprana; sin embargo, no pueden comprar pasto sintético para arreglar el patio.

Todo esto significa soportar una burocracia inmensa para los profesores y para quienes se dedican a la educación. Por ejemplo, si un profesor está contratado con cargo a la subvención escolar preferencial, tiene que determinarlo en su contrato; pero, como ocurre todos los días en los colegios, a veces profesores tienen que reemplazar a otros. El problema es que no se les puede pagar con la subvención general, a menos que se les cambie el contrato, lo que significa que tiene que haber por lo menos una persona en cada escuela dedicada a rendir los fondos de la SEP, lo que se aleja de la intención que tienen la fiscalización y la comunidad escolar, que es preocuparse de los niños.

Creo que por desconfianzas, por evidentes fallas y porque algunos cometieron esos delitos, terminamos sobrerregulando esta materia, lo que obliga a tener prácticamente un doctorado para entender cómo rendir las platas de la SEP y de la subvención general. Eso es completamente absurdo, porque significa una disminución del tiempo dedicado a lo educativo.

Por lo tanto, quiero volver a proponer algo respecto de lo que la propia superintendencia se manifestó a favor, cual es que la plata de la SEP pueda ser utilizada para los fines educacionales que están en la “ley de inclusión”. Eso significa que la fiscalización puede ser más efectiva, porque la superintendencia sabe exactamente qué usos de los recursos tiene que fiscalizar. Es decir, es más fácil fiscalizar y, por lo tanto, la fiscalización es más intensa, no menos intensa.

Por último, otros aspectos quedaron pendientes en el proyecto, que es misceláneo, porque toca varios temas: uno tiene que ver con la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (Conicyt), y otro, con los docentes.

La ley de carrera docente, que, en mi opinión, es el único proyecto que realmente ha tenido que ver, de manera directa y a la vena, con la calidad de la educción, dice que un profesor que tiene experiencia, pero que no ha hecho la prueba de evaluación, está en un tramo intermedio, por llamarlo así, que no es un tramo de la carrera docente como tal; no es el tramo inicial, sino que es el lugar en que se pone a una persona que tiene experiencia, pero que todavía no se ha evaluado. Entonces, está en ese tramo especial.

Deseo que eso se extienda a todos los profesores que están en colegios particulares subvencionados y en colegios particulares pagados, pero que quieren trabajar en la educación municipal, integrarse a la carrera docente. Si un profesor lleva treinta años haciendo clases, tiene un magíster y ha dedicado una vida a la educación, por supuesto que no puede partir en el tramo inicial, ya que se le tiene que valorar la contribución que ha hecho a la educación. Creo que eso es algo que todavía se puede mejorar en el Senado.

En suma, el proyecto permite arreglar en forma urgente una situación que afecta a muchos municipios y también a otros sostenedores, pero especialmente a las escuelas municipalizadas.

Como dije, el proyecto en ningún caso significa un blanqueo o una impunidad de absolutamente nada. Las respectivas responsabilidades penales tienen que perseguirse hasta el final, porque queremos que los recursos lleguen a los niños.

Se permite rectificar las rendiciones, para que puedan renovarse esos convenios y que el dinero llegue donde más se necesita.

Agradezco al Ministerio de Educación por haber enviado este proyecto de ley, y las discusiones que se dieron en las comisiones de Hacienda y de Educación. Sin duda, quedan temas pendientes, los que vamos a seguir tratando de impulsar, pero llamo a la Cámara a aprobar el proyecto, tal como se hizo en dichas comisiones.

El gobierno presentó una indicación después del trámite de Hacienda, que también llamo a aprobar.

He dicho.

El señor SILBER (Vicepresidente).- En conformidad con los acuerdos de los Comités, al término del Orden del Día se votará el proyecto.

Por lo tanto, dada la gran cantidad de diputados inscritos, solicito a la Sala reducir las intervenciones a cinco minutos cada una.

¿Habría acuerdo? 

Acordado.

Tiene la palabra la ministra de Educación, señora Adriana Delpiano.

La señora DELPIANO, doña Adriana (ministra de Educación).- Señor Presidente, quiero señalar algo que me parece muy importante, sobre todo para aquellos diputados que no son miembros de la Comisión de Educación ni de la Comisión de Hacienda, y que, por lo tanto, no conocen en detalle de qué se trata efectivamente el proyecto de ley.

Nadie puede negar el enorme valor que tiene la ley SEP, que hoy nos permite decir, en muchos casos, que contamos con más recursos para la educación, sobre todo de los niños más vulnerables del país, que ahora podemos decir que tienen más oportunidades.

Esta es la segunda vez que se evalúa y/o se cierra un ciclo de convenios con los municipios por el uso de la mencionada ley. Hubo un primer cierre en 2012, y ahora estamos cerrando el proceso de 2015, que se postergó en 2016. Se ha revisado el uso que se le dio y las auditorías específicas que se realizaron. Actualmente estamos en condiciones de firmar un nuevo convenio.

El 90 por ciento de los municipios y de los sostenedores de colegios particulares subvencionados han cumplido con esta norma. Lo planteo para que no se tenga la sensación de que hay un caos en todos los municipios. Al contrario, tanto municipios grandes como chicos, con alcaldes de todos los sectores políticos, han podido cumplir bien con la norma que pide tener el 70 por ciento de los recursos debidamente gastados para así poder recibir el ciento por ciento de la subvención y continuar adelante con el programa.

El 10 por ciento restante corresponde a alrededor de 600 escuelas y colegios, pertenecientes a 150 municipios y a 120 sostenedores de instituciones particulares subvencionadas. Por lo tanto, si bien es un mundo grande, también es acotado. No es todo.

En ese sentido, el no cumplimiento, tal cual la ley lo señala, significa un perjuicio enorme para los miles de niños que estudian en esos colegios. Por lo tanto, se ha buscado una fórmula, bien descrita por los diputados informantes y por el diputado Bellolio, para no perjudicar a los niños, y en la cual el sostenedor se haga cargo de lo que realmente es capaz de gestionar.

Por lo tanto, hay dos puntos centrales. Primero, se amplía el plazo para que se rinda lo que no se rindió en años anteriores, porque no se encontró el gasto, porque la persona que tenía que imputar los gastos se fue, etcétera. Entonces, se da un plazo determinado para cumplir con ello. 

Segundo, se establece que si alguien gastó el 55 por ciento de los recursos que se le dieron en promedio durante los cuatro años, lo que se le aprobará en adelante será el 55 por ciento, porque quiere decir que eso es lo que es capaz de gastar efectivamente. Si después demuestra que se gastó el 55 por ciento, se le irá aumentando progresivamente hasta llegar al ciento por ciento.

Además, se agregan algunos elementos que son importantes en lo relativo a la fiscalización, para no esperar cuatro años para una medida de esta naturaleza.

Por lo tanto, si a final de año un municipio o un sostenedor de un colegio particular subvencionado no rinde la SEP, se le retiene hasta que lo haga, es decir, no puede no rendir la SEP. El proceso de rendimiento consiste en explicar cuánto se gastó y cuánto es el saldo que se tiene en caja. ¡Así de simple!

Este es un proyecto de ley misceláneo que no resuelve todos los problemas de la SEP 
-estoy de acuerdo que hay temas que requerirán una ley específica-, pero sí resuelve uno grave que tiene la mayoría de los municipios.

Quiero señalar que hubo una enorme cantidad de llamadas de alcaldes de todas las regiones, de todas las comunas, que querían saber cómo se iba a resolver este tema, sobre todo porque hay profesores y personal contratados por la ley SEP que hoy están impagos.

En suma, estamos ante una iniciativa equilibrada porque no perjudica a los niños y brinda una puerta de salida viable.

Sabemos que hay municipios pequeños que, respecto de la cantidad de recursos que les está llegando, no tienen una fórmula adecuada para gastarlos. En este caso, la situación ha cambiado respecto de otros años. Antes pedíamos más recursos para la educación; hoy, en cambio, tenemos problemas para gastar los distintos recursos que están llegando para la educación. Por lo tanto, el sostenedor va a tener que reforzar los equipos administrativos para una mejor gestión. Es absurdo que si se tiene una cifra determinada para invertir en los niños, no se tenga la capacidad de invertirla.

Respecto de las becas Conicyt, hay dos cosas importantes que señalar. En primer lugar, se amplía el plazo para los doctorados que llegan desde el extranjero y que han cumplido con todas las respectivas normas, pero no han entregado a tiempo a Conicyt los documentos para garantizar sus estudios. Además, se simplifican los instrumentos con los que podrán acreditar sus estudios, porque muchas veces se exigían los documentos originales, que habían quedado en las universidades en las que estudiaron, lo que hacía compleja la situación. 

Reitero: se simplifica el trámite, lo que favorece a una cantidad importante de doctorados, que -es una buena noticia- están siendo contratados con una mayor celeridad en distintas universidades del país.

En otro orden de cosas, se modifica el sistema de desarrollo profesional docente con aspectos que, si bien no son la esencia del proyecto, permiten resolver algunos temas. De lo contrario, se generan injusticias muy grandes.

Uno de los temas que consideramos importante es dejar en forma permanente el nivel de acceso, que no es lo mismo que el nivel inicial. Mientras este dice relación con un profesor de poca experiencia que se acaba de recibir y que empieza su carrera, el nivel de acceso se refiere a personas que no han sido evaluadas antes porque no son parte de la carrera docente, ya sea porque han trabajado en un colegio particular o porque provienen del extranjero, pero cuentan con una gran experiencia. Así no se les considera en el nivel inicial, sino en el nivel de acceso hasta que sean evaluados y entren al nivel que les corresponde.

Finalmente, se modifican los requisitos para el cargo de directivo de la Superintendencia de Educación, que era el único servicio público del segundo nivel de responsabilidad que tenía la exigencia de cinco años de estudio, lo que imposibilitaba, por definición, que el cargo intendenta de Educación Parvularia o cualquier otro pudiera ser llenado por una educadora de párvulos, porque esa carrera es de ocho semestres.

Estos son los aspectos esenciales del proyecto de ley, que -como ocurre casi todos los años- nos lleva al perfeccionamiento de cuerpos legales que, puestos en acción, siempre requieren algún tipo de ajuste.

En razón de lo expuesto, ruego a los señores parlamentarios aprobar esta iniciativa, que va en beneficio de miles de personas que por distintas razones se ven impedidas de continuar adelante con sus procesos.

Muchas gracias.

He dicho.

El señor SILBER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Yasna Provoste.

La señora PROVOSTE (doña Yasna).- Señor Presidente, si bien me correspondió dar cuenta del informe de la Comisión de Educación, cuando uno lo hace de manera institucional no necesariamente refleja la opinión personal que se tiene respecto del proyecto de ley.

Esta iniciativa es absolutamente insuficiente; no entra al debate de fondo respecto de la implementación durante estos años, desde 2007, cuando se promulgó la ley. A partir de esa fecha se han creado dos comisiones investigadoras en la Cámara, la última en 2014, después de largas movilizaciones en la comuna de Copiapó realizadas por padres, madres, profesores y profesoras que veían con angustia que los recursos de todos los chilenos destinados a la subvención escolar preferencial no llegaban a sus establecimientos educacionales.

Como bien explicó la ministra de Educación y se señaló en ambos informes, este proyecto de ley misceláneo tiene tres grandes columnas: subvención escolar preferencial, becas administradas por la Conicyt y carrera profesional docente.

Respecto de las becas administradas por Conicyt, no tenemos mayores dificultades. Esta iniciativa viene a apoyar y a clarificar la situación de más de 15.000 becarios que la estaban esperando.

En materia de carrera profesional docente, el proyecto es absolutamente insuficiente. Después de haber transcurrido meses desde su implementación, hemos visto que tenemos dificultades en materia de trasparencia. No es posible que un profesor o una profesora no tengan información detallada respecto de cuáles son los elementos que han sido considerados para su encasillamiento. Lo digo porque nos hemos llevado meses entre nuestra oficina parlamentaria y el Ministerio de Educación, particularmente el Cpeip, para tratar de clarificar situaciones de docentes que hasta hoy no saben con claridad cuál es el puntaje por el cual se decidió que quedarán encasillados en uno u otro tramo. Teníamos la esperanza de que en esta iniciativa se pudiera avanzar en materia de transparencia hacia los docentes, pero nada de eso ocurrió. 

Junto con la diputada Cristina Girardi presentamos indicaciones, que lamentablemente fueron declaradas inadmisibles en la comisión. A pesar de que la Nueva Mayoría tiene más integrantes en la comisión, no pudimos alcanzar el apoyo suficiente para que profesores y profesoras que desde hace muchos años realizan distintas tareas, como directivos, que no se han sometido a evaluación, no sean encasillados en el tramo de acceso, sino que puedan ser evaluados de acuerdo al mérito de sus antecedentes y encasillados en los distintos tramos.

Más allá de lo insuficiente que resultan para nosotros los aportes en materia de carrera profesional docente en este proyecto de ley misceláneo, quiero referirme a algunas intervenciones anteriores, que seguramente seguiremos escuchando en este debate en el marco de la subvención escolar preferencial.

Hay quienes señalan que debemos dar un tratamiento igualitario y otros dicen que debemos flexibilizar la rendición de gastos de la subvención escolar preferencial y permitir que los sostenedores gasten en cualquiera de los fines. Quiero recordarles cuál es el espíritu de la ley pues, tal vez por la juventud o por el entusiasmo de creer que todos son iguales, algunos hacen ese tipo de comentarios.

Los recursos que se incorporarán al sistema escolar aumentarán de manera significativa para los establecimientos que acogen a los niños más desfavorecidos. Por primera vez nuestro sistema de financiamiento distinguirá de acuerdo con la condición de vulnerabilidad de nuestros estudiantes, puesto que la subvención se entregaba de forma pareja y daba lo mismo si el estudiante viene de una familia vulnerable o no.

Lo que hará este proyecto -futura ley- es poner más recursos donde más se necesita, de manera que aumentará en 50 por ciento la subvención que se entrega a los alumnos prioritarios de acuerdo con su condición de vulnerabilidad. 

Por primera vez, la escuela ya no se conformará solo con que el niño diga “presente”; es decir, no solo se pagará por la asistencia, sino por la concentración de alumnos prioritarios, porque nos importa la calidad del aprendizaje.

Entendemos que las escuelas que acogen a…

El señor SILBER (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señora diputada.

Le ofrezco excusas, pero ahora el sistema se corta automáticamente cuando se acaba el tiempo de los oradores, de modo que el corte de los micrófonos no pasa por una decisión de la Mesa.

Tiene la palabra el diputado Germán Verdugo.

El señor VERDUGO.- Señor Presidente, para empezar mi intervención, quiero compartir lo expresado por el diputado señor Mario Venegas en la Comisión de Educación. Él expresó que este proyecto era el segundo blanqueo que estábamos haciendo a esta ley.

Yo creo -tengo la duda- que puede haber un tercer y un cuarto blanqueo, porque no se resuelve el problema que existe y no se sanciona a las personas que infringen la ley. Desgraciadamente, se sanciona a los beneficiarios de la ley, que son los alumnos más vulnerables, los más pobres, porque la ley y este proyecto de ley pretendían resolver el problema que se suscitaba en los establecimientos educacionales.

La única forma de evitar que continúe el mal uso de los recursos es a través del establecimiento de las sanciones correspondientes a quienes los administran, que son los alcaldes o, en general, las municipalidades. 

Sin embargo, una solución para resolver los problemas que aquí se han planteado, tanto desde el punto de vista del mal uso de los recursos como de la no inversión total de estos, es que dichos dineros sean destinados directamente a la unidad educativa, para dar cumplimiento al plan de mejoramiento educativo que estableció y determinó dicha unidad. No me cabe ninguna duda de que si se entregan los recursos a los establecimientos educacionales, estos van a gastarlos e, incluso, les van a faltar, porque las necesidades que tienen son enormes. Desgraciadamente, a nivel central, en las municipalidades no tienen la capacidad para conocer en detalle cuáles son las necesidades que tienen los alumnos, que son muchas.

Como planteó la diputada Yasna Provoste, este proyecto es insuficiente, pero lo vamos a aprobar, porque no podemos castigar a los alumnos más vulnerables que están en nuestro sistema educativo. Ojalá que en el Senado se puedan plantear las indicaciones para resolver el problema de fondo y apuntar directamente a la causa que origina esta situación.

Me correspondió participar en la comisión que investigó el mal uso de estos recursos y escuché las explicaciones entregadas por los alcaldes, con una liviandad increíble, que eran muy difíciles de aceptar.

Vuelvo a insistir en que la solución pasa, primero, por que los recursos vayan directamente a las unidades educativas, y segundo, por que los que tienen la responsabilidad de administrarlos sean personalmente responsable de su mal uso.

Cuando aprobamos esta ley, tenía la convicción de que iba a ser un aporte extraordinario para mejorar la calidad de la educación, lo cual se ha logrado. Es efectivo que ha habido avances importantes, pero podrían haber sido muchos más si se hubieran invertido bien los recursos en educación, pensando siempre en la calidad, porque, como dijo la señora ministra, el 90 por ciento se ha gastado en educación, pero debemos evaluar en qué se ha gastado. Sé que se han hecho algunos gastos en la contratación de pruebas que, al final, no tienen una incidencia importante en la calidad de la educación de los niños que la ley pretendió favorecer. 

En gran medida, se ha logrado el objetivo, pero falta una parte importante, que podemos conseguir si se adoptan las medidas adecuadas para que la ley cumpla su objetivo original.

He dicho.

El señor SILBER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Fidel Espinoza.

El señor ESPINOZA (don Fidel).- Señor Presidente, durante estos últimos años de trabajo parlamentario -la ministra de Educación ha sido testigo de ello- hemos realizado las mayores transformaciones en la educación chilena de las últimas cuatro décadas. Una de ellas es la gratuidad. Hemos discutido nuestras diferencias en la comisión técnica, pero siempre ha habido más elementos que nos unan que posiciones que nos separen. Por ello, concordamos en sacar adelante esta iniciativa. 

Tal como señalaron algunos de mis colegas que me antecedieron el uso de la palabra, este proyecto es un mal necesario. Lo digo porque a muchos de los que integramos la Comisión de Educación no nos gusta. Suena, como ya se anda rumorando, a perdonazo para los mismos que han administrado de mala manera la educación desde los municipios. Pero tenemos que mirar hacia adelante. 

Hemos sido capaces de despachar un proyecto que va a permitir que en los próximos años la educación pase a ser dirigida por servicios locales de educación, los que -esperamos- se constituirán en instrumentos y herramientas que terminen con los abusos que por largos años han cometido buena parte de los alcaldes del país con los recursos destinados a la educación de los jóvenes que más los necesitan. 

¿Por qué digo esto, señora ministra? Porque es indignante recorrer las comunas de nuestro distrito y ver las condiciones en que se encuentran los establecimientos educacionales. En el invierno, sobre todo en las zonas más extremas, ni siquiera existe calefacción. Los padres y apoderados deben organizar bingos para comprar leña.

Cualquier parlamentario que se encuentra en esta Sala podría decir que el Estado, a través del Ministerio de Educación, no pone recursos para la operatividad del sistema. Cualquier apoderado se queda con esa impresión, porque son ellos los que tienen que reunir la plata, que está asegurada anualmente y que se traspasa bajo diferentes mecanismos a las direcciones de administración municipal.

Muchos alcaldes -no digo todos- han desarrollado una muy buena labor en el ámbito educativo, como el exalcalde Arriagada, que hoy es nuestro colega. Sin embargo, él mismo ha reconocido que en muchos lugares los dineros que van dirigidos a mejorar la calidad de la educación, en este caso a través de la ley SEP, han sido destinados a cualquier otra cosa menos al objetivo central que todos los parlamentarios en esta Sala, independientemente de nuestras diversas posiciones políticas, hemos defendido: contar con un sistema educativo más igualitario.

Por eso, señora ministra, por intermedio del señor Presidente, no tengo ningún problema en decir -siempre he hablado con franqueza- que este proyecto no me gusta. No obstante ello, lo votaré favorablemente. De lo contrario, tal como dijeron el colega Germán Verdugo, la diputada Yasna Provoste y otros parlamentarios que me antecedieron en el uso de la palabra, perjudicaremos a los alumnos, destinatarios finales del proceso de mejoramiento de la calidad educación, y eso no lo podemos permitir. 

Comparto la idea de que debemos generar instrumentos que persigan las responsabilidades cuando un alcalde se va y deja descalabros financieros tremendos. En muchas ocasiones no se aplican penas, a no ser que el Ministerio Público actúe. Si se trata de errores administrativos profundos que provocan deterioro en la educación, la mayoría de las veces quedan sin sanción y los responsables son designados en otros cargos públicos como si no pasara nada. 

El proyecto contiene materias positivas, como lo relacionado con el Conicyt. En cuanto al el tema que acabo de señalar, es necesario seguir avanzando en la persecución de responsabilidades para quienes dejan en detrimento las arcas de la educación.

He dicho.

El señor SILBER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pepe Auth, por cinco minutos.

El señor AUTH.- Señor Presidente, como se dijo y lo repetía la ministra de Educación, estamos en una disyuntiva entre dos abismos: uno, blanquear situaciones de abuso e incluso de ilegalidad, y dos, perjudicar a los niños, quienes son finalmente los beneficiarios de la ley SEP.

Quiero consignar con toda claridad que la SEP es probablemente el instrumento más efectivo de los últimos treinta años en materia de inversión en educación. Soy testigo de cómo colegios, escuelas y liceos con altas proporciones de vulnerabilidad han logrado torcerle la mano a su situación de minusvalía. Por lo tanto, saludo y felicito que se dé una solución que proteja a los niños. 

La flexibilidad para renovar contratos, cuidando los recursos; la flexibilidad para resolver situaciones que no le competen al sostenedor actual por el naufragio y la ilegalidad cometida por el sostenedor anterior, son indispensables. ¿Cómo podríamos castigar a una comunidad entera por el error o la ilegalidad cometidos por alguien que está inhabilitado como sostenedor y que además está querellado por la propia municipalidad?

Saludo esa modificación. Sin embargo, quiero dejar establecido que hay muchas otras que es necesario llevar adelante, porque la SEP es un instrumento que fue muy efectivo, pero ha habido reformas muy relevantes que hay que incorporar en el diseño actual de esa subvención. Por ejemplo, he insistido desde hace muchísimos años en que no se puede dejar al sostenedor la decisión arbitraria de señalar cuántos recursos SEP se deben destinar a gastos centralizados y cuántos al propio establecimiento. 

Además, creo que tenemos que apuntar a que sean los consejos educativos los que definan qué se hace con la SEP. Hay municipalidades que hacen eso y otras que no lo hacen; hay municipalidades que centralizan toda la subvención, de modo que no siempre los dineros llegan en tiempo y forma a las actividades que los requieren. En esta materia es necesario definir proporciones máximas de gasto descentralizado, es decir, a nivel de los establecimientos. Ahora que está prohibido el lucro y definidos los gastos educacionales, es positivo estudiar en qué se puede gastar la SEP. 

Comparto que no puede haber una flexibilización total, porque de lo contrario la SEP deja de tener el sentido focalizado que impacta sobre la calidad educacional. He sido testigo de situaciones paradójicas. Por ejemplo, es perfectamente posible financiar una sala de computación con fondos SEP; sin embargo, no se puede hacer lo propio con el sistema eléctrico. Y resulta que sin renovación del sistema eléctrico no es posible instalar computadores. Es decir, hay rigideces que hay que abordar para que la SEP vuelva a tener nuevamente impacto sobre la educación. 

Por último, agradezco al Ministerio de Educación la flexibilidad que tuvo para acoger una indicación que resolverá de verdad el problema de las comunas que heredan naufragios e ilegalidades de sus corporaciones educacionales.

He dicho.

El señor SILBER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada Karla Rubilar.

La señora RUBILAR (doña Karla).- Señor Presidente, por su intermedio saludo a la ministra de Educación y le agradezco que a través de este proyecto de ley misceláneo se dé alguna respuesta a los problemas que tienen algunos alcaldes en materia educacional, en particular con los fondos de la ley SEP. Es el caso de Cerro Navia, el cual pude conocer de primera fuente. El nuevo alcalde intenta, de la mejor manera posible, poner en funcionamiento la educación municipal de esa comuna. Se trata de una corporación municipal que está en quiebra y que pareciera no tener opción de salir adelante. En efecto, perdió la subvención escolar preferencial. Al parecer, está definitivamente condenada. 

Con este proyecto se da la posibilidad de hacer una diferencia y de entender que hay algunos alcaldes que no tienen responsabilidad en lo ocurrido en administraciones anteriores y que lo único que quieren es sacar adelante a los colegios de sus comunas. No se trata de un borrón y cuenta nueva, sino de entender la realidad y de hacer una diferencia entre quienes son responsables y quienes no lo son, porque al final son los niños quienes pagan las consecuencias de ese tipo de decisiones. Por eso se agradece el proyecto.

Sin embargo, la discusión más de fondo es cómo cambiamos el financiamiento de la educación pública y logramos que la administración funcione de mejor manera. Podemos tener discrepancias en los mecanismos, pero está claro que el sistema no resiste más sin que se modifique su forma de financiamiento. El sistema está pensado para colegios municipales que cuenten con matrícula completa y asistencia completa. Pero aunque los niños no vayan a clases en invierno por diferentes razones, o aunque los colegios hayan disminuido su matrícula, lo cierto es que los profesores siguen en el establecimiento y hay que pagarles sus sueldos. También hay que pagar las cuentas de luz y de agua del colegio. En consecuencia, se genera una situación imposible de resolver por muchos alcaldes. Ojalá que podamos abordar esa discusión de fondo.

La diputada Cristina Girardi en muchas ocasiones ha expresado su preocupación por la situación de Cerro Navia. Agradezco que la ministra haya escuchado al alcalde de esa comuna, Mauro Tamayo, en representación de otros alcaldes en la misma situación.

En relación con la Conicyt, tengo una discrepancia con la diputada Yasna Provoste. Es cierto que este proyecto de ley misceláneo constituye un avance, pues considera lo relativo a las inhabilidades y a la homologación en materias que ya habíamos abordado con otro proyecto misceláneo. Pero el hecho de que se hayan presentado dos proyectos misceláneos indica que no estamos abordando el tema como corresponde, lo que es extremadamente preocupante. Agradezco a la Presidenta Bachelet que estemos discutiendo el proyecto de ley que crea el Ministerio de Ciencia y Tecnología, a solicitud de la sociedad científica y civil. Pero 
-reitero- esta es una discusión mucho más de fondo. Los becados de doctorado, que cursaron sus estudios tanto en Chile como en el extranjero, están preocupados por la inserción laboral. Escuché a la ministra decir que se está haciendo un catastro rápido al respecto. Pero los cupos son mínimos. Lo cierto es que hay muchos becarios formados en el extranjero a quienes obligamos a volver al país para nada. Tampoco tenemos claro con qué objetivo queremos que se formen. Por lo mismo, terminan fugándose. Tenemos científicos que dicen: “Lo mejor que me puede pasar es irme de Chile”, en circunstancias de que lo único que quieren es quedarse.

Por su intermedio, señor Presidente, quiero plantear a la ministra de Educación que la solución está dada no solo en traspasar la responsabilidad a los privados para que hagan investigación, ni en la modalidad público-privada de los Centros Milenio u otro tipo de centros que tienen problemas de financiamiento, sino también en que el Estado reciba a sus “cerebros” y abra espacios en el aparato estatal para ellos. Creo que esa es una gran solución que no hemos sido capaces de enfrentar.

Agradezco a la ministra los avances que se han alcanzado en esta materia, pero le pido, por su intermedio, señor Presidente, que vaya a vernos a la Comisión de Ciencias y Tecnología porque tenemos mucho que decir y nos falta demasiado por avanzar.

He dicho.

El señor SILBER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada Karol Cariola.

La señorita CARIOLA (doña Karol).- Señor Presidente, me sumo a lo señalado por varios colegas que me antecedieron en el uso de la palabra y valoro diversos aspectos de este proyecto de ley misceláneo.

Efectivamente, existe urgencia por reparar una situación que tiene un trasfondo que no podemos olvidar. En varias oportunidades hemos conversado al respecto con la ministra de Educación, dado el rol particular que ella ha jugado en torno a la defensa de la educación pública, uno de los principales objetivos de este gobierno. Y quiero ponerlo en ese plano porque, lamentablemente, cada vez que se presentan problemas con el financiamiento de la educación, pagan las consecuencias nuestros niños, los colegios municipales y los profesores a quienes no se les pagan sus sueldos cuando corresponde. A ello se agrega la investigación de irregularidades en el uso de los recursos transferidos, porque lamentablemente hay corporaciones municipales que durante estos años no han asumido en serio su rol en la administración de la educación pública. 

En efecto, hay municipios que no han recibido recursos precisamente porque, por primera vez, se han empezado a tomar medidas efectivas frente al incumplimiento de la rendición de recursos que son del Estado y de todos los chilenos. Lo digo con esa crudeza porque en algún momento, como Cámara de Diputados, creamos una comisión investigadora que informó que efectivamente hay municipios que no gastaron los recursos de manera adecuada: o bien los gastaron en otra cosa o bien, derechamente, no se sabe dónde están esas platas. Se trata de miles de millones de pesos destinados a la educación de nuestros niños, en particular de aquellos con menos recursos en nuestro país.

Destaco lo anterior porque, más allá de valorar el contenido del proyecto, que ayuda a resolver un problema, el debate ha puesto en el centro un problema mucho más de fondo. 

No puedo dejar de poner todo el énfasis en la necesidad, que hoy toma más sentido que nunca, de que el proyecto de desmunicipalización de la educación pública salga del Senado, del Congreso Nacional, y se convierta en ley de la república, a fin de que, de una vez por todas, la educación pública vuelva a manos del Estado, donde siempre debió haber estado.

El proyecto resuelve algunas situaciones sin hacer un perdonazo. Cabe recordar que el gobierno de Sebastián Piñera hizo un perdonazo; es decir, se dio vuelta la página como si nada hubiera pasado y se entregaron los recursos en circunstancias de que, lamentablemente, había situaciones como la de Cerro Navia, mencionada por la diputada Karla Rubilar, que se ha transformado en un caso emblemático. La diputada Cristina Girardi señaló muchas veces en la comisión y en la Sala que en la corporación municipal de esa comuna estaban ocurriendo situaciones irregulares; sin embargo, aun así le seguían entregando los recursos SEP. ¿Quiénes han tenido que vivir las consecuencias de todo ello? El nuevo alcalde, los niños de esa comuna, y los profesores que estuvieron casi tres meses sin recibir su sueldo. Eso es inaceptable.

Valoro las medidas que se están tomando, primero, para exigir que los recursos sean rendidos, de modo que no se dé vuelta la página y no se haga borrón y cuenta nueva. Segundo, valoro la indicación ingresada hoy en la Sala, a solicitud de varios diputados presentes, que conversamos con la ministra, que planteamos el asunto en la Comisión de Educación, que hicimos acciones públicas y que dejamos una carta a la Presidenta de la República en La Moneda para que se considerara en forma especial la situación de los alcaldes nuevos, que no tienen posibilidad alguna de rendir cuenta de los recursos. Es el caso del alcalde Mauro Tamayo, de Cerro Navia, quien no puede rendir ni siquiera un porcentaje de los recursos gastados por el anterior alcalde, Luis Plaza, de Renovación Nacional, pues todavía no se sabe dónde están esos dineros. Comparto la indicación y la vamos a aprobar.

Es muy necesario que se tomen las medidas legales y las acciones penales, si es necesario, en aquellos casos que no solo responden a incumplimientos administrativos, sino que a situaciones derechamente irregulares que están al borde de la ley.

En definitiva, agradezco a la ministra su consideración al habernos escuchado y anuncio que vamos a votar a favor la iniciativa. 

He dicho.

El señor ESPINOSA, don Marcos (Vicepresidente).- En el tiempo de la bancada de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra la diputada María José Hoffmann.

No hará uso de la palabra.

En el tiempo de la bancada de la Democracia Cristiana, tiene la palabra el diputado Mario Venegas.

El señor VENEGAS.- Señor Presidente, la verdad es que este proyecto de ley miscelánea que se nos solicita aprobar aborda, como señalaron los informes de las comisiones que lo conocieron y trataron, problemas puntuales que queremos tratar, porque es muy necesario que los resolvamos, como el de las becas Conicyt y el del desarrollo de la carrera profesional docente. Pero hay un tema que me parece de la mayor importancia abordar, en el que los colegas que me antecedieron en el uso de la palabra han centrado sus intervenciones: la subvención escolar preferencial (SEP), que, al igual que el diputado Auth, considero uno de los mayores logros que el Congreso Nacional ha ayudado a alcanzar al país, en orden a entregar recursos adicionales a los alumnos más vulnerables de nuestro sistema, a fin de que puedan ser usados o invertidos por los establecimientos educacionales para resolver sus carencias y que los alumnos puedan alcanzar mayores y más significativos niveles de aprendizaje.

¡Eso es ir al corazón de los esfuerzos por igualar las condiciones de nuestros niños y niñas, sobre todo considerando lo que representa otorgar una educación de calidad que se distribuya en forma más o menos igualitaria en nuestro sistema!

Quiero poner el acento en la importancia que tiene la SEP. De ahí que no sea trivial, que no sea un mero dato, que no sea una situación menor el que legislemos sobre esta materia por segunda vez, como nos recordaban.

Hace algunos años ya debimos hacer una suerte de perdonazo, como se le ha llamado acá, por el mal uso de estos recursos que hicieron los municipios, sin distinción de colores ni nada, por el uso inapropiada que les dieron, sin conformarse a lo que establecía expresamente la ley. Pero estaba recién comenzando a utilizarse el sistema y se podía argumentar que no tenían cabal conocimiento, que no tenían la expertise, que no contaban con las condiciones, que no había normas, direccionamientos claros. Por eso aprobamos, en su momento, ese perdonazo, para salvar esa circunstancia. Pero después de transcurridos varios años de funcionamiento del sistema, no es aceptable que aún haya aproximadamente 10 por ciento de establecimientos educacionales, alrededor de seiscientos, que persistan en usar los recursos para fines distintos a los que establece la ley.

Eso me parece grave, un daño a los niños más vulnerables. Tengo un serio cuestionamiento respecto de la manera en que se usan esos recursos, que son cuantiosos, porque son cientos de miles de millones que, además, recientemente aumentamos a través de la ley de inclusión, porque la gratuidad trae consigo el aumento de la subvención escolar preferencial.

En junio de 2015 una comisión investigadora nos señaló cuáles era las acciones a seguir. Debimos haber aprovechado esa ocasión. Espero que ahora sí se haga, porque no tenemos otra alternativa…

El señor ESPINOSA, don Marcos (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor diputado.

En el tiempo de la bancada del Partido Socialista, tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado Manuel Monsalve.

El señor MONSALVE.- Señor Presidente, considero que hemos construido una buena alternativa para solucionar el problema que enfrentábamos.

Agradezco a la señora ministra, por intermedio del señor Presidente, y al resto de los funcionarios del Ministerio de Educación, por haber permitido que en la Comisión de Hacienda se llegara a un acuerdo que permite alcanzar de buena manera el objetivo que persigue la subvención de escolar preferencial.

En 2017 se destinarán cerca de 420.000 millones de pesos para beneficiar a niños prioritarios, o sea, a niños vulnerables que concurren a establecimientos de educación municipal o particular subvencionada y que requieren mayor apoyo del Estado, más recursos, para mejorar sus procesos de aprendizaje. Ello se debe a que el capital social que tienen en los lugares donde viven sus familias es menor. 

La subvención escolar preferencial ha demostrado ser efectiva, porque cumple su objetivo, mejora los procesos de aprendizaje de esos niños prioritarios y vulnerables.

Por lo tanto, hacer que los recursos lleguen a esos niños, a través de planes de mejora educativa, me parece fundamental. En todo caso, las deficiencias que puede tener el sostenedor municipal para rendir o para usar adecuadamente los recursos no pueden terminar perjudicando a esos niños.

Eso es lo que había que resolver, y se está haciendo de buena manera.

En efecto, se mejora y aumenta el control. Para ello, en primer lugar, se faculta al Ministerio de Educación y a la Superintendencia de Educación para retener hasta el 50 por ciento de la subvención a los sostenedores que no rinden cuenta.

En segundo lugar, transcurrida la mitad del tiempo del convenio de igualdad de oportunidades, que es de cuatro años, la superintendencia podrá incluir modificaciones en los convenios para entregar a los sostenedores recursos por la cantidad que efectivamente estén rindiendo, de modo que si están rindiendo cincuenta, se le entregarán cincuenta. 

También había un problema particular con los sostenedores municipales, que enfrentaban la siguiente dificultad: si el sostenedor del periodo anterior no había rendido, no se les renovaría el convenio de igualdad de oportunidades, y eso dejaba a los niños de esos establecimientos sin los recursos, y sin trabajo a muchos profesores y asistentes de la educación. ¿Por qué tienen que pagar ellos las consecuencias de una mala gestión o de una mala rendición?

Al respecto, este proyecto hace algo muy simple: primero, renueva los convenios de manera automática; segundo, permite transferir los recursos de acuerdo a lo que se ha rendido, o sea, si se ha rendido cincuenta, se sigue transfiriendo cincuenta; tercero, el sostenedor contará con un plazo para rectificar si está convencido de que puede rendir una mayor cantidad de recursos; cuarto, si algún sostenedor no rinde el 70 por ciento, pero viene mejorando progresivamente -por ejemplo, si rendía el 40, después el 50, después el 55, después el 60 por ciento, y su promedio es de 50-, como ha demostrado que mejora progresivamente la rendición de cuentas, el ministerio,  a través de la superintendencia, podrá transferirle hasta veinte puntos más de lo que haya rendido. Eso resuelve el problema de lo que efectivamente estaba gastando el sostenedor para mejorar los procesos de aprendizaje de los niños.

Creo que es una buena solución.

Había mucha angustia en los municipios. Yo mismo me reuní con la ministra de Educación, con el Colegio de Profesores y con representantes del municipio de Cañete, en la oficina de la ministra, justamente porque en este caso el nuevo sostenedor, el nuevo representante legal del sostenedor, que es el alcalde de la comuna de Cañete, se encontró con que había una mala rendición de cuentas. Eso implicaba la no renovación del convenio y la pérdida de 1.200 millones de pesos del sistema educacional de la comuna de Cañete.

Me manifestaron la preocupación del presidente comunal del Colegio de Profesores, señor Emilio Silva; del alcalde de Cañete y de la concejala Verónica Sandoval. Con este proyecto de ley resolveremos el problema de Cañete y de un sinnúmero de otras comunas del país. En total serán cerca de seiscientos los establecimientos que tendrán la posibilidad de renovar el convenio.

En los segundos que me quedan, quiero hacerme cargo de la idea de flexibilizar el uso de los recursos.

Estoy de acuerdo con que se flexibilice, pero en tanto se mantenga el objetivo central, que son los planes de mejora para los niños prioritarios, y siempre que las modificaciones que se implementen sean congruentes con aquello que la evidencia ha demostrado que mejora el proceso de aprendizaje: más recursos educativos, más profesores, más personal. ¡Eso es lo que produce más efectos positivos en el aprendizaje de los niños!

Solo en ese sentido estaría de acuerdo con flexibilizar, siempre que garanticemos que esos recursos finalmente se ocuparán en aquello que la ley establece.

En consecuencia, la bancada del Partido Socialista votará a favor este proyecto de ley, pues nos parece que hemos llegado a buenos acuerdos en el Congreso Nacional e introducido modificaciones que mejoran la iniciativa.

Doy las gracias por eso, y anuncio…

El señor ESPINOSA, don Marcos (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor diputado.

Tiene la palabra la diputada Cristina Girardi.

La señora GIRARDI (doña Cristina).- Señor Presidente, por su intermedio saludo a la señora ministra de Educación y le agradezco su presencia en este debate.

Es efectivo que en la Comisión de Educación hubo mucha discusión y que dedicamos hartas horas al debate de esta iniciativa. De hecho, nos quedábamos discutiendo desde la mañana hasta la tarde, bien tarde, pese a lo cual no logramos que ninguna de nuestras indicaciones se aprobara. Por eso, agradezco los buenos oficios de los diputados de la Comisión de Hacienda, quienes sí lograron que se aprobaran las indicaciones que el proyecto requería.

Si bien todos los diputados que me antecedieron en el uso de la palabra han reseñado gran parte del funcionamiento de la SEP, considero necesario recordar que esa subvención está destinada a favorecer a los niños más vulnerables, porque es más caro educarlos.

Ese es el principio sobre el cual opera la SEP: es más caro educar a niños que están en condiciones de pobreza o que forman parte de familias poco estructuradas, ya que requieren mejor atención, y eso demanda un gasto mayor desde el punto de vista del sistema. En todo caso, eso no solo está asociado al niño y su vulnerabilidad, sino también a un plan que elabora la escuela, supuestamente junto con la comunidad educativa.

Ahí surge el primer asunto al que quiero referirme: eso nunca se cumple. En gran parte de los municipios ese plan no se elabora con la comunidad educativa, y tampoco tenemos antecedentes de que eso ocurra en los colegios particulares subvencionados.

Lo segundo que quiero plantear es que me parece importante destacar que este plan se inserta en el marco de un convenio en que el sostenedor se obliga a cumplir ciertas metas y presenta un plan. Ese convenio dura cuatro años, pero se renueva en forma automática por períodos de cuatro años. En todo caso, la rendición de cuenta de todos los recursos se debe entregar anualmente.

¿Qué le planteamos a la ministra cuando ella y yo nos reunimos con el alcalde Tamayo, y después, cuando me reuní en privado con ella? Que debemos hacernos cargo de que hay una falencia en la labor del ministerio, ya que si bien el convenio dura cuatro años, la rendición es anual, y eso también implica una acción del ministerio, porque la ley es clara: el ministerio debe supervisar. 

Al respecto, existe un dictamen de la Contraloría que me voy a permitir leer. Es el dictamen Nº 5.245, del 20 de enero, de 2015, que dice lo siguiente: “De esta manera, en el caso de la subvención escolar preferencial, corresponde al Ministerio de Educación, entre otras obligaciones, requerir la rendición de cuentas de los recursos que transfiera por este concepto, revisarla y mantener a disposición de este Ente de Control los antecedentes de dichos traspasos, con el objeto de que esta pueda verificar si esos haberes han sido destinados a las finalidades a los que se encuentran afectos, en los términos del aludido artículo 25 de la ley 
N° 10.336.

Finalmente -dice-, es necesario manifestar que lo concluido en el presente dictamen es sin perjuicio de las atribuciones que la ley N° 20.529, que establece el “Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media, y su Fiscalización”, confiere a la Superintendencia de Educación.”.

O sea, la superintendencia puede recibir rendiciones de cuenta, pero el que debe fiscalizar y asegurar que se cumplan todas las acciones que comprometa el plan y que los recursos se gasten adecuadamente es, finalmente, el Ministerio de Educación. Me parece que en esa parte estamos al debe, porque la ley establece, en el artículo 21, que las escuelas emergentes tienen que ser supervisadas anualmente y seguidas por el Ministerio de Educación.

Eso tiene que ver con lo que le planteamos a la ministra con el alcalde Tamayo, de Cerro Navia, pero hay más municipalidades en esa situación.

Nosotros, particularmente yo, durante ocho años hemos hecho denuncias respecto de la situación de Cerro Navia, por lo cual el ministerio estaba en conocimiento del problema. ¿Cómo llegamos a renovar el convenio cuatro años después y el ministerio no tomó las acciones previas para que se corrigiera la situación? Eso es lo que, de alguna manera, queda pendiente.

Por eso, la indicación que tiene que ingresar hoy el Ejecutivo es para asegurar que los alcaldes que no tuvieron responsabilidad en la mala rendición, en el malgasto de los recursos, puedan recibir los recursos, de manera de no afectar así a la comuna, a los padres y apoderados, a los niños y a los profesores de esas comunas.

Por lo tanto, agradezco la indicación.

He dicho.

El señor ESPINOSA, don Marcos (Vicepresidente).- En el tiempo de la bancada del Partido Comunista, tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado Lautaro Carmona.

El señor CARMONA.- Señor Presidente, por su intermedio saludo a la señora ministra, quien ha seguido muy de cerca todo el proceso legislativo por el que ha pasado este proyecto.

Como habrá escuchado, la diputada Karol Cariola ya comprometió la votación de toda la bancada del Partido Comunista e Izquierda Ciudadana en favor de este proyecto, por lo que solo diré que esta iniciativa constituye una muy buena noticia para los sectores más vulnerables de nuestro país; una muy buena noticia para quienes, en la práctica, son víctimas del mal manejo de algunas autoridades intermedias, y una fórmula que da cuenta de la voluntad del gobierno por mejorar el actual estado de cosas en este ámbito, ya que bien podría haberse parapetado en los acuerdos legales alcanzados y quedarse con ello; sin embargo, quiso ir más allá y buscó una fórmula que impide que los niños más vulnerables sigan siendo objeto del chantaje de quienes, por medio de faltas administrativas, desviaron los recursos de la SEP para financiar otras actividades.

Además, esta iniciativa me pone contento, toda vez que representamos una fuerza política que sabe perfectamente bien qué significa la educación para el desarrollo de las personas, dado que, más allá del desprecio de algunos, somos una fuerza de origen autodidacta, como es el caso de Luis Emilio Recabarren, quien no obstante ello estaba en condiciones de discutir con plena autoridad a cualquiera, cualquiera que fuera la academia en que se hubiera formado.

Sobre esa base, siempre hemos luchado por el derecho a la educación para todas y todos, incluidos, por cierto, los más débiles de nuestro pueblo: los hijos de los trabajadores.

Por eso valoramos que el gobierno haya puesto el acento en construir, a través de esta ley miscelánea en proyecto, una solución para un problema que debiera llevarnos a otro debate: la educación nunca debió haber estado en manos de los municipios. ¡Nunca! Porque más allá de sus intenciones, no estaban dotados de los medios y las capacidades que les permitieran conducir, amparar, hacerse cargo en forma correcta de una herramienta tan sensible para el desarrollo de un país como es la educación.

Entonces, algunos atinan y otros abusan.

Qué me dice usted, por ejemplo, de la buena noticia que esto representa para Copiapó, cuyo municipio tenía cortados los recursos de la SEP porque habían sido mal utilizados.

Afortunadamente, se decidió que los nuevos alcaldes, que no tienen nada que ver en ese tipo de historias, no deberán asumir responsabilidades por esos malos manejos, en especial porque si así fuere, los dañados serían, finalmente, los estudiantes más vulnerables.

Entonces, así como en Copiapó están contentos y satisfechos, debemos avanzar para que el día de mañana, en otros espacios político-administrativos, quien tenga directa vinculación con alterar la asignación dedicada a la educación preferencial o haya realizado malversaciones simples, debe asumir su responsabilidad político-administrativa.

Desde hace mucho rato que varios alcaldes debieron estar inhabilitados para presentarse a reelecciones si tenían este tema pendiente, pero no por el Poder Judicial, sino por el sistema político-administrativo, porque no se puede jugar con los sectores más débiles, a los cuales el Estado debe destinar una preocupación preferencial.

Espero que como esta es una medida concreta y contingente, se enmarque en lo que, a mi juicio, será una de las tres mayores transformaciones del gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet. Me refiero a la reforma educacional integral, que transforma el conocimiento en un elemento de liberación, desarrollo y crecimiento para las personas, y, por lo tanto, para la sociedad.

He dicho.

El señor ESPINOSA, don Marcos (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora María José Hoffmann.

La señora HOFFMANN (doña María José).- Señor Presidente, haré algunos comentarios sobre el proyecto de ley en discusión.

Tal como señaló el diputado Mario Venegas, es una iniciativa miscelánea, pero las modificaciones más relevantes son las que tienen que ver con la subvención escolar preferencial (SEP).

Todos sabemos que esta subvención busca equiparar las oportunidades de los estudiantes más vulnerables. Quizás es un buen ejemplo de cómo debiéramos elaborar las políticas públicas. Lo digo porque, aunque parece obvio, hay veces que no tendría sentido poner el foco en ciertas políticas públicas.

La quiero contrastar con la gratuidad, ya que las críticas que hemos planteado sobre ese tema se deben a que es una política que termina beneficiando a quienes sí pueden pagar, lo que siempre irá en desmedro de los que no cuentan con recursos. 

Debemos ser muy claros: esta es una modificación para que los alcaldes puedan realizar mejor su trabajo, pero no hay un solo peso nuevo para entregar a las municipalidades.

Es muy importante contar con políticas públicas focalizadas en quienes más lo necesitan. Hay que reconocer ese esfuerzo a este gobierno y al que creó esta subvención. Con todo lo que hemos aumentado el gasto en educación, creo que aquí realmente se corrigen las desigualdades, pues se entregarán recursos a quienes más lo necesitan.

Es cierto que varios alcaldes, de todos los colores políticos, estaban muy preocupados por la complejidad que ha significado implementar en la práctica este proyecto de ley, lo que es bastante injusto, porque el castigo no recaerá en las municipalidades, sino en los niños. La Cámara debe hacer una autocrítica y adelantarse a los problemas, porque este es un convenio que se realiza cada cuatro años, por lo que eran bastante predecibles los problemas que se producirían. 

Haré un comentario sobre la intervención de la diputada Karol Cariola, que considero injusta, porque el proyecto de ley no es un perdonazo hoy ni tampoco lo fue antes. No es positivo tratar de enlodar siempre a la figura del gobierno del Presidente Piñera, porque lo que ocurrió en ese momento fue que, transversalmente y por unanimidad, estuvimos de acuerdo en flexibilizar la rendición que establece la ley SEP.

Hablar de “perdonazo” es tratar muy mal a los alcaldes, lo que me parece tremendamente injusto, porque vengo desde el mundo municipal. Además, siempre he percibido una mirada despectiva desde el Congreso hacia el mundo de los alcaldes. ¡No me gusta que se diga que esto es un nuevo perdonazo! No lo es hoy ni lo fue hace cuatro años. Reconozcamos que hay un déficit estructural en educación y que prácticamente todos los alcaldes tienen que hacer malabares con los pocos recursos que tienen.

Cuidemos el lenguaje y cuidemos la política, porque los casos de quienes realmente han tenido problemas están en la fiscalía correspondiente; sin embargo, hasta ahora no se ha demostrado que algún alcalde se haya llevado un peso para la casa. 

Si realmente ha habido mal uso de recursos y se han utilizado con fines no educativos, se deben sancionar; pero insisto en que debemos cuidar el lenguaje que utilizamos y evitar enlodar a ciertas figuras. Debemos reconocer que las políticas en educación han sido bastante transversales.

Agradezco que la ministra de Educación haya concurrido a esta sesión, pues, para que la Cámara lo sepa, varios de los artículos del proyecto de ley fueron aprobados con los votos de la oposición. Siempre estaremos disponibles cuando sea necesario, pero también nos gustaría estar disponibles para otros proyectos de ley, como la reforma educacional.

En la Comisión de Educación se produce un ambiente de mucha colaboración. Esperamos que se dé no solo respecto de los proyectos que son más fáciles de tratar, sino en relación con todos los que se sometan a tramitación a futuro.

Por último, es raro que estemos corrigiendo esto, en circunstancias de que se está tramitando un proyecto de ley sobre desmunicipalización o de nueva educación pública, que no me gusta, pero respecto del cual considero que deberíamos conversar. La señal es confusa o al menos curiosa, pues sabíamos que tendríamos este problema.

En definitiva, valoro lo que está haciendo el gobierno. Me gustaría que la iniciativa viniera acompañada de hartos recursos, pero no es el caso.

He dicho.

El señor ESPINOSA, don Marcos (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Claudio Arriagada.

El señor ARRIAGADA.- Señor Presidente, por su intermedio saludo a la ministra de Educación, señora Adriana Delpiano.

Es lamentable que la ministra se haya visto en la obligación de enviar un proyecto de esta naturaleza.

Tengo presente las conclusiones de la comisión investigadora. Sin caer de ninguna manera en el lenguaje que, con razón, reprocha la diputada María José Hoffmann, debo señalar que en dicho documento se expone que 13.740 millones de pesos no están acreditados debidamente en el sector municipal, que el dinero faltante en las corporaciones particulares asciende a 11.819 millones de pesos, y que esos recursos se usaron con fines distintos de los que la ley ordena. 

Cuando se creó la Superintendencia de Educación, en 2011, se le encomendó una serie de tareas. Sin embargo, aún resuena en mis oídos que muchos sostenedores particulares señalaron que ni siquiera conocían el manual de rendición entregado por la superintendencia. De las 8.000 consultas que se registran hoy en la página web de la superintendencia, muchas son de profesores que preguntan qué pueden hacer para que el apoyo de materiales llegue a sus colegios.

Los profesores del colegio Islas de Chile, de la población Millalemu, en una reunión con representantes de la Agencia de Calidad de la Educación preguntaron qué podían hacer para conseguir materiales pedagógicos y educativos para los niños. 

Frente a esa situación, junto con algunos diputados, entre ellos, la diputada Karol Cariola y dos miembros de la Comisión de Hacienda, presentamos un proyecto de ley, que no fue acogido, para lo que se usó un argumento técnico, a mi juicio, arbitrario, porque me preocupé de que su artículo único no tuviera relación con las atribuciones de Hacienda.

Un punto central: señalamos la importancia de que el artículo 2 sea transitorio. ¿Por qué? Porque si ese artículo tuviera carácter de permanente, estaríamos creando un incentivo para que no sea posible establecer mecanismos de control o mejorar algunas normas, puesto que garantizaríamos excepciones, por ejemplo, para realizar las rendiciones de gastos después del plazo, etcétera. Por eso no me gusta y pedí votación separada. 

Reitero: dicha disposición debe tener carácter transitorio porque no podemos aprobar un proyecto de ley que asimila la excepción con las normas generales de rendición de cuentas de todas las subvenciones. Eso, incluso, podría tener carácter inconstitucional.

Me parece razonable lo que han planteado algunos colegas en el sentido de que los nuevos alcaldes no pueden asumir la responsabilidad de los ediles anteriores. La situación es delicada porque el Consejo de Defensa del Estado, frente a las denuncias, en algunos casos resolvió no perseverar porque no hubo petición de nuevas diligencias para establecer la responsabilidad de los sinvergüenzas que se quedaron con dineros que eran para los niños.

Entonces, pido votación separada al menos para este artículo.

¿Cómo entender el rechazo de las cinco indicaciones que presenté, que no fueron recogidas por la subsecretaria de Educación? Esas indicaciones buscaban resolver el problema inmediato al que se ven expuestos los nuevos alcaldes, pero también pretendían dotar de mayores atribuciones a la superintendencia para que, por ejemplo, de manera permanente pueda revisar las cuentas bancarias en las que están depositados los dineros entregados por la ejecución de la ley SEP. Hoy no se hace así; solamente se realiza en el momento de la auditoría.

Considero que podríamos haber tomado un poco más de tiempo para perfeccionar este proyecto de ley. No olvidemos lo que dijo el diputado Carmona: aquí está en juego la plata de los niños de Chile, particularmente de los más vulnerables, que viven en comunas como las que represento en la Cámara de Diputados.

He dicho.

El señor ANDRADE (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Giorgio Jackson.

El señor JACKSON.- Señor Presidente, por su intermedio saludo a la ministra y a quienes nos acompañan en las tribunas.

Este proyecto ilustra -así lo hice ver en la comisión- cómo, a veces, se confunden los fines con los medios.

El fin de una política educacional y del financiamiento de la educación debería ser que los niños reciban una buena educación, y para ello las escuelas deben tener el financiamiento suficiente y adecuado para realizar tal función.

Al introducir la lógica de mercado en el financiamiento del sistema, los medios se transforman en fines.

¡Todos hemos caído en estas trampas retóricas! Se habla del financiamiento para los niños, como si los recursos se los pasáramos a ellos y no a quienes administran y gastan esos recursos en profesores, infraestructura y gastos operacionales.

Se habla de financiamiento por alumno. ¿Para qué? Para que las escuelas compitan y mejoren. ¡Eso es lo que se dice!

Se habla de financiamiento por asistencia. ¿Para qué? Para que los estudiantes vayan a clases y no anden sacando la vuelta. Se aplican test estandarizados, los que reducen el aprendizaje a pruebas de selección múltiple, cuyo objetivo es comparar colegios para que los padres elijan mejor.

Se aplican sistemas de rendición de cuentas para que no se cometan infracciones.

De pronto estas herramientas, que parecieran ser medios para conseguir un fin, se transformaron en fines en sí mismas.

Tener pocos alumnos o puntuar mal en un test, automáticamente se interpreta como una señal de mercado, condenando a esos establecimientos a una lenta agonía hasta su eventual muerte.

La mala rendición de gastos pasó a convertirse en el mayor de los males. Por eso, ¡qué más ejemplarizador que quitarle los recursos a ese sostenedor, aunque eso sea a costa de los estudiantes! Esa es una señal clara y concreta de que no se pueden vulnerar las normas de mercado, que se establecieron como medios, pero que se han transformado en fines.

Por eso voy a rechazar el artículo N° 1, que insiste en poner los medios por encima de los fines. Si bien estoy de acuerdo con que hay que perseguir y sancionar a quienes no rinden el uso de los recursos, no puede ser que se quiten esos recursos a las escuelas, porque en ese caso estaremos poniendo el objetivo de lograr transparencia por sobre la educación de los niños. Eso no lo puedo tolerar ni lo voy a aprobar. Por eso pedí votación separada.

La burocracia del mercado educativo es la que nos tiene legislando apurados por la urgencia que supone dejar sin educación a miles de estudiantes, por ejemplo, en el emblemático caso de la comuna de Cerro Navia, en el que -más encima- el alcalde que recién ha asumido esa función tiene que pagar las consecuencias de la gestión del alcalde anterior debido a la burocracia del sistema de mercado que opera en la educación. Pero ¿quién paga eso al final? ¡Lo pagan los niños, lo pagan las escuelas, lo pagan las comunidades educativas! Eso es paradójico.

Hace cien años, en 1917, el norteamericano Earle Dickson inventó lo que hoy conocemos como el parche curita. Todos sabemos que a veces es necesario poner un parche curita en una herida para favorecer una cicatrización rápida en el caso de heridas menores; pero en materia de financiamiento de la educación, este sistema está sangrando por todos lados y no podemos seguir poniendo parches curitas.

Entonces, en este sistema de financiamiento de la educación, que está regido por los criterios del mercado, que pone los medios por sobre los fines, necesitamos hacer una cirugía mayor para que las escuelas, los liceos y los colegios tengan un financiamiento suficiente y adecuado. Reitero: suficiente y adecuado, y no por el que lograron competir, no por el que tienen por su distribución geográfica urbana o por la abundancia de establecimientos desregulados que existen en el sistema.

Repiro: necesitamos financiamiento adecuado y suficiente para conseguir los fines, tal como se nos prometió durante la tramitación del proyecto de la ley de inclusión, el que suponía, en la carta Gantt de las reformas, un cambio al sistema de financiamiento.

Señora ministra, por intermedio del señor Presidente quiero decirle que en este momento usted tiene la pelota en su cancha. Usted, ministra, puede ingresar, en el marco del trámite de la reforma al sistema de administración de la educación pública, que ya fue aprobado en la Cámara de Diputados y está tramitándose en el Senado, un cambio al sistema de financiamiento para que las escuelas reciban financiamiento suficiente y adecuado para sus fines y no sigamos con estos parches curitas que, lamentablemente, nos tienen atrapados en la urgencia, entre la espada y la pared, entregando recursos. Por eso, rechazo el artículo 1, pues nuevamente coloca los medios por sobre los fines. 

Señora ministra, tenemos la oportunidad de hacerlo, porque cuenta con los votos; la coalición que representa tiene mayoría en la Cámara de Diputados. ¡Aprobemos una histórica reforma al sistema de financiamiento para que no tengamos que volver a repetir esto! ¡La pelota está en la cancha de la ministra!

Si la ministra impulsa este proyecto, contará con todo mi apoyo. Estoy seguro de que podremos dar una señal de largo plazo para mantener la estabilidad en las escuelas y liceos, de manera que los niños puedan acceder a una buena educación, que, se supone, es el objetivo que tenemos todos quienes estamos acá. No queremos que los sostenedores se vuelvan locos compitiendo para conseguir los escasos recursos que existen y haciendo malabares para que les alcance para financiar sus costos.

He dicho.

El señor ANDRADE (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, por su intermedio saludo a la ministra de Educación y agradezco al ministerio que encabeza la rapidez con la que envió un proyecto 
-requerido hace algún tiempo- para solucionar problemas puntuales relativos a la subvención escolar preferencial, a las becas Conicyt y a otros elementos.

El proyecto de ley que estamos debatiendo pretende resolver un problema que solo afecta al 10 por ciento de los sostenedores -tanto municipales como particulares subvencionados-, que, por distintos motivos, no han alcanzado a rendir la utilización de la subvención escolar preferencial; algunos por problemas de tipo delictual, como lo que ha ocurrido en Cerro Navia, pero la mayoría por problemas de naturaleza administrativa, por ejemplo, por no tener los equipos profesionales necesarios para rendir de forma adecuada las tareas que impone la ley SEP.

El problema de este proyecto de ley, que por cierto vamos a apoyar, no es cómo se resuelve momentáneamente la situación, sino cómo se resuelve el problema de manera definitiva, problema que ya fue planteado por los jóvenes en 2006. Quiero recordar que en ese año, los estudiantes -los pingüinos- marcharon pidiendo desmunicipalizar la educación pública. Ya en 2006 los jóvenes se daban cuenta de que el sistema municipal no permitía mejorar la calidad de la educación que recibían los jóvenes en Chile, sobre todo los más vulnerables.

¿Qué hicimos entre 2006 y 2017? ¡No desmunicipalizamos la educación! Solo hemos mejorado algunos mecanismos de financiamiento, como decía el diputado Jackson, por ejemplo, a través de este nuevo sistema preferencial, pero no hicimos lo que debíamos haber hecho en 2006: desmunicipalizar la educación.

En un sistema de educación municipal atomizado, los alcaldes no están preocupados directamente de la educación, porque ella no da votos y, por lo tanto, no necesariamente buscan mejorar la calidad de la educación de los más pobres.

Por eso, el Estado debe hacerse cargo del problema, a través de esta nueva ley de educación pública que el gobierno de la Presidenta Bachelet le ha propuesto al país, que ya discutimos y aprobamos en la Comisión de Educación de la Cámara, en un tiempo aceptable, pero que aún duerme en el Senado, de manera que es necesario -se lo hemos planteado a la señora ministra- darle urgencia. Ya no es tiempo de seguir discutiendo; es el momento de que ese proyecto sea pronto ley de la república, porque solucionará el problema que hoy estamos debatiendo.

Cuando tengamos un sistema escolar a cargo del Estado, a través de los servicios locales de educación, descentralizados, autónomos, con normativas claras establecidas por el Ministerio de Educación, con control y compromiso ciudadano, desde el punto de vista de los consejos que se están creando, se va a producir un cambio en cuanto a la utilización de los recursos y no necesitaremos iniciativas como esta para resolver el problema que se genera en algunos municipios, cuando los alcaldes no son capaces de rendir adecuadamente o cuando simplemente han utilizado los recursos para otros fines, distintos a los educacionales.

Me parece importantísimo que no perdamos el foco. Para resolver este problema, la solución ya la entregaron los pingüinos el 2006: desmunicipalizar la educación en Chile y llevarla hacia un sistema moderno, absolutamente cercano a la gente, como son los servicios locales de educación, que el ministerio planteó, que la Cámara de Diputados aprobó y que hoy el Senado debe, simplemente, a mi juicio, votar, con los cambios que le quieran introducir para mejorarlo, para que sea ley de la república antes de mayo de este año. De lo contrario, seguiremos tratando este tipo de proyectos y no vamos a mejorar la calidad de la educación en Chile.

He dicho.

El señor ANDRADE (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, primero, saludo a la señora ministra de Educación.

Con este proyecto se pretende flexibilizar el pago de la subvención escolar preferencial para los establecimientos que no rindan cuenta anual a tiempo o que no demuestren que han ejecutado, al menos, el 70 por ciento de los recursos entregados.

Del mismo modo, se facilita el cierre de las becas de Conicyt y se da un nuevo plazo a los becarios para acreditar el cumplimiento de sus obligaciones: el 29 de diciembre del presente año.

Además, la iniciativa modifica el estatuto docente y la ley N° 20.903, que crea el Sistema de Desarrollo Profesional, para aclarar el concepto de “docente principiante” y precisar que la asignación de inducción se pagará a través del sostenedor. Asimismo, se incorpora al régimen del Sistema de Desarrollo Docente el tramo denominado “de acceso”, que hasta ahora existía solo en transición.

También se puntualiza que en las escuelas con 60 por ciento de concentración de estudiantes prioritarios los docentes tendrán derecho a la asignación de reconocimiento y se modifican los requisitos para acceder a las funciones de jefe de división e intendente de educación parvularia de la Superintendencia de Educación Parvularia.

Recordemos que hubo una comisión investigadora por el mal uso de la subvención SEP. Hay comunas donde se ha hecho muy buen uso de ella, pero lamentablemente hay otras en que ha habido abusos en la utilización de la subvención escolar preferencial para alumnos vulnerables.

Al respecto, quiero destacar la comuna de San Nicolás, donde la educación pública ha llegado a tener los mismos índices que la educación particular de comunas como Chillán, lo que ha posibilitado que hayan obtenido premios a nivel nacional. De manera que no en todas las comunas se ha hecho mal uso de la subvención.

Vamos a aprobar la flexibilización, pero espero que esta excepción no se transforme en la regla general, porque la regla general debe ser, precisamente, que debe haber un estricto rendimiento de recursos, que son cuantiosos y que van dirigidos a los alumnos más vulnerables de nuestro país.

He dicho.

El señor ANDRADE (Presidente).- Cerrado el debate.

Corresponde votar en general el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que modifica diversos cuerpos legales que rigen al sector educativo en materia de subvención escolar preferencial, Sistema de Desarrollo Profesional Docente y situación de becarios de posgrado.

Hago presente a la Sala que la totalidad de sus normas tratan materias propias de ley simple o común.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 95 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor ANDRADE (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Aguiló Melo, Sergio; Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Andrade Lara, Osvaldo; Arriagada Macaya, Claudio; Auth Stewart, Pepe; Barros Montero, Ramón; Becker Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Boric Font, Gabriel; Browne Urrejola, Pedro; Campos Jara, Cristián; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Carvajal Ambiado, Loreto; Castro González, Juan Luis; Chávez Velásquez, Marcelo; Cicardini Milla, Daniella; Coloma Alamos, Juan Antonio; De Mussy Hiriart, Felipe; Espejo Yaksic, Sergio; Espinosa Monardes, Marcos; Espinoza Sandoval, Fidel; Farcas Guendelman, Daniel; Farías Ponce, Ramón; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Fuentes Castillo, Iván; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Girardi Lavín, Cristina; Godoy Ibáñez, Joaquín; González Torres, Rodrigo; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Hernando Pérez, Marcela; Hoffmann Opazo, María José; Jackson Drago, Giorgio; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Jiménez Fuentes, Tucapel; Kast Rist, José Antonio; Kast Sommerhoff, Felipe; Kort Garriga, Issa; Lemus Aracena, Luis; León Ramírez, Roberto; Lorenzini Basso, Pablo; Melero Abaroa, Patricio; Melo Contreras, Daniel; Meza Moncada, Fernando; Monckeberg Díaz, Nicolás; Monsalve Benavides, Manuel; Morales Muñoz, Celso; Morano Cornejo, Juan Enrique; Nogueira Fernández, Claudia; Norambuena Farías, Iván; Núñez Arancibia, Daniel; Núñez Lozano, Marco Antonio; Núñez Urrutia, Paulina; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pascal Allende, Denise; Paulsen Kehr, Diego; Pérez Arriagada, José; Pérez Lahsen, Leopoldo; Pilowsky Greene, Jaime; Poblete Zapata, Roberto; Provoste Campillay, Yasna; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rincón González, Ricardo; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Rubilar Barahona, Karla; Sabag Villalobos, Jorge; Sabat Fernández, Marcela; Saffirio Espinoza, René; Saldívar Auger, Raúl; Sandoval Plaza, David; Santana Tirachini, Alejandro; Schilling Rodríguez, Marcelo; Silber Romo, Gabriel; Silva Méndez, Ernesto; Soto Ferrada, Leonardo; Squella Ovalle, Arturo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Torres Jeldes, Víctor; Trisotti Martínez, Renzo; Tuma Zedan, Joaquín; Turres Figueroa, Marisol; Ulloa Aguillón, Jorge; Urrutia Soto, Osvaldo; Vallespín López, Patricio; Venegas Cárdenas, Mario; Verdugo Soto, Germán; Walker Prieto, Matías.

El señor ANDRADE (Presidente).- Por no haber sido objeto de indicaciones, se declara aprobado también en particular, con la salvedad del artículo 1°, cuya votación separada ha sido solicitada; del artículo 3°, por haber sido objeto de modificaciones en la Comisión de Hacienda, y del artículo primero transitorio, por haber sido objeto de modificaciones en la Comisión de Hacienda y de una indicación del Ejecutivo.

Corresponde votar en particular el artículo 1°, cuya votación separada ha sido solicitada.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 90 votos; por la negativa, 3 votos. Hubo 5 abstenciones.

El señor ANDRADE (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo, Sergio; Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Andrade Lara, Osvaldo; Auth Stewart, Pepe; Barros Montero, Ramón; Becker Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Browne Urrejola, Pedro; Campos Jara, Cristián; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Carvajal Ambiado, Loreto; Castro González, Juan Luis; Chávez Velásquez, Marcelo; Cicardini Milla, Daniella; Coloma Alamos, Juan Antonio; De Mussy Hiriart, Felipe; Espejo Yaksic, Sergio; Espinosa Monardes, Marcos; Espinoza Sandoval, Fidel; Farcas Guendelman, Daniel; Farías Ponce, Ramón; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Fuentes Castillo, Iván; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Godoy Ibáñez, Joaquín; González Torres, Rodrigo; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Hoffmann Opazo, María José; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Jiménez Fuentes, Tucapel; Kast Rist, José Antonio; Kast Sommerhoff, Felipe; Kort Garriga, Issa; Lemus Aracena, Luis; León Ramírez, Roberto; Lorenzini Basso, Pablo; Melero Abaroa, Patricio; Melo Contreras, Daniel; Monckeberg Bruner, Cristián; Monckeberg Díaz, Nicolás; Monsalve Benavides, Manuel; Morales Muñoz, Celso; Morano Cornejo, Juan Enrique; Nogueira Fernández, Claudia; Norambuena Farías, Iván; Núñez Arancibia, Daniel; Núñez Lozano, Marco Antonio; Núñez Urrutia, Paulina; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pascal Allende, Denise; Paulsen Kehr, Diego; Pérez Lahsen, Leopoldo; Pilowsky Greene, Jaime; Poblete Zapata, Roberto; Provoste Campillay, Yasna; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rincón González, Ricardo; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Rubilar Barahona, Karla; Sabag Villalobos, Jorge; Sabat Fernández, Marcela; Saldívar Auger, Raúl; Sandoval Plaza, David; Santana Tirachini, Alejandro; Schilling Rodríguez, Marcelo; Silber Romo, Gabriel; Silva Méndez, Ernesto; Soto Ferrada, Leonardo; Squella Ovalle, Arturo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Torres Jeldes, Víctor; Trisotti Martínez, Renzo; Tuma Zedan, Joaquín; Turres Figueroa, Marisol; Ulloa Aguillón, Jorge; Urrutia Soto, Osvaldo; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Venegas Cárdenas, Mario; Verdugo Soto, Germán; Walker Prieto, Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Boric Font, Gabriel; Jackson Drago, Giorgio; Saffirio Espinoza, René.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Arriagada Macaya, Claudio; Girardi Lavín, Cristina; Hernando Pérez, Marcela; Meza Moncada, Fernando; Pérez Arriagada, José.

El señor ANDRADE (Presidente).- Corresponde votar en particular el artículo 3°, con las modificaciones propuestas por la Comisión de Hacienda.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 97 votos; por la negativa, 0 votos. Hubo 1 abstención.

El señor ANDRADE (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo, Sergio; Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Andrade Lara, Osvaldo; Auth Stewart, Pepe; Barros Montero, Ramón; Becker Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Boric Font, Gabriel; Browne Urrejola, Pedro; Campos Jara, Cristián; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Carvajal Ambiado, Loreto; Castro González, Juan Luis; Chávez Velásquez, Marcelo; Cicardini Milla, Daniella; Coloma Alamos, Juan Antonio; De Mussy Hiriart, Felipe; Espejo Yaksic, Sergio; Espinosa Monardes, Marcos; Espinoza Sandoval, Fidel; Farcas Guendelman, Daniel; Farías Ponce, Ramón; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Fuentes Castillo, Iván; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Girardi Lavín, Cristina; Godoy Ibáñez, Joaquín; González Torres, Rodrigo; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Hernando Pérez, Marcela; Hoffmann Opazo, María José; Jackson Drago, Giorgio; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Jiménez Fuentes, Tucapel; Kast Rist, José Antonio; Kast Sommerhoff, Felipe; Kort Garriga, Issa; Lemus Aracena, Luis; León Ramírez, Roberto; Lorenzini Basso, Pablo; Melero Abaroa, Patricio; Melo Contreras, Daniel; Meza Moncada, Fernando; Monckeberg Bruner, Cristián; Monckeberg Díaz, Nicolás; Monsalve Benavides, Manuel; Morales Muñoz, Celso; Morano Cornejo, Juan Enrique; Nogueira Fernández, Claudia; Norambuena Farías, Iván; Núñez Arancibia, Daniel; Núñez Lozano, Marco Antonio; Núñez Urrutia, Paulina; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pascal Allende, Denise; Paulsen Kehr, Diego; Pérez Arriagada, José; Pérez Lahsen, Leopoldo; Pilowsky Greene, Jaime; Poblete Zapata, Roberto; Provoste Campillay, Yasna; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rincón González, Ricardo; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Rubilar Barahona, Karla; Sabag Villalobos, Jorge; Sabat Fernández, Marcela; Saffirio Espinoza, René; Saldívar Auger, Raúl; Sandoval Plaza, David; Santana Tirachini, Alejandro; Schilling Rodríguez, Marcelo; Silber Romo, Gabriel; Silva Méndez, Ernesto; Soto Ferrada, Leonardo; Squella Ovalle, Arturo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Torres Jeldes, Víctor; Trisotti Martínez, Renzo; Tuma Zedan, Joaquín; Turres Figueroa, Marisol; Ulloa Aguillón, Jorge; Urrutia Soto, Osvaldo; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Venegas Cárdenas, Mario; Verdugo Soto, Germán; Walker Prieto, Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Arriagada Macaya, Claudio.

El señor ANDRADE (Presidente).- Corresponde votar en particular el artículo primero transitorio, con las modificaciones propuestas por la Comisión de Hacienda y la indicación formulada por el Ejecutivo.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 97 votos; por la negativa, 0 votos. Hubo 1 abstención.

El señor ANDRADE (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo, Sergio; Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Andrade Lara, Osvaldo; Auth Stewart, Pepe; Barros Montero, Ramón; Becker Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Boric Font, Gabriel; Browne Urrejola, Pedro; Campos Jara, Cristián; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Carvajal Ambiado, Loreto; Castro González, Juan Luis; Chávez Velásquez, Marcelo; Cicardini Milla, Daniella; Coloma Alamos, Juan Antonio; De Mussy Hiriart, Felipe; Espejo Yaksic, Sergio; Espinosa Monardes, Marcos; Espinoza Sandoval, Fidel; Farcas Guendelman, Daniel; Farías Ponce, Ramón; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Fuentes Castillo, Iván; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Girardi Lavín, Cristina; Godoy Ibáñez, Joaquín; González Torres, Rodrigo; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Hernando Pérez, Marcela; Hoffmann Opazo, María José; Jackson Drago, Giorgio; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Jiménez Fuentes, Tucapel; Kast Rist, José Antonio; Kast Sommerhoff, Felipe; Kort Garriga, Issa; Lemus Aracena, Luis; León Ramírez, Roberto; Lorenzini Basso, Pablo; Melero Abaroa, Patricio; Melo Contreras, Daniel; Meza Moncada, Fernando; Monckeberg Bruner, Cristián; Monckeberg Díaz, Nicolás; Monsalve Benavides, Manuel; Morales Muñoz, Celso; Morano Cornejo, Juan Enrique; Nogueira Fernández, Claudia; Norambuena Farías, Iván; Núñez Arancibia, Daniel; Núñez Lozano, Marco Antonio; Núñez Urrutia, Paulina; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pascal Allende, Denise; Paulsen Kehr, Diego; Pérez Arriagada, José; Pérez Lahsen, Leopoldo; Pilowsky Greene, Jaime; Poblete Zapata, Roberto; Provoste Campillay, Yasna; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rincón González, Ricardo; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Rubilar Barahona, Karla; Sabag Villalobos, Jorge; Sabat Fernández, Marcela; Saffirio Espinoza, René; Saldívar Auger, Raúl; Sandoval Plaza, David; Santana Tirachini, Alejandro; Schilling Rodríguez, Marcelo; Silber Romo, Gabriel; Silva Méndez, Ernesto; Soto Ferrada, Leonardo; Squella Ovalle, Arturo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Torres Jeldes, Víctor; Trisotti Martínez, Renzo; Tuma Zedan, Joaquín; Turres Figueroa, Marisol; Ulloa Aguillón, Jorge; Urrutia Soto, Osvaldo; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Venegas Cárdenas, Mario; Verdugo Soto, Germán; Walker Prieto, Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Arriagada Macaya, Claudio.

El señor ANDRADE (Presidente).- Despachado el proyecto.

Tiene la palabra la ministra de Educación.

La señora DELPIANO, doña Adriana (ministra de Educación).- Señor Presidente, en primer lugar, agradezco el pronto despacho de la iniciativa, lo que nos va a permitir hacer una presentación en el Senado y acelerar este proceso.

En segundo lugar, hemos tomado nota de muchas de las intervenciones de los diputados respecto de mejoras sustanciales, que no son propias de una ley miscelánea, sino de una revisión más profunda. No sé si vamos a tener los tiempos legislativos suficientes, pero trataremos de asumir cuanto sea posible de lo que aquí se ha señalado respecto del uso de la ley SEP, su flexibilidad, etcétera. 

Solo quiero recalcar un aspecto muy importante: el hecho de no haber gastado y rendido esos fondos no supone necesariamente mal uso de los mismos. Aquí hay un tema más de fondo que no tiene que ver solo con educación, sino con los cambios de alcalde, con cómo realmente se hace un cierre de los períodos, sobre lo cual también los concejos tienen mucho que decir. Digo esto desde mi corazoncito Subdere de alguna época de mi vida, no solo como ministra de Educación. Un municipio recibe recursos de muchas fuentes. 

Repito: un buen cierre alcaldicio debe ser uno de los temas que debiéramos trabajar, en el sentido de proponer normas claras sobre la materia y también respecto de la responsabilidad de los concejales.

Agradezco al Presidente y a todos los parlamentarios el apoyo a este proyecto de ley que viene a resolver temas muy concretos y específicos, aunque algunos -ya lo sabemos- deberán quedar pendientes.

He dicho.

-Aplausos.

El señor ANDRADE (Presidente).- Muchas gracias, ministra.

VI. HOMENAJE

La Cámara de Diputados rindió homenaje a los voluntarios de los cuerpos de Bomberos y a los brigadistas de la Conaf que participaron en el combate de incendios forestales que se registraron durante los meses de enero y febrero del año en curso en la zona centro-sur del país.

Intervinieron los siguientes diputados: Jorge Ulloa, Sergio Espejo, Jorge Rathgeb, Roberto Poblete, Jorge Tarud, Ramón Barros, Camila Vallejo y Alberto Robles.
-Se levantó la sesión a las 13.53 horas.

GUILLERMO CUMMING DÍAZ, 

Jefe de la Redacción de Sesiones.
X. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Oficio del Senado. (boletines Nos  9279-07, 9435-18, 9849-07, 9877-07, 9904-07 y 9908-07, refundidos)


“Valparaíso, 14 de marzo de 2017.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas con ocasión de la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código Penal, el decreto ley N° 645, de 1925, sobre el Registro General de Condenas, y la ley N° 20.066, de violencia intrafamiliar, destinado a aumentar la penalidad y demás sanciones aplicables para delitos cometidos en contra de menores y otras personas en estado vulnerable, correspondiente a los Boletines  Nos 9279-07, 9435-18, 9849-07, 9877-07, 9904-07 y 9908-07, refundidos.


Hago presente a Vuestra Excelencia que dicha proposición, en lo que respecta a la letra b) del artículo 2° de la iniciativa legal, fue aprobada con el voto favorable de 24 senadores, de un total de 37 en ejercicio, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Lo que comunico a Su Excelencia en respuesta a su oficio Nº 13.123, de 17 de enero de 2017.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.


(Fdo.): JAIME QUINTANA LEAL, Vicepresidente del Senado; MARIO LABBÉ 
ARANEDA, Secretario General del Senado”.

2. Oficio del Senado. (boletín N° 10802-12)


“Valparaíso, 14 de marzo de 2017.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que, con motivo de la moción, informes y antecedentes que se adjuntan, el Senado ha dado su aprobación a la siguiente iniciativa, correspondiente al Boletín número 10.802-12:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Modifícase el decreto ley N° 2.695, del Ministerio de Tierras y Colonización, del año 1979, que fija normas para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz y para la constitución del dominio sobre ella, de la siguiente forma:


1.- Reemplázase el artículo 3° por el que se señala a continuación:


“Artículo 3°.- El solicitante no podrá agregar a su posesión la de sus antecesores.”.


2.- Intercálase, en el artículo 6°, después del vocablo “mediante”, lo siguiente: “el correspondiente certificado expedido por el Conservador de Bienes Raíces respectivo y, además, con una”.


3.- En el artículo 11:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la segunda oración que señala: “En este último caso la resolución respectiva deberá disponer que ella se publique por dos veces en un diario o periódico de los de mayor circulación en la región que determine el Servicio y ordenará, asimismo, fijar carteles durante 15 días en los lugares públicos que él determine.”, por lo siguiente: “En este último caso, la resolución respectiva deberá disponer que ella se publique por dos veces en un diario o periódico de los de mayor circulación en la región o comuna, que determine el Servicio, y ordenará, además, fijar carteles durante el proceso de saneamiento en los lugares públicos que él establezca y en el frontis de la propiedad correspondiente.”.


b) Sustitúyese, en el inciso tercero, la frase “dentro del plazo de 30 días hábiles contados” por “dentro del plazo de sesenta días hábiles, contado”, y agrégase la siguiente oración final: “No obstante, los terceros tendrán el derecho a oponerse desde el momento en que se acoja la solicitud a tramitación.”.


4.- Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 15, la expresión “Transcurrido un año completo de posesión inscrita no interrumpida, contado” por “Transcurridos dos años completos de posesión inscrita no interrumpida, contados”.


5.- Modifícase el artículo 16 del modo que se expresa enseguida:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la locución “un año” por “dos años”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “un año” por “dos años”.


c) Elimínase, en el inciso tercero, el siguiente texto: “o por alguno de los antecesores cuya posesión legal o material se hubiera agregado a la suya, dichas hipotecas y gravámenes”.


6.- Reemplázase, en los incisos primero y segundo del artículo 17, respectivamente, la expresión “un año” por “cinco años”.


7.- Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 20, la frase “dentro del plazo de treinta días hábiles” por “desde el momento en que se acoja la solicitud a tramitación y hasta el plazo de sesenta días hábiles”.


8.- Reemplázase, en el inciso primero del artículo 26, la locución “un año” por “dos años”.


9.- Sustitúyese, en el artículo 29, la expresión “cinco años, contados” por “diez años, contado”.”.

-o-


Dios guarde a Vuestra Excelencia.


(Fdo.):  JAIME QUINTANA LEAL,  Vicepresidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado”.
3. Oficio del Senado. (boletín N° 9152-07)


“Valparaíso, 14 de marzo de 2017.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas con ocasión de la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal, para evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal, correspondiente al Boletín N° 9152-07.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.


(Fdo.): JAIME QUINTANA LEAL, Vicepresidente del Senado; MARIO LABBÉ 
ARANEDA, Secretario General del Senado”.

Informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal, para evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal. (boletín Nº 9.152-07)

Honorable Senado,

Honorable Cámara de Diputados:


La Comisión Mixta, constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Alberto Espina y José García.

El Senado, Cámara de Origen, en sesión de fecha 10 de agosto de 2016, designó como integrantes de la Comisión Mixta a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, lo que comunicó a la Cámara Revisora mediante Oficio N° 227/SEC/16, de la misma fecha.

La Cámara de Diputados, por su parte, por Oficio N° 12.758, de 11 de agosto de 2016, informó que nombró como integrantes de la referida Comisión Mixta a los Honorables Diputados señora Marisol Turres Figueroa y señores Guillermo Ceroni Fuentes, Cristián Monckeberg Bruner, Jorge Sabag Villalobos y Raúl Saldívar Auger.

Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 10 de enero de 2017, con la asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, y Honorables Diputados señora Turres y señores Paulsen (quien reemplazó al Honorable Diputado señor Monckeberg, don Cristián) y Saldívar. En dicha oportunidad, se eligió como Presidente, por la unanimidad de sus miembros presentes, al Honorable Senador señor Pedro Araya Guerrero, abocándose de inmediato al cumplimiento de su cometido.

A dicha sesión asistieron, por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, el asesor legislativo, señor Mario Bustos, y por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Guillermo Briceño. En representación del Centro de Estudios Legislativos, Administrativos, Políticos y Económicos, concurrió la asesora legislativa, señora Yasna Bermúdez.

Estuvieron presentes, además, el asesor de la Honorable Diputada señora Turres, señor Matías Carozzi; el asesor del Comité DC, señor Robert Angelbeck; la asesora del Comité PPD, señora Catalina Wildner; el asesor del Comité RN del Senado, señor Andrés Aguilera, y el asesor del Comité RN de la Cámara de Diputados, señor Pablo Celedón.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

El proyecto, en los términos despachados por la Comisión Mixta, no contiene normas que requieran de un quórum especial para su aprobación.

-o-

DESCRIPCIÓN DE LAS NORMAS EN CONTROVERSIA Y ACUERDOS
DE LA COMISIÓN MIXTA

El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Araya, dio por iniciada la sesión, ofreciendo la palabra a los señores Parlamentarios asistentes.

El Honorable Senador señor Espina, autor del proyecto en análisis, planteó que éste surgió fundamentalmente a solicitud de los fiscales de la Región Metropolitana, quienes observan la forma en que complejos juicios por narcotráfico son latamente dilatados por las defensas, situación que también se aprecia en la sustanciación de las acciones derivadas de conocidos casos registrados en la Región de La Araucanía.

Explicó que el texto de la iniciativa fue elaborado con la colaboración de la Defensoría Penal Pública y del Ministerio Público y representa los acuerdos a que se llegó con estas instituciones. Expresó que las soluciones que de allí provienen dieron lugar a la redacción de un conjunto de normas efectivas, que consideran los diversos aspectos que inciden en el problema antes reseñado. Como ejemplo, mencionó la regla que establece un plazo para que el abogado de la defensa abandone la causa antes de la audiencia de preparación de juicio oral o de juicio, cuya ausencia deja en este momento al imputado sin abogado en dichas oportunidades, lo que obliga al juez que las dirige a suspenderlas para que otra defensa reasuma.

Informó que las correcciones que se propusieron tienen presente el debido ejercicio del derecho a la defensa, razón por la cual en todos los casos que se regulan, se impone, conjuntamente con la sanción que se le asigna al defensor, la obligación del juez de impetrar medidas para asegurar la representación letrada del imputado.

Del mismo modo, hizo presente que el texto despachado por el Senado en primer trámite constitucional se ocupa también de regular los casos de inasistencia o abandono injustificado de las audiencias por parte de los fiscales.

Por tales razones, consideró que el proyecto aprobado por el Senado representa soluciones muy adecuadas para enfrentar las dificultades que en la actualidad se están produciendo e instó a los miembros presentes de la Comisión Mixta a revisarlo y a avanzar en esa línea.

El Honorable Diputado señor Paulsen sostuvo que la dilación injustificada de las audiencias es una realidad patente en los procesos penales que se llevan a cabo en la Región de La Araucanía. Por ejemplo, indicó que en el juicio por el asesinato del matrimonio Luchsinger-Mackay, que lleva cuatro años de tramitación, los 11 imputados han hecho uso de maniobras dilatorias de las correspondientes audiencias, retrasando de forma indefinida el inicio de las audiencias. Señaló que en este extenso período, es muy probable que los testigos hayan olvidado parte de lo vivido o que estén cada vez menos dispuestos a cooperar, lo que va en directo detrimento de la acción de la justicia.

Por su parte, el Honorable Diputado señor Saldívar expresó que, en su momento, la Comisión que estudió este tema en la Cámara de Diputados recibió del Ministerio Público antecedentes según los cuales el año antepasado, de un total de 2.700 audiencias se suspendieron 23, en tanto que en más del 76% de las causas que asume la Defensoría Penal Pública -que es por lejos el principal proveedor de defensa letrada para los imputados del país-, concluye en un plazo inferior a 6 meses.

Observó que de lo anterior, sumado al problema real de las notificaciones fallidas, resulta que el problema abordado por esta Moción no sea tan acuciante como parece.

El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Araya, manifestó que si bien el ámbito donde se da el abuso al que apunta este proyecto puede ser cuantitativamente menor, se concentra en casos de gran impacto social, como son las causas por narcotráfico.

El Honorable Senador señor Espina planteó que, en su oportunidad, los entonces Fiscales Nacionales (S), señora Solange Huerta y señor Jorge Abbott, consideraron que para el Ministerio Público el proyecto en discusión era muy necesario para superar los reiterados problemas que se presentan a raíz de las estrategias dilatorias en distintos tipos de acciones, particularmente de aquellas vinculadas al narcotráfico.

Además, recordó que durante esta tramitación, consultado el parecer del fiscal regional de La Araucanía, señor Cristián Paredes, sobre la iniciativa, con fecha 13 de septiembre de 2016, éste expresó que "... la moción presentada por los Honorables Senadores Espina y García se encuentra encaminada en la dirección correcta en lo que a evitar estrategias dilatorias de los procesos penales se refiere. En efecto, esta Fiscalía Regional se encuentra en un proceso de revisión anual del número de audiencias de término suspendidas indebidamente; así, en lo que va de este año 2016 se han analizado 4.284 audiencias de término, observándose que en un 34% (1.466 audiencias) se producen suspensiones, de las cuales en un 91% la suspensión es por razones ajenas al Ministerio Público; vale decir, con herramientas procesales como las que pretende introducir el proyecto de ley en comento, es dable esperar que estas 1.466 audiencias que se suspendieron en lugar de haberse celebrado y poner término al procedimiento, puedan realizarse y así dotar de mayor eficacia y legitimidad al proceso penal en su conjunto.".

Observó que lo expuesto demuestra que en una región pequeña como la de La Araucanía, hay 1.466 audiencias al año con problemas de suspensión, lo que si se extrapola al resto del país, representa una cifra considerable. Sostuvo, además, que no hay que perder de vista que en Chile hay un problema serio de seguridad ciudadana, ante el cual es preciso eliminar los subterfugios legales que ralentizan los juicios, como es el caso que este proyecto aborda.

Subrayó que las soluciones que brinda esta iniciativa en ningún caso inciden en el resultado final del proceso, el cual se fallará siempre de acuerdo al mérito de los respectivos antecedentes y a la apreciación del juez de la causa.

En seguida, intervino el Honorable Senador señor Harboe, quien expresó que más allá de los casos puntuales en que tiene lugar una maniobra de dilación, debe tenerse en vista que esto constituye un asunto de ocurrencia cotidiana. Manifestó que cuando se ha cuestionado al Ministerio Público por no haber obtenido buenos resultados, debe cuidarse que ello no implique hacerlos responsables de subterfugios que la ley otorga a la contraparte para dilatar el proceso, cansar a la víctima y a los testigos e impedir, en definitiva, que la acusación sea sostenida con posibilidades de llegar a una sentencia condenatoria.

En esa línea, dijo, una situación típica es la que tiene lugar cuando se trata de un delito contra la propiedad que no ha generado una detención por flagrancia. Explicó que en este caso, si posteriormente la investigación permite identificar al presunto autor, el carabinero comisionado para hacer la detención del sospechoso será citado a declarar como testigo al juicio. El problema es que para no generar una falta de dotación en su prefectura, comúnmente el día en que el policía debe asistir a declarar se imputa a la cantidad de días de franco que le corresponden. Si el día de la audiencia ésta se pospone, la nueva concurrencia de ese testigo clave quedará supeditada a la cantidad de días de franco que todavía tenga, pues los carabineros, por razones de cobertura institucional, no pueden ausentarse de sus funciones en días de servicio.

Manifestó que las soluciones que el proyecto propone enfrentan los problemas ya consignados, sin afectar al imputado y asegurándole su derecho a defensa durante todo el procedimiento.

Finalmente, planteó que los testimonios recogidos durante las audiencias celebradas por la Comisión Especial de Seguridad Ciudadana del Senado muestran de manera consistente que los fiscales regionales de las regiones del Bío Bío, La Araucanía y Los Ríos están contestes en la necesidad y urgencia de esta iniciativa.

La Honorable Diputada señora Turres expresó que el problema en análisis es particularmente grave cuando se trata de causas con numerosos imputados defendidos por abogados distintos. En efecto, agregó, en esas situaciones perfectamente puede existir una suerte de connivencia entre los defensores, de forma tal que uno de ellos renuncie al patrocinio en una fecha cercana a la audiencia respectiva, obligando al juez a suspenderla, y posteriormente los abogados de los demás coimputados hagan lo mismo en forma consecutiva.

El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Araya, destacó el interés que ofrece la iniciativa en análisis y consideró muy válidas tanto las razones argüidas por los ya mencionados señores Senadores como las disposiciones propuestas en primer trámite constitucional por el Senado. Estas normas, añadió, sancionan al abogado que injustificadamente abandona sus deberes y en ningún caso perjudica la defensa del imputado. Por tal razón, indicó que le extrañaba que, en segundo trámite, la Cámara de Diputados desechara la mayor parte del proyecto.

Finalizadas estas consideraciones de orden general, se dio paso al estudio de las discrepancias producidas en esta tramitación.

A continuación, se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas Cámaras durante la tramitación de la iniciativa, así como de los acuerdos adoptados a su respecto.

ARTÍCULO ÚNICO

Artículo único del Senado y de la Cámara de Diputados
En primer trámite constitucional, el Senado aprobó un artículo único que introducía enmiendas a seis artículos del Código Procesal Penal, a través de igual cantidad de numerales. En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó estas modificaciones, con excepción de la que contiene el número 4), referida al artículo 269 del Código Procesal Penal. Finalmente, en tercer trámite constitucional, el Senado rechazó todas las enmiendas introducidas por la otra Corporación.

Seguidamente, se analizará cada una de las modificaciones propuestas por el Senado en este artículo único.

Número 1 del Senado

Este numeral incorpora enmiendas al artículo 10 del Código Procesal Penal, precepto que regula la cautela de garantías, facultando al juez para adoptar las medidas que juzgue necesarias para que el imputado ejerza los derechos contemplados en las leyes, la Carta Fundamental o los tratados internacionales ratificados y vigentes. Su inciso segundo establece que si las medidas decretadas no fueren suficientes para alcanzar aquel fin, el juez podrá suspender el procedimiento.

Las modificaciones propuestas por el Senado en primer trámite constitucional son las dos siguientes:

Letra a)

El Senado propuso incorporar en el inciso segundo, referido a la suspensión de la audiencia, la expresión "por el menor tiempo posible".

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados desechó esta enmienda.

En tercer trámite constitucional, el Senado rechazó dicha eliminación.

Puesta en discusión esta discrepancia, el Honorable Senador señor Espina explicó que la modificación propuesta es de toda lógica, porque delimita adecuadamente el ejercicio de la facultad que la norma contempla.

Revisada la enmienda del Senado, hubo acuerdo en cuanto a mantenerla.

- Puesta en votación la proposición del Senado, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín y Honorables Diputados señora Turres y señores Paulsen y Saldívar.

Letra b)

primer trámite constitucional, el Senado añadió al artículo 10 del referido Código, el siguiente inciso tercero, nuevo:

"Con todo, no podrá entenderse que existe afectación sustancial de los derechos del imputado cuando se acredite, por el Ministerio Público o el abogado querellante, que la suspensión del procedimiento solicitada por el imputado o su abogado sólo persigue dilatar el proceso.".

Al igual que en caso anterior, en segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados desechó esta enmienda y en tercero, el Senado rechazó tal eliminación.

Puesta en discusión la diferencia producida, en primer término hizo uso de la palabra la Honorable Diputada señora Turres, quien manifestó que, en su momento, en la Comisión informante de la Cámara de Diputados, el representante del Ministerio Público que participó en aquel debate manifestó dudas sobre esta norma, señalando que la proposición no establecía un procedimiento claro para alegar esta excepción ni la oportunidad procesal para hacerla valer. Del mismo modo, recordó que se mencionaron las dificultades que ofrecería el hecho de probar la intención del respectivo defensor.

El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Araya, precisó que en este caso debería recurrirse a las reglas generales, que establecen que este asunto -de naturaleza incidental-, debe ser resuelto en audiencia. Añadió que la regla propuesta sobre la carga de la prueba es apropiada porque no se puede presumir que quien requiere una cautela de garantías lo hace persiguiendo finalidades ilícitas. Por ello, quien afirme esa circunstancia -el fiscal o el querellante-, deberá probarla.

A su turno, los Honorables Senadores señores Harboe, Larraín y Espina recordaron que esta disposición fue propuesta directamente por los representantes del Ministerio Público que participaron en la discusión del proyecto en el primer trámite constitucional en el Senado, por lo que parece extraño que posteriormente dicha institución haya presentado reparos a lo que ella misma había propuesto. Por tal razón, sugirieron mantener la disposición planteada por el Senado.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Araya, declaró cerrado el debate y puso en votación la regla redactada por el Senado.

- Puesta en votación la proposición del Senado, fue aprobada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín y Honorables Diputados señora Turres y señor Paulsen. Votó en contra el Honorable Diputado señor Saldívar.

La Honorable Diputada señora Turres fundamentó su voto favorable dejando constancia de que aprobaba la postura del Senado en el entendido que este asunto se tramitaría en la audiencia respectiva, según las reglas generales, y atendiendo a que el Ministerio Público había declarado su interés por que esta norma fuera acogida.

Número 2 del Senado

En primer trámite constitucional, el Senado incorporó al Código Procesal Penal un artículo 103 bis, nuevo, del siguiente tenor:

"Artículo 103 bis.- Sanciones al defensor que no asistiere o abandonare la audiencia injustificadamente. La ausencia injustificada del defensor a la audiencia del juicio oral, a la de preparación del mismo o del procedimiento abreviado, como asimismo a cualquiera de las sesiones de éstas, si se desarrollaren en varias, se sancionará con la suspensión del ejercicio de la profesión, la que no podrá ser inferior a quince ni superior a sesenta días. En idéntica sanción incurrirá el defensor que abandonare injustificadamente alguna de las mencionadas audiencias, mientras éstas se estuvieren desarrollando.

El tribunal impondrá la sanción después de escuchar al afectado y recibir la prueba que ofreciere, si la estimare procedente.

No constituirá excusa suficiente la circunstancia de tener el abogado otras actividades profesionales que realizar en la misma oportunidad en que se hubiere producido su inasistencia o abandono.".

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados desechó esta enmienda y, en tercero, el Senado rechazó tal eliminación.

Puesta en discusión esta discrepancia, la Honorable Diputada señora Turres expresó que el problema basal que se detecta en esta disposición es que la sanción que impone al abogado defensor que no asiste o abandona la audiencia es diametralmente distinta a la que se impone al fiscal que incurre en las mismas conductas.

Para complementar estas observaciones, se concedió el uso de la palabra a la asesora del Honorable Diputado señor Saldívar, señora Yasna Bermúdez, quien planteó que además de la asimetría de sanciones identificada previamente por la Honorable Diputada señora Turres, en la Cámara de Diputados surgieron dudas respecto a la entidad de la sanción que se propone para los abogados ausentes, en cuanto a si ella sería efectiva sólo respecto de las causas seguidas por ese defensor ante el tribunal que dictó la sanción, si se refiere sólo a causas penales y si también abarca a los defensores privados.

En respuesta, el Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Araya, planteó que hay una diferencia patente entre la situación del Ministerio Público y la de la defensa, pues es evidente que el representante de la primera institución tiene un interés directo en que se realicen las audiencias de los procesos en los que ha decidido ejercer la acción penal pública; en cambio, la suspensión de las mismas y la consiguiente dilación del juicio, pueden resultar beneficiosas para el imputado.

En relación con la entidad de la sanción, expresó que la idea básica es que se trata de una suspensión del ejercicio de la profesión, lo que imposibilita que el sancionado comparezca -durante el lapso que se fije-, ante cualquier tribunal de la República y cualquiera sea el tipo de causa.

Recordó que esta norma fue apoyada ante la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia del Senado por representantes de la Defensoría Penal Pública y del Ministerio Público, pues los representantes de ambas entidades estuvieron contestes en que este no es un problema de los abogados de la Fiscalía ni de los que prestan servicios a la Defensoría en virtud de un contrato licitado, sino que de los defensores privados.

A su turno, el Honorable Senador señor Espina observó que la disposición precisa que debe tratarse de una ausencia por causa injustificada, calificación que queda confiada a la apreciación del juez de garantía. Añadió que el abandono injustificado de las audiencias es una estrategia de la defensa que no va al fondo del asunto, sino que únicamente busca el desgaste del órgano persecutor, de los testigos y de las víctimas.

La Honorable Diputada señora Turres expresó que el último inciso propuesto puede dar lugar a problemas en lugares como los que ella representa, en que comúnmente los abogados que se dedican a la defensa penal en forma particular o mediante licitación trabajan en oficinas individuales y no en estudios jurídicos colectivos, donde un profesional puede suplir a otro que tenga otra audiencia el mismo día y a la misma hora. En razón de lo anterior, apoyó la idea de aprobar la proposición del Senado, exceptuando el inciso final del precepto en análisis.

El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Araya, declaró cerrado el debate y puso en votación el artículo 103 bis propuesto por el Senado, sin su inciso final.

- Sometida a votación la proposición del Senado en la forma indicada por el señor Presidente, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Espina y Larraín y los Honorables Diputados señora Turres y señores Paulsen y Saldívar.

Número 3 del Senado

Este numeral incide en el artículo 106 del Código Procesal Penal, que regula el efecto de la renuncia formal o el abandono de la defensa.

En primer trámite constitucional, el Senado incorporó, luego del inciso primero de esta disposición, dos incisos nuevos, del siguiente tenor:

"Sin perjuicio de lo anterior, no podrá ser presentada la mencionada renuncia del abogado defensor dentro de los diez días previos a la realización de la audiencia de juicio oral, como tampoco dentro de los siete días previos a la realización de la audiencia de preparación de juicio.

El abogado defensor que renunciare a su cargo en los plazos señalados en el inciso anterior, o abandonare o dejare de asistir injustificadamente a las audiencias mencionadas en el artículo 103 bis, será sancionado con la suspensión del ejercicio de la profesión en los términos previstos en el citado precepto.".

Al igual que en los casos anteriores, en segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó esta modificación y el Senado, en tercero, desechó tal acuerdo.

El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Araya, explicó que la disposición propuesta por el Senado  establece un plazo máximo para que los abogados defensores puedan renunciar al patrocinio sin justificar su decisión. Vencido ese término, sólo podrán ejercer ese derecho argumentando una causa justificada. Si no logran acreditarla, se someterán al procedimiento sancionatorio establecido en el nuevo artículo 103 bis, previamente aprobado.

El Honorable Senador señor Espina planteó que tanto el inciso primero de la disposición vigente como el inciso final, prevén mecanismos para asegurar que el imputado afectado por la renuncia del defensor obtenga oportunamente el patrocinio de otro defensor habilitado.

- Sometida a votación la proposición del Senado, fue aprobada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Espina y Larraín y el Honorable Diputado señor Paulsen. Se abstuvieron los Honorables Diputados señora Turres y señor Saldívar.

Número 4 del Senado

Esta disposición incide en el artículo 269 del Código Procesal Penal, referido a la comparecencia del fiscal y del defensor a la audiencia de preparación del juicio oral, estableciendo que ello será requisito de validez para la misma.

En primer trámite constitucional, el Senado propuso dos modificaciones a esta norma. La primera se refiere a la primera oración del inciso segundo, que establece que la inasistencia del fiscal a una audiencia deberá ser subsana de inmediato por el juez, quien además deberá poner en conocimiento de esa circunstancia al fiscal regional respectivo. 

El Senado propuso reemplazar esa primera oración por otra que especifica que el fiscal regional informado de esa situación deberá determinar la responsabilidad funcionaria que le cabe al ausente, de conformidad con lo dispuesto en la ley orgánica constitucional del Ministerio Público.

La segunda modificación del Senado elimina el inciso tercero vigente, que establece que la ausencia o abandono injustificados de la audiencia por parte del defensor o del fiscal será sancionada conforme a lo previsto en el artículo 287.

Tal como se señaló anteriormente, este numeral fue el único que la Cámara de Diputados aprobó en segundo trámite constitucional, lo que fue desechado por el Senado en tercero.

Puesta en análisis esta discrepancia, los miembros de la Comisión Mixta consideraron necesario revisar la disposición en estudio y las enmiendas propuestas a su respecto, recordándose que la idea central que tuvo el Senado para plantearla fue establecer un tratamiento diferenciado de las sanciones que se aplicarán en función de si el inasistente a la audiencia de preparación del juicio oral es el fiscal o el defensor. Lo anterior, sin perjuicio de mantener el inciso primero de esta norma, según el cual la asistencia de éstos es requisito de validez de la señalada audiencia.

Al respecto, se hizo presente que la inasistencia del defensor queda lo suficientemente regulada en las demás disposiciones del Código Procesal Penal modificadas por el proyecto, quedando reservada, en consecuencia, la parte restante de este precepto para sancionar la inasistencia del fiscal.

Examinados estos acuerdos, así como la redacción con que quedaría el artículo 269, se optó por mantener las enmiendas en análisis en los términos propuestos por el Senado, introduciéndole algunos ajustes de redacción.

- Puestas en votación las proposiciones del Senado, fueron aprobadas por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Espina y Larraín y Honorables Diputados señora Turres y señor Paulsen. Se abstuvo el Honorable Diputado señor Saldívar.

Número 5 del Senado

Este numeral incide en el artículo 286 del Código Procesal Penal, disposición que se refiere a la presencia del defensor en el juicio oral. La modificación propuesta por el Senado en primer trámite constitucional consiste en introducir una enmienda de mera referencia en el inciso segundo, que hace un reenvío al artículo 106, previamente modificado a través del numeral 3 del texto aprobado por el Senado.

En segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados rechazó esta enmienda y el Senado, en tercero, desechó tal acuerdo.

-Revisada la modificación del Senado y al haberse ya aprobado las enmiendas al artículo 106, ésta fue aprobada con la misma votación, esto es, por la mayoría de 4 votos a favor y 2 abstenciones. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Araya, Espina y Larraín y el Honorable Diputado señor Paulsen. Se abstuvieron los Honorables Diputados señora Turres y señor Saldívar.

Número 6 del Senado

Este numeral se refiere al artículo 287 del Código Procesal Penal, el cual regula las sanciones aplicables al abogado que no asiste a la audiencia del juicio oral o la abandona injustificadamente, abarcando tanto la situación del defensor como la del fiscal.

En primer trámite constitucional, el Senado reemplazó íntegramente el texto de este precepto, de manera de dedicarlo únicamente al efecto de la ausencia del fiscal a la ya señalada audiencia, a la de preparación del mismo y a la del procedimiento abreviado. El texto propuesto es el siguiente:

"Artículo 287.- Sanciones al fiscal que no asistiere o abandonare injustificadamente la audiencia. La ausencia injustificada del fiscal a la audiencia del juicio oral, a la de preparación del mismo o del procedimiento abreviado, como asimismo a cualquiera de las sesiones de éstas, si se desarrollaren en varias, deberá ser subsanada de inmediato por el tribunal, el que, además pondrá este hecho en conocimiento del fiscal regional respectivo para que determine la responsabilidad del fiscal ausente, de conformidad a lo que disponga la ley orgánica constitucional del Ministerio Público. En los mismos términos se procederá cuando el fiscal abandonare injustificadamente alguna de las mencionadas audiencias, mientras éstas se estuvieren desarrollando.".

En primer término, intervino el Honorable Senador señor Espina, quien connotó que la modificación del Senado importa una reducción de la sanción actualmente aplicable al fiscal que no asiste o que abandona la audiencia del juicio oral, que consiste en la pena de suspensión del ejercicio de la profesión hasta por dos meses. En cambio, la proposición establece que sólo procederá una sanción de índole administrativa. Recordó también, anteriormente, se aprobó una regla que sanciona con la suspensión del ejercicio de la profesión cuando el que no asiste o abandona la audiencia es el abogado defensor. Expresó que, en consecuencia, podría resultar mejor igualar ambas situaciones.

La Honorable Diputada señora Turres planteó que, en este caso, debe establecerse una sanción diferenciada. Explicó que en virtud de lo dispuesto en la letra a) del artículo 63 de la ley Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, los fiscales están inhabilitados para el ejercicio particular de la profesión de abogado fuera de la institución; por tanto, si se adopta el criterio sugerido por el Honorable Senador señor Espina el único perjudicado será el Ministerio Público y la ciudadanía a la cual dicha entidad sirve. Frente a ello, y para evitar que se perjudique la causa pública, prefirió que el castigo para el fiscal que no asiste o abandone intempestivamente la audiencia sea sólo de índole administrativa.

A la vez, en conjunto con el Honorable Senador señor Larraín, observó que aunque la idea contenida en la proposición original del Senado es adecuada, ella ofrece problemas de técnica legislativa, pues aunque está ubicada en el párrafo específico que regula el juicio oral, se refiere también a la audiencia de preparación de ese proceso y a la que tiene lugar en el procedimiento abreviado. Para evitar problemas interpretativos, recomendaron destinar esta regla solamente al juicio oral e incluir otras enmiendas que reiteren este criterio para los otros dos casos.

El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Araya, coincidió con estos postulados y, como forma de ordenar los criterios expuestos, formuló las siguientes proposiciones:

a) Aprobar la modificación del Senado al artículo 287, pero refiriéndola solamente a la ausencia o abandono por parte del fiscal de la audiencia del juicio oral;

b) Igualar el contenido de esta disposición en la modificación prevista al artículo 269, relativa a la ausencia o abandono del fiscal a la audiencia de preparación del juicio oral, y

c) Incorporar una disposición análoga, nueva, dentro del Título III del Libro IV del Código Procesal Penal, relativo al procedimiento abreviado, para sancionar la inasistencia o abandono del fiscal a la audiencia del juicio abreviado.

Complementariamente, dejó expresa constancia que en caso que quien no comparezca a la audiencia del procedimiento abreviado sea el abogado del imputado, será aplicable la regla del artículo 103 bis.

- Sometidas a votación las proposiciones anteriores, fueron aprobadas por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión Mixta. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Araya, Espina y Larraín y los Honorables Diputados señora Turres y señor Paulsen. Se abstuvo el Honorable Diputado señor Saldívar.

Como consecuencia de este acuerdo, se agregó un numeral 7, nuevo, al artículo único del proyecto, mediante el cual se incorpora un artículo 411 bis al Código Procesal Penal que sanciona al fiscal que incurre en la situación indicada en la letra c) anterior.

Finalmente, teniendo en vista que en general la proposición de la Comisión Mixta siguió el texto previamente aprobado por el Senado, y con el propósito de ordenar la formulación del proyecto, unánimemente se acordó volver al encabezado original del proyecto. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín y los Honorables Diputados señora Turres y señores Paulsen y Saldívar.

-o-
En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros, como forma y modo de salvar las divergencias entre ambas Cámaras del Congreso Nacional, la siguiente:

ARTÍCULO ÚNICO

Encabezamiento
- Mantener el enunciado aprobado por el Senado.

Número 1

- Mantener el encabezado propuesto por el Senado.

Letra a)

- Aprobar el texto del Senado.

Letra b)

- Aprobar el texto del Senado. (Mayoría, 6x1 en contra).

Número 2

- Aprobar el texto del Senado, eliminándose el inciso final propuesto para el artículo 103 bis.

Número 3

- Aprobar el texto del Senado.

Número 4

Encabezamiento

- Mantener el encabezado del Senado.

Letra a)

- Aprobar el texto del Senado, reemplazando la frase “La falta de comparecencia del” por “La inasistencia o el abandono injustificado de la audiencia por parte del”.

Letra b)

- Aprobar el texto del Senado.

Número 5

- Aprobar el texto del Senado.

Número 6

- Reemplazarlo por el siguiente:

“6.- Sustitúyese el artículo 287, por el siguiente:

“Artículo 287.- Sanciones al fiscal que no asistiere o abandonare la audiencia injustificadamente. A la inasistencia o abandono injustificado del fiscal a la audiencia del juicio oral o a alguna de sus sesiones, si se desarrollare en varias, se aplicará lo previsto en el inciso segundo del artículo 269.”.

Número 7, nuevo

- Incorporar como tal, el siguiente:

“7.- Intercálase un artículo 411 bis, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 411 bis.- Sanciones al fiscal que no asistiere o abandonare la audiencia injustificadamente. A la inasistencia o abandono injustificado del fiscal a la audiencia del procedimiento abreviado o a alguna de sus sesiones, si se desarrollare en varias, se aplicará lo previsto en el inciso segundo del artículo 269.”.

-o-
A título meramente informativo, cabe hacer presente que de ser aprobada la proposición de la Comisión Mixta, el texto de la iniciativa legal en estudio quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Procesal Penal:

1.- Efectúanse, en el artículo 10, las enmiendas que siguen:

a) Incorpórase, en su inciso segundo, a continuación de las palabras “suspensión del procedimiento”, la expresión “por el menor tiempo posible”.


b) Agrégase el siguiente inciso tercero:

“Con todo, no podrá entenderse que existe afectación sustancial de los derechos del imputado cuando se acredite, por el Ministerio Público o el abogado querellante, que la suspensión del procedimiento solicitada por el imputado o su abogado sólo persigue dilatar el proceso.”.

2.- Incorpórase el siguiente artículo 103 bis:

“Artículo 103 bis.- Sanciones al defensor que no asistiere o abandonare la audiencia injustificadamente. La ausencia injustificada del defensor a la audiencia del juicio oral, a la de preparación del mismo o del procedimiento abreviado, como asimismo a cualquiera de las sesiones de éstas, si se desarrollaren en varias, se sancionará con la suspensión del ejercicio de la profesión, la que no podrá ser inferior a quince ni superior a sesenta días. En idéntica sanción incurrirá el defensor que abandonare injustificadamente alguna de las mencionadas audiencias, mientras éstas se estuvieren desarrollando.

El tribunal impondrá la sanción después de escuchar al afectado y recibir la prueba que ofreciere, si la estimare procedente.”.

3.- Agréganse, en el artículo 106, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto:

“Sin perjuicio de lo anterior, no podrá ser presentada la mencionada renuncia del abogado defensor dentro de los diez días previos a la realización de la audiencia de juicio oral, como tampoco dentro de los siete días previos a la realización de la audiencia de preparación de juicio.

El abogado defensor que renunciare a su cargo en los plazos señalados en el inciso anterior, o abandonare o dejare de asistir injustificadamente a las audiencias mencionadas en el artículo 103 bis, será sancionado con la suspensión del ejercicio de la profesión en los términos previstos en el citado precepto.”.

4.- Modifícase el artículo 269, de la siguiente forma:

a) Reemplázase la primera oración del inciso segundo, por la siguiente:

 “La inasistencia o el abandono injustificado de la audiencia por parte del fiscal deberá ser subsanada de inmediato por el tribunal, el que, además, pondrá este hecho en conocimiento del fiscal regional respectivo para que determine la responsabilidad del fiscal ausente, de conformidad a lo que disponga la ley orgánica constitucional del Ministerio Público.”.

b) Suprímese el inciso tercero.

5.- Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 286, la referencia al “inciso segundo”, por otra al “inciso cuarto”.

6.- Sustitúyese el artículo 287, por el siguiente:

“Artículo 287.- Sanciones al fiscal que no asistiere o abandonare la audiencia injustificadamente. A la inasistencia o abandono injustificado del fiscal a la audiencia del juicio oral o a alguna de sus sesiones, si se desarrollare en varias, se aplicará lo previsto en el inciso segundo del artículo 269.”.

7.- Intercálase un artículo 411 bis, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 411 bis.- Sanciones al fiscal que no asistiere o abandonare la audiencia injustificadamente. A la inasistencia o abandono injustificado del fiscal a la audiencia del procedimiento abreviado o a alguna de sus sesiones, si se desarrollare en varias, se aplicará lo previsto en el inciso segundo del artículo 269.”.

-o-
Acordado en sesión celebrada el día 10 de enero de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Pedro Araya (Presidente), Alfonso De Urresti, Alberto Espina, Felipe Harboe y Hernán Larraín y de los Honorables Diputados señora Marisol Turres y señores Diego Paulsen y Raúl Saldívar.


Sala de la Comisión Mixta, a 16 de enero de 2017.

(Fdo.): NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ, Abogada Secretaria”.
4. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto, iniciado en
mensaje, con urgencia “discusión inmediata”, que “Modifica diversos cuerpos legales que rigen al sector educativo, en materia de subvención escolar
preferencial, Sistema de Desarrollo Profesional Docente y situación de
becarios de posgrado”. (boletín N° 11128-04)

“Honorable cámara:

La Comisión de Hacienda informa el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del  artículo 226 del Reglamento de la Corporación.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS

1.- Origen y urgencia

La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de Diputados por un mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con discusión inmediata.
2.- Artículos que la Comisión Técnica dispuso que fueran conocidas por ésta.

La Comisión Técnica consideró  que son de competencia de la Comisión los artículos 1, 2, 3, 5, 6, 7 y 9 permanentes, y artículo primero transitorio.

3.- Disposiciones o indicaciones rechazadas

Indicación del Ejecutivo

Al artículo primero transitorio:

b)
Intercálase el siguiente inciso cuarto nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser inciso quinto:

“Con todo, podrán solicitar también la renovación de sus respectivos Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa en el mismo plazo a que se refiere el inciso primero precedente, eximiéndose del régimen especial establecido en el artículo 3° de la presente Ley, aquellos sostenedores que acrediten haber gastado, a lo menos, un 70% de las subvenciones y aportes recibidos, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 6°, letra e) de la ley N° 20.248, siempre y cuando, durante la vigencia del Convenio expirado, incluida su respectiva prórroga, se haya sancionado con la inhabilitación señalada en el literal e) del inciso primero del artículo 73 de la ley N° 20.529, al representante legal o el administrador de la entidad sostenedora, y el nuevo representante legal o administrador de la misma haya iniciado la acción penal que corresponda en contra del representante legal o administrador inhabilitado, cumpliendo ésta con los requisitos de admisibilidad señalados en el artículo 114 del Código Procesal Penal.”.

4.- Modificaciones introducidas al texto aprobado por la Comisión Técnica y calificación de normas incorporadas

Al artículo 3º

1)
Para modificar el artículo 3°, en el siguiente sentido:

a)
Intercálase en el numeral 2 a continuación de la palabra “respectivo” y antes del punto y coma, la siguiente frase: “, no pudiendo superar dicho monto”. 

b)
Elimínase en el numeral 3 la expresión "positivo".

Al artículo primero transitorio
2)
Para modificar el artículo primero transitorio en el siguiente sentido:

a)
Agrégase en su inciso primero a continuación del punto aparte que pasa a ser coma el siguiente párrafo nuevo: 

“, sin perjuicio de las rectificaciones que puedan realizar en virtud del artículo 5° de la presente ley. Asimismo, los sostenedores a que se refiere este inciso, y que durante el periodo del respectivo convenio expirado, hayan progresivamente aumentado el porcentaje de gastos, podrán renovarlo hasta por el porcentaje mínimo exigido para ello, según lo dispuesto en la letra c) del artículo 7° bis de la ley N° 20.248, porcentaje de renovación que deberá ser determinado y aprobado mediante resolución exenta del Subsecretario de Educación, la que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. Con todo, en ningún caso el porcentaje de renovación aprobado podrá superar en más de 20 puntos porcentuales el porcentaje de gastos correspondiente al último año del convenio expirado sin considerar la prórroga.”.

c)
Incorpórase en el actual inciso cuarto, que ha pasado a ser inciso quinto, a continuación del punto final que pasa a ser coma, la expresión " con excepción de los convenios cuya situación es tratada en el inciso cuarto del presente artículo.”.

Las enmiendas no requieren quórum especial de aprobación

5.- Disposiciones que no fueron aprobadas por unanimidad

Ninguna.

6.- Se designó Diputado Informante al señor  Marcelo Schilling.

Asistieron a la Comisión, durante el estudio del proyecto, las siguientes personas: 

La Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga Canahuate; el Encargado de la Reforma Escolar, señor Andrés Palma Irarrázaval; el abogado de la División Jurídica, señor Alfredo Romero; la asesora señora Carolina Méndez; el Jefe de Normativa de la Superintendencia de Educación Escolar, señor Miguel Zárate; la abogada del Gabinete de la Ministra, señora Fernanda González Lima, Asimismo, la asesora de la Dirección de Presupuestos, señora Tania Hernández, y Daniel Portales, Director de Becas de Conicyt.

El propósito de la iniciativa consiste en ajustar algunas disposiciones vigentes y perfeccionar determinadas reglas con el fin de permitir la adecuada aplicación de las reformas que el sistema educativo requiere. Así, el presente Proyecto de Ley permite la regularización de las rendiciones de la subvención escolar preferencial, modifica determinados preceptos del Sistema de Desarrollo Profesional Docente y regulariza la situación de las becas administradas por CONICYT.

Explica el Mensaje que nuestro país se encuentra inmerso en una de las reformas a su sistema educativo más profundas que haya experimentado. 

Así, desde el nivel parvulario a la educación superior, pasando por la educación pública y particular subvencionada, las modificaciones al régimen educacional que se han llevado adelante durante este período de gobierno responden a la actualización de las necesidades sociales y políticas de nuestro país, donde los anhelos de equidad, igualdad de oportunidades e inclusión en todos los niveles de enseñanza han sido centrales.

Sin embargo, precisa que además de la creación de nuevas normas el sistema educativo requiere de determinados ajustes de ciertas regulaciones existentes hace varios años, así como el perfeccionamiento de reglas con el fin de permitir su adecuada aplicación.

1. El texto consta de nueve artículos de carácter permanente, y dos artículos de carácter transitorio. 

Contenido del Proyecto de Ley

El Proyecto de Ley consta de tres aspectos relevantes, a saber: 

1. Subvención Escolar Preferencial (SEP)

Al respecto, la iniciativa establece medidas de retención de la SEP mensual para aquellos establecimientos que no realicen la rendición anual de cuentas y una reducción de los recursos entregados por este concepto, para establecimientos educacionales, que, cumpliendo con la exigencia de rendición de cuentas, no alcancen a demostrar que ejecutaron el 70% de los recursos que les fueron entregados.

2. Becas administradas por CONICYT

En este sentido, el proyecto facilita el cierre de las becas administradas por CONICYT por parte de becarios que han cumplido sus obligaciones fuera de plazo para el conjunto de becarios que lo verifique al 29 de diciembre de 2017.

3. Modificaciones al Estatuto Docente y a la ley N° 20.903

En primer lugar, el proyecto aclara el concepto de "docente principiante", precisa que la asignación de inducción se pagará a través del sostenedor. 

Además, se incorpora al régimen del Sistema de Desarrollo Docente el tramo "de acceso", que hasta ahora existía sólo en transición. 

Adicionalmente se especifica que en las escuelas o liceos cárceles se entenderá que existe un 60% de concentración de estudiantes prioritarios, lo que permitirá a los docentes que ahí se desempeñen, acceder a la asignación de reconocimiento por docencia en establecimientos de alta concentración de alumnos prioritarios. En relación con la misma asignación, se aclara el plazo durante el cual puede percibirla un docente inicial o temprano.

Por último, se modifican los requisitos para acceder a las funciones de Jefe de División e Intendente de Educación Parvularia de la Superintendencia de Educación Parvularia.

Incidencia en materia  presupuestaria y financiera

El informe financiero  N° 16, de 7 de marzo de 2017, elaborado por la Dirección de Presupuestos, señala que el presente proyecto de ley permite la regularización de las rendiciones de la subvención escolar preferencial, modifica determinados preceptos del Sistema de Desarrollo Profesional Docente y regulariza la situación de becarios de posgrado.

Descripción del contenido

1. Subvención Escolar Preferencial

El proyecto establece medidas de retención de la Subvención Escolar Preferencial mensual para aquellos establecimientos que no realicen la rendición anual de cuentas y una reducción de los recursos entregados por este concepto, para establecimientos educacionales, que, cumpliendo con la exigencia de rendición de cuentas, no alcancen a demostrar que ejecutaron el 70% de los recursos que les fueron entregados.

2. Becas administradas por CONICYT.

El proyecto facilita el cierre de las becas administradas por CONICYT por parte de becarios que han cumplido sus obligaciones fuera de plazo para el conjunto de becarios que lo verifique al 29 de diciembre de 2017.

3. Modificaciones al Estatuto Docente y a la ley N° 20.903.

El proyecto aclara el concepto de "docente principiante", precisa que la asignación de inducción se pagará a través del sostenedor. Además, se incorpora al régimen del Sistema de Desarrollo Docente el tramo "de acceso", que hasta ahora existía sólo en transición. Se especifica que en las escuelas o liceos cárceles se entenderá que existe un 60% de concentración de estudiantes prioritarios, lo que permitirá a los docentes que ahí se desempeñen, acceder a la asignación de reconocimiento por docencia en establecimientos de alta concentración de alumnos prioritarios. En relación con la misma asignación, se aclara el plazo durante el cual puede percibirla un docente inicial o temprano.

Adicionalmente, se modifican los requisitos para acceder a las funciones de Jefe de División e Intendente de Educación Parvularia de la Superintendencia de Educación Parvularia.

Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

El informe asevera que el efecto fiscal de las medidas propuestas por este proyecto de ley no representa un mayor gasto, con excepción de la extensión de la asignación por concentración de alumnos prioritarios a escuelas cárceles. Dicha medida conlleva un gasto incremental que podría alcanzar los $ 1.580.000 miles anuales en régimen del Sistema de Desarrollo Profesional Docente.

El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo a los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público, en la Partida 09 Ministerio de Educación y en lo que faltare con cargo a la Partida 50 Tesoro Público.

El informe financiero sustitutivo N° 19, de 13 de marzo de 2017, modifica lo referente al efecto fiscal del proyecto, señalando:

1. El mayor gasto fiscal que representa este proyecto de ley, se produce por la modificación al Estatuto Docente y a la ley N° 20.903, que extiende la asignación de reconocimiento por docencia en establecimientos de alta concentración de alumnos prioritarios a docentes de escuelas cárceles, y que se estima en $1.580.000 miles anuales, en régimen.

2. Las modificaciones legales a la Subvención Escolar Preferencial y a las becas de postgrado administradas por CONICYT, no representan mayor gasto fiscal.

El mayor gasto fiscal antes mencionado se financiará con cargo a los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público, en la Partida 09 Ministerio de Educación y en lo que faltare, con cargo a la Partida 50 Tesoro Público.

Finalmente, el informe financiero N° 20, de 14 de marzo de 2017, que acompaña a indicación presentada por el Ejecutivo, señala lo siguiente:

I. Antecedentes

La presente indicación establece condiciones para que sostenedores puedan acceder a la renovación de Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, en circunstancias excepcionales.

II 
Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal. Esta indicación no representa un mayor gasto fiscal.

Debate de las normas sometidas a la consideración de la Comisión.

Sesión N° 282 de 9 de marzo de 2017.

La señorita Valentina Quiroga, Subsecretaria de Educación, efectúa una exposición de las medidas que el proyecto de ley propone para lograr una mejor implementación de las reformas educacionales, a través de la siguiente presentación:
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Oportunidades y Excelencia Educativa (10) con el MINEDUC, el que tiene una duracién de 4 afios
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Para renovar el convenio los requisitos son:

1.- Solicitar la renovacién con al menos 60 dias de anticipacién a
la expiracion del convenio (hasta octubre 2015).

2.- Haber rendido anualmente la totalidad de las subvenciones y
aportes recibidos.

3.- Haber gastado a los menos un 70% de las subvenciones y
aportes recibidos, tal como lo establece la ley.
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[image: image9.png]Motivo de no renovacién

* Lamayoria de los EE que no pueden renovar, no cumplen con Ia condicion de haber ejecutado 70%
de los recursos del convenio (2012-2015)

[ oeveniencia | Norinde 10+ peridos | Noumpleporceiae10%)

Municipal 116 a3
Part. suby a5 75
Total 161 as8

Fuent: laboraionpropi enbas dato e del it d dcacin (2016

+ Delos 116 EE municipales que no rindieron en algin periodo, 61 tienen ejecucion mayor o igual al
70%. De los 45 EE PS, 13 se encuentran en dicha situacion.
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1. Para aquellos establecimientos que no hayan cumplido el requisito del 70% de gasto,
recibiran mensualmente solo el % de los recursos que pudieron rendir como gasto en el
convenio anterior (régimen especial).

1. Alos sostenedores de los 161 establecimientos ue no rindieron uno o més periodos se
les otorga la posibilidad de completar la rendicidn de periodos anteriores del convenio
recién expirado, con el fin de poder renovar y entrar al régimen especial.

3. Se crean nuevas medidas de control:

2.1 Alos establecimiento que no rinden en el afio y en los plazos, se les retendré al menos.
&1'50% la SEP hasta que cumpla con dicha obligacion.

2.251 2 la mitad de convenio un establecimiento no ha cumplido con el 70% de gasto, se le
disminuiré los recursos entregados como lo establece el régimen especial.
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Becas Administradas por CONICYT

1. Permite a los becarios acredit
129 de diciembre de 2017.

r cumplimiento de sus obligaciones, en un plazo que se extiende hasta

1. Homologa el plazo para acreditar el cumplimento de obligaciones de los becarios CONICYT
Nacionales (convocatorias anteriores al 2010) con los becarios cuyas becas se rigen por el DS 335
(Becas Nacionales de Postgrado). Este grupo tenia a lo més 2 afios (doctorado) para acreditar el
‘cumplimiento de sus obligaciones. Ahora tendrén 5 afos (igual que los becarios de Becas Nacionales
regulados por el DS 335).

3. Permite que dicha acreditacion se pueda ejecutar sdlo con la presentacién de copia simple de la
documentacion. Otorga a CONICYT la facultad para solicitar, tanto a los becarios como a las
instituciones publicas o privadas, dicha documentacién.
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1. Respecto del procesode induccion.

Se introduce una modificacion que permite expresamente desarrolla la induccidn al segundo afio de efercicio
profesional para aquellos que fueron contratados durante el transcurso del afio escolar anterior.

2. En relacion al acceso la Carrera Docente.

Con objeto de permitir que losy las profesionales de a educacién con experiencia labore! previa fuera ce s carrera
puedan acceder a tramo que e Corrasponda de acuerdo a su experiancia, e Incorpora al artculado permanente el
tramo “de acceso”, oy en el articuladotransitori.

3. Pago de asignacién por wulnerabilidad.

3a Con objeto que los docentes de escuelas circeles puedan percibi la asignacién por desempefio en
establecimientos con alta concentracién de alumnos prioritarios, se presume que para estos efectos, de.
‘Geterminarsu derecho su porcentaje de alumnos rioritarios serd de 0%, accediendo por tantoa la asignacién.

3. Se precia que el pago de a asignacién por vulnerabilidad se paga por un periodo completo corresgondiente.
aun tramo, y no “por una sola vez"




[image: image15.png]Modificaciones para los requisitos de cargos
directivos de la Superintendencia de Educacién.
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* Se homologan los requisitos del Decreto que fija la planta de
personal de la Superintendencia de educacién a los exigidos
por Alta Direccién Publica, sustituyendo la exigencia de
acreditar la posesion de un titulo profesional de una carrera
de, a lo menos, 10 semestres de duracién, por una en que la
extension tenga un minimo de 8 semestres.




El señor Monsalve, Presidente de la Comisión, pregunta cuál es el plazo del que dispondrán los establecimientos educaciones para rectificar su rendición de cuentas o para realizarla, en caso que no la hayan efectuado.

El señor Alfredo Romero, abogado de la División Jurídica, responde que son 30 días hábiles para solicitarlo y, una vez resuelto, disponen de 60 días hábiles para presentarla. 

El señor Lorenzini, critica la ambigüedad del informe financiero, por cuanto indica, por una parte, que las medidas propuestas no representan un mayor gasto y por otro, que la extensión de la asignación por concentración de alumnos prioritarios a escuelas cárceles conlleva un gasto incremental que podría alcanzar los $1.580.000 miles anuales en régimen del Sistema de Desarrollo Profesional Docente. Agrega, que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo a los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público, en la Partida 09 Ministerio de Educación y en lo que faltare con cargo a la Partida 50 Tesoro Público.

Por su parte, el artículo 9 se limita a señalar: “El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo a los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público, en la Partida 09 Ministerio de Educación y en lo que faltare con cargo a la Partida 50 Tesoro Público.”, en términos que no se condicen con el informe financiero. Por lo anterior, presenta una indicación para reemplazar la frase “que represente” por “que pudiese representar”.

Pide más claridad y pulcritud en la elaboración de los informes financieros por parte de la Dipres y mayor congruencia con el texto normativo.

El señor Monsalve, Presidente de la Comisión, advierte al Ejecutivo y recuerda acuerdo adoptado por la Comisión en sesión especial N° 278, en virtud del cual frente a cualquier error que se cometa en un informe financiero, implicará que el proyecto del caso no se someterá a votación, salvo en casos excepcionales.
El señor Aguiló, hace presente la urgencia de las materias que este proyecto trata de resolver, ya que hay varias escuelas que están cerrando. En cuanto a la SEP, destaca que se plantee flexibilidad y tiempo sin otorgar “perdonazos”, porque los contribuyentes están destinando cuantiosas sumas para mejorar la calidad de la educación de los sectores más vulnerables. Sin embargo, añade que las razones por las cuales se han suspendido los recursos a alrededor de 115 establecimientos, son diversas. Plantea que los alcaldes siguen percibiendo su remuneración, viéndose afectados con la medida únicamente los estudiantes más vulnerados a quienes se desea proteger. A su entender, el proyecto resuelve los casos de no rendición de cuentas por desorden o falta de capacitación, ampliando los plazos y otorgando flexibilidad, pero no se hace cargo de la deliberada malversación de recursos SEP de la que un alcalde saliente sea autor y de la imposibilidad de efectuar una rendición de cuentas por parte del nuevo alcalde que asume el cargo. Pide que el Gobierno contemple esos casos excepcionales en el presente proyecto y no castigue a los niños por los actos delictuales de terceros. 

Para resolver la hipótesis que plantea, informa que la Diputada Girardi presentó una indicación del siguiente tenor: Para agregar un artículo 3 bis nuevo: “Sin perjuicio de lo establecido en los artículos anteriores, bastará la circunstancia de tratarse de alcaldes recientemente electos o distintos de aquel cuyas rendiciones y/o convenios estuvieren con incumplimientos de cualquier orden, para cursar los recursos establecidos en la ley 20.248. No obstante, estos alcaldes deberán alternativamente acreditar ante el ministerio de educación, mediante auditoría, las irregularidades anteriores o haber deducido acciones judiciales por las mismas circunstancias. Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, el Ministerio de Educación perseguirá las responsabilidades por mal uso de recursos SEP, si estos hubieren tenido lugar.”.

Insiste respecto a que hay que encontrar un mecanismo para resolver el asunto, ya sea, hacer una excepción, con investigación por parte de la Subsecretaría y del Ministerio Público o entregar de manera directa los recursos SEP a la corporación y/o a un administrador provisional.

Por último, manifiesta que no se siente en condiciones morales de aprobar un proyecto de ley que deje a un municipio sin recursos para educación por los actos irresponsables y corruptos de sus autoridades. 

El señor Auth, si bien reconoce que no se trata de un asunto de su especialidad refiere que ha tomado conocimiento por parte de distintos actores del sector de educación sobre los problemas que los aquejan. Así, respecto a la ley SEP, plantea que el sostenedor tiene plena libertad para determinar cuánto de esos recursos se desplazarán al establecimiento propiamente tal y cuánto se queda en la corporación, y cree que la ley debiese establecer un porcentaje mínimo de recursos destinados al establecimiento, quizás un 70%. Cree que el Ejecutivo debe asegurar los medios para que buena parte de los recursos de la ley SEP se usen para mejorar la calidad de educación y de los establecimientos educacionales.

Además, entiende que como parámetro si un sostenedor rinde el 70% de los recursos recibirá sólo un 70% y se asumirá que el 30% no rendido aún existe y se utilizará el próximo periodo. Al respecto, pregunta la razón de esos criterios; cuál es la diferencia entre 69% y 70%; por qué no aplican la fórmula de entregar el porcentaje que rinda, cualquiera éste sea.

Consulta al Ministerio de Educación si no aprecia rigideces en la destinación de los recursos SEP. Comenta que una escuela en Cerrillos quería implementar una sala de computación, consiguió los insumos pero la ley SEP no le permitía comprar el mobiliario, a pesar de estar definido como gasto educativo. Propone al Ejecutivo ampliar la destinación de los recursos SEP a todo lo que se encuentre definido como gasto educativo.

Por último, respecto a la carrera docente, identifica un problema recurrente en la puesta en vigor de la ley respecto al estímulo que se estableció a los profesores para pasar a formar parte de la educación pública, ya que deben ingresar a la carrera docente en el tramo de acceso, sin que exista una fórmula de reconocimiento a sus trayectorias. Sumado a que las remuneraciones son más bajas, ve difícil que se pueda cumplir con el espíritu de atraer mejor calidad de profesores al sector público. 

El señor Bellolio, resalta la importancia del proyecto atendida la cantidad de establecimientos educaciones que no renovaron su convenio y cree que los más afectados son los municipios, porque implica para ellos una importante cantidad de recursos menos, viéndose obligados a despedir profesores lo que afecta directamente la calidad de la educación.

Sostiene que la raíz del problema se encuentra en el sistema de control de los recursos SEP, que es mucho más exigente que en sus inicios, unido al hecho que la Superintendencia solicita a los sostenedores que las rendiciones de los años 2014 y 2015 se hagan en base a los criterios del año 2016.

Razona que este proyecto de ley entrega solución sólo a aquellos municipios que son capaces de rectificar o de rendir más recursos, de acuerdo a la forma establecida por ley para su gasto, a saber: que sean limitados y estén dentro del plan de mejora. Comenta que muchos municipios han gastado recursos en fines educacionales, distintos a los señalados estrictamente en la ley de subvención escolar y al plan de mejora, sin mencionar los casos de alcaldes que se quedaron con esos dineros o los destinaron a otros fines distintos a los educacionales. Al respecto, propone para solucionar los primeros casos que se establezca una mayor flexibilidad en la destinación de estos recursos, permitiendo que se puedan destinar a los ya contemplados en la ley de inclusión bajo el nombre de “usos educacionales”, lo que permitirá terminar con rigideces que hacen que los municipios deban tener un doctorado para efectuar la rendición SEP sin fallas. Agrega que su propuesta permitirá a la Superintendencia fiscalizar de manera más efectiva, ya que en la actualidad debe supervisar la destinación de recursos en dos ítem; usos educacionales y ley SEP, simplificándose a sólo una, mejor y más estricta fiscalización. Refiere que presentó una indicación en ese sentido, pero entiende su inadmisibilidad y espera que el Ejecutivo la apadrine. 

Por último, respecto a la situación del municipio de Cerro Navia, opina que los nuevos alcaldes, si bien no pueden verse afectados por los hechos de sus antecesores, sí deben hacerse responsables de la historia de sus instituciones, por lo que se trata de un equilibrio difícil de resolver y no ve otra manera de solución que no sea discrecional. Espera los comentarios del Ejecutivo al respecto.

El señor Arriagada, cree posible arribar a una conclusión que compatibilice dos intereses importantes; resolver la situación de aquellos municipios que han heredado una situación problemática sin generar las condiciones permanentes para que siga ocurriendo en el futuro. 

Valora el esfuerzo que ha realizado la Superintendencia, desde que se aprobó la ley de mejoramiento de la calidad de la educación, en resolver el problema de la rendición de cuentas de los recursos SEP, pero cree que se le debe dotar de mejores y mayores atribuciones para efectuar auditorías de carácter permanente. Comenta que cuando van fiscalizadores de la agencia de la calidad de la educación a un colegio intervenido los profesores se quejan de que ni siquiera reciben los materiales. Además, se asume que la mayoría de los establecimientos tienen constituidos los Consejos Escolares, lo que no es efectivo, y eso se traduce en que los recursos se gastan sin considerar la opinión del director o de los profesores del establecimiento.  

Por lo anterior, ha presentado un set de indicaciones que solicita al Ejecutivo tenga bien en considerar y hacer suyas para la próxima sesión. Entre ellas y sin afectar el secreto bancario, propone que los bancos le entreguen a la Superintendencia el movimiento permanente de las cuentas bancarias. Además, respecto al artículo 2, que entrega una solución inmediata a los problemas que se han generado para rendir satisfactoriamente las cuentas de los recursos SEP, alterándose su fórmula original, considera esencial que la medida sea transitoria y  así lo propone a través de su indicación, porque si se establece de manera permanente implica reconocer que no es posible avanzar en mecanismos de control y evaluación eficientes. 

La señora Girardi, aclara que los planes de mejoramiento, que están asociados al convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa, según lo dispone la ley, deben ser elaborados por la comunidad, con participación del Consejo Escolar y del Centro de Padres, pero nada de esto se hace en la práctica.

Cree necesario preguntarse por qué se están suspendiendo los convenios. Además sostiene que si las rendiciones son anuales el control y fiscalización debiera ser igualmente anual y no cada 4 años.

Refiere que el artículo 21 de la ley SEP, establece claramente que el Ministerio de Educación tiene que verificar el cumplimiento del plan de mejoramiento educativo y que la Superintendencia evaluará anualmente el cumplimiento de las obligaciones legales, por parte del sostenedor, establecidas en el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa, de cada establecimiento educacional emergente, que representan la mayoría de los casos.

Llama su atención que las normas permanentes del proyecto de ley proponen como solución recortar los recursos de los niños más pobres del país, en vez de asegurar con un mecanismo de seguimiento y evaluación que los recursos efectivamente se gasten en ellos. 

Hace presente que la situación de Cerro Navia la viene denunciando hace más de 8 años y cree el problema también se encuentra en la falta de control intermedio, sin que exista autocrítica por parte del nivel central. Agrega que las consecuencias las están sufriendo los nuevos alcaldes y los niños y no los verdaderos responsables: los alcaldes salientes y el Gobierno por su falta de fiscalización. Por lo anterior, formula la indicación antes transcrita, a que hizo referencia el Diputado Aguiló.

Por último, en cuanto a la idea del Diputado Bellolio, de ampliar los usos de los recursos SEP igualándolos a los usos educacionales establecidos en la ley de inclusión, opina que el peligro de la referida ampliación es la sobredotación de personal en algunos municipios por pagar favores políticos a través de la figura de “usos educacionales”. Cree que la solución amerita una discusión más amplia.

El señor De Mussy, apunta que el informe financiero no hace alusión a qué pasará con los recursos que no se utilicen, y asume que se trata de recursos que están dentro de las partidas del Ministerio de Educación. Pide que se indique a cuánto ascienden los recursos que se utilizarán y a qué año corresponden los recursos indicados en régimen.  

Analiza que se están creando muchas instituciones públicas, hay un proyecto que crea alrededor de 100 más, pero los problemas persisten por falta de recursos. Concluye que sin recursos y sin fiscalización la ley se transforma en letra muerta. 

La señorita Valentina Quiroga, Subsecretaria de Educación, en primer lugar aclara que la obligación de rendir es anual y así se efectúa por la mayoría de los establecimientos, por lo que a través de este proyecto el Ejecutivo sólo se hace cargo de los 161 casos que por motivos diversos no lo hicieron. 

Aporta que el municipio de Cerro Navia tiene alrededor de 300 actuaciones por parte de la Superintendencia, varias de ellas con consecuencias administrativas y otras derivadas a la justicia. En cuanto a la continuidad de los convenios, aclara que se resuelve cada 4 años.

Por otra parte, explica que la forma de garantizar que las contrataciones no sufran merma por la implementación de esta ley radica en que la renovación que el proyecto propone hacer se ajusta a la ejecución de los establecimientos, es decir, al gasto que declaran tener. Reconoce que hay un problema en el diseño de la ley, porque no hace una revisión profunda de la fórmula de rendición, ya que la ley contempla un guarismo fijo de 70% que termina forzando una situación, haciéndose necesario revisar también los fines a que puede destinarse. Contextualiza que la ley entró a regir antes de la reforma constitucional y trataba de direccionar la destinación de los recursos SEP mientras el lucro se encontraba permitido. Post reforma, existe una definición de usos educacionales, establecimientos sin fines de lucro y una Superintendencia que tiene cada vez mayores capacidades de fiscalización, lo que permitiría revisar el grado de complejidad y exigencias del proceso de rendición.  

Sobre lo planteado por la Diputada Girardi, señala que efectivamente la ley establece que los planes de mejora debiesen ser elaborados en conjunto por la comunidad pero, como los establecimientos no tienen personalidad jurídica, es la figura del sostenedor quien determina los planes y resuelve la destinación. Asegura que en las leyes que se han ido legislando se ha ido forzando el cumplimiento de ese principio ordenando, por ejemplo, que los PME vengan firmados por el director del establecimiento de lo contrario el Ministerio de Educación no los recepcionará. 

Respecto al caso del municipio de Cerro Navia, reconoce que no es de fácil solución, ya que si bien comparte el diagnóstico en cuanto encontrar una salida a esas situaciones le complica la señal que pudiese darse a otros municipios. Se compromete a revisar la situación de los municipios más complejos para la próxima sesión, ya que no cree conveniente entregar soluciones generales en estas materias.

Por último, responde a las consultas sobre la carrera docente, y señala que ya han encasillado a todos los profesores en servicio del sector subvencionado, que efectivamente hay un alto porcentaje en el tramo de acceso, que esos encasillamientos deben revisarse pero la solución no es fácil por cuanto el Ministerio de Educación contempla un número acotado de evaluaciones anuales, con un costo asociado y una capacidad técnica limitada para su revisión.

La señora Tania Hernández, Dipres, según su interpretación el informe financiero es claro en señalar que las medidas no tienen costo fiscal, salvo una. Responde que no tiene un año específico para su entrada en régimen porque eso se determinará una vez que la medida se concrete. 

El señor Monsalve, Presidente de la Comisión, cree que los proyectos pueden someterse a interpretación pero no los informes financieros y sugiere a la Dipres que precise sus términos a través de un nuevo informe financiero.

Sesión N° 284 de 14 de marzo de 2017.

El señor Mauricio Sáez (Director de la Asociación Nacional de Investigadores en postgrados, explica que el sistema nacional de becas desde el año 2013 ha extendido a cinco años el plazo para obtener el postgrado académico, antes de eso, el plazo era de cinco años. Al respecto advierte, que este beneficio no es aplicable a los becarios internacionales, los cuales no se encuentran contemplados en la ley 20.905. Manifiesta que sabe que se prepara una modificación normativa para subsanar esta situación, lo que aun no ha acontecido. 

La señora Valentina Quiroga (Subsecretaria de Educación), explica que en esta sesión procede a presentar indicaciones, cuyos alcances son los siguientes:

1.- La primera indicación permite que si un sostenedor ha ejecutado más del 100% de los recursos, el Estado le pasa el 100%.

2.- La segunda indicación es de carácter formal, reemplaza la expresión “saldo inicial positivo” por “saldo inicial” lo que se ajusta al lenguaje contable.

3.- Las indicaciones al artículo primero transitorio, se hacen cargo de situaciones discutidas en la pasada sesión: permite renovación ajustada a montos promedio de ejecución, respecto de aquellos sostenedores que han tenido mejor comportamiento y progresivamente ejecutan más. Además permite que entrada en vigencia la ley se puedan transferir inmediatamente los recursos, conforme al piso mínimo, y luego de entregada la información y hechas las rendiciones, podrá entregarse más recursos y ponerse al día. Advierte que entregar un porcentaje mayor requiere un análisis del comportamiento que toma un cierto tiempo. A continuación, explica que también la indicación permite que en el caso del representante legal del sostenedor que ha sido inhabilitado por malos manejos, con procesos judiciales en su contra, pueda ser superado en la medida que no se castigue al nuevo representante legal y se puedan renovar los convenios por la totalidad de los recursos  correspondiente.

El Diputado Auth, advierte que, al tenor de la indicación, requiere que el sostenedor, que ha actuado irregularmente, haya gastado a lo menos un 70% de las subvenciones, lo cual parece absurdo en estas circunstancias, coincide con el señor Auth la señora Girardi.

La señora Valentina Quiroga (Subsecretaria de Educación), explica que la condición del 70% parece extraña, pero sucede que las municipalidades que no han renovado convenios son de muy alta ejecución, incluso hasta de un 90%, pero no están en condiciones de rendir. Por tanto, se respeta la regla general pero se asegura que los municipios afectados pueden rendir, considerando que parte importante de los gastos están asociados a recursos humanos y se pueda reconstituir.

El señor Andrés Palma (Asesor del Ministerio de Educación), precisa que en este caso hubo mala gestión y por ello se inhabilitó al anterior representante legal del sostenedor, contra quien además hay querellas en su contra, en ese caso, se le puede dar el 100% de los recursos al nuevo representante legal, a diferencia de los que rinden normalmente el porcentaje que pudieron rendir. 

El señor Silva pregunta si no sería más razonable aplicar a la SEP, los mismos estándares de las subvenciones generales.

La señora Girardi sostiene que en los casos de representantes legales inhabilitados, si bien se ha invertido mucho en profesores, no se trata de profesionales que trabajen para el proyecto educativo, si no profesores titulares para pagar a los cuales se han desviado fondos de la SEP.

El señor Auth considera que si se descuentan los gastos rechazados, parece poco probable que se alcance un 70% de la ejecución.

El señor Aguiló, considera que la última indicación está mal redactada porque se refiere a alguien que no ha rendido adecuadamente, que está inhabilitado y querellado y que no puede haber ejecutado para la SEP tal como la SEP la pide, hay una contradicción en los términos, por cuanto nadie se querella contra alguien que lo ha hecho bien.

Por el contrario, se trata de alguien que ejecutó pésimo, incluso contratando profesores que no trabajan para el proyecto educativo, estima que es necesario suprimir la referencia a el gasto de a lo menos un  70% de los recursos.

El señor Lorenzini agradece al Ejecutivo la modificación del informe financiero, mediante la presentación de un informe sustitutivo y anuncia que retira las indicaciones de votación separada y de modificación del artículo 9.

El señor Macaya pregunta bajo cuáles normas se hacen las retenciones en la actualidad, también formula las siguientes consultas: 

- si hay excedentes que se hace con ellos en el caso de la SEP.

- Si hay errores cuál es el plazo para subsanarlos ante la Superintendencia.

-Si al subsanarse los errores, se sobresee al sostenedor.

- Por qué no se permite siempre acreditar con una copia simple a los becarios.

- por qué se rebaja a 8 semestres la duración del título profesional que debe tener el Superintendente  de Educación. 

El señor Jaramillo consulta si el sostenedor que no ejecutó el 70% , y que tiene los fondos, puede seguir cumpliendo.

El señor Manuel Monsalve (Presidente de la Comision) puntualiza que el debate se ha centrado en la situación del representante legal del sostenedor que burló la ley, lo cual hace imposible que el siguiente representante pueda rendir una cuenta apegada a las normas, pregunta si el Ejecutivo coincide en cambiar el texto de la indicación en el punto.

La señora Valentina Quiroga (Subsecretaria de Educación), responde a los señores Silva y Macaya que en el ministerio existe conciencia que el sistema de subvenciones ha tenido cambios que ameritan una revisión más profunda.

Considera que la exigencia del 70% de gasto del inhabilitado, representa una situación poco intuitiva, razón por la cual el Ejecutivo considera presentar una nueva indicación en la Sala que aclare la misma. Precisa que se trata de una modificación a un artículo transitorio, razón por la cual se aplicará por una única vez. Acota que el Ministerio de Educación ha encomendado al Consejo CONICYT analizar las políticas de becas y considerar que los becarios retornan de forma más masiva, lo cual genera problemas de reinserción que se requiere mejorar.

El señor Daniel Portales (Director del Programa de Becas de CONICYT), relata que los becarios cumplen mayoritariamente con las obtención dl grado, aproximadamente el 90% de ellos y el proyecto de ley permite regularizar su situación al que cumplió fuera de plazo, tomando en cuenta la importante inversión que ha hecho el país en él, lo cual le permitirá acceder a nuevos fondos para seguir investigando. Se refiere a recientes modificaciones al régimen de los becarios, como el que extiende a cinco años el plazo para obtener el grado, la consideración del conviviente civil y añade que en el caso de los becarios en el extranjero, se está tramitando un decreto que les concede cuatro años de gracia para la obtención de su grado. También afirma que se ha facultado a CONICYT permanentemente para solicitar copias simples; que la normativa contempla restricción de fondos al becario en caso de no éxito académico.

VOTACIÓN

Las normas de competencia son del siguiente tenor:

Las normas de competencia de la Comisión, conforme lo señalado por la Comisión Técnica, son los artículos 1, 2, 3, 5, 6, 7 y 9 permanentes, y artículo primero transitorio, los que son del siguiente tenor:

“Título I

§1. De las nuevas facultades de fiscalización de los convenios de igualdad de oportunidades y excelencia educativa de la ley N° 20.248.
Artículo 1.- Cuando el sostenedor no haya dado cumplimiento al requisito señalado en la letra a) del artículo 7° de la ley N° 20.248, dentro de los plazos que se le hayan otorgado para la presentación de la respectiva rendición, la Subsecretaría de Educación, previo informe de la Superintendencia de Educación, deberá imponer la retención inmediata de al menos un 50% en el pago de las subvenciones y demás aportes contemplados en dicha ley. Esta medida se ordenará mediante resolución fundada. En caso que el sostenedor cumpla con la obligación de rendir cuenta, en la forma y plazos que señale la Superintendencia de Educación mediante instrucción de carácter general para tal efecto, se dispondrá el levantamiento de dicha medida y se aplicará lo señalado en el inciso siguiente en caso de proceder.

Sin perjuicio de lo anterior, y una vez cumplida la mitad del periodo de ejecución de los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, la Superintendencia de Educación deberá revisar que el establecimiento haya gastado a lo menos un 70% de las subvenciones y aportes recibidos en dicho período. Si el sostenedor no ha dado cumplimiento al porcentaje antes exigido en el período mencionado, el Subsecretario de Educación dispondrá mediante la resolución correspondiente, que los recursos a transferir durante el plazo que reste de la vigencia del convenio incluida la prórroga si procede, corresponderán sólo al porcentaje de los montos efectivamente gastados en dicho período, según lo informado por la Superintendencia de Educación, aplicado sobre el monto que le correspondería percibir en el mes respectivo.


Estas medidas sólo podrán ser dispuestas oyendo al afectado, y podrán ser impugnadas dentro de los diez días hábiles siguientes de su notificación, sin suspender la medida adoptada. En tal caso, el Subsecretario de Educación tendrá igual plazo para resolver.

Artículo 2.- El Subsecretario de Educación, de manera excepcional y fundada, podrá otorgar un plazo extraordinario para que los sostenedores presenten la o las rendiciones de cuentas anuales no realizadas dentro de los plazos que se le hayan otorgado para tal efecto, por causa de un caso fortuito, fuerza mayor u otros factores que hayan causado interrupción en la prestación del servicio educativo, los que deberán estar debidamente justificados sin que les sea aplicable la medida de retención señalada en el inciso primero del artículo anterior. En el ejercicio de esta facultad, el Subsecretario podrá solicitar informes a los órganos que componen el Sistema de Aseguramiento de la Calidad a que se refiere la ley N° 20.529. Con todo, este plazo no podrá superar los 60 días hábiles y dicha rendición o rendiciones, deberán ajustarse a la forma que para ello establezca la Superintendencia de Educación.

§ 2. Del Régimen Especial de Renovación

Artículo 3.- Aquellos sostenedores que no hayan dado cumplimiento al requisito para renovar sus Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, establecido en la letra c), del artículo 7° bis, de la ley N° 20.248, podrán someterse al siguiente régimen especial para renovarlos por igual periodo, bajo las siguientes reglas:


1.- Deberán solicitarlo al Subsecretario de Educación, en el plazo de 30 días hábiles contados desde la notificación de la o las resoluciones que disponen la no renovación de los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, que será realizada mediante publicación en el Diario Oficial, quien dictará los actos administrativos que correspondan para su debida aplicación;

2.- Las subvenciones y aportes que establece la ley N° 20.248, que le corresponderá percibir mensualmente por el período de renovación del convenio, será el porcentaje de los recursos rendidos como gastos correspondientes al convenio expirado, sin considerar aquellos meses prorrogados de dicho convenio en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 7° bis de dicha ley, aplicado sobre el monto que le correspondería percibir en el mes respectivo; 

3.- Para la siguiente renovación del convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa de los sostenedores sometidos a este régimen especial, se considerarán, para el cálculo del porcentaje a que se refiere el literal c) del artículo 7° bis de la ley N° 20.248, el conjunto de recursos transferidos en virtud del régimen especial, incluida la prórroga del último convenio inmediatamente expirado, y su saldo inicial positivo, si correspondiere.

4.- A estos convenios les será aplicable las normas de la ley N° 20.248 y lo dispuesto en los artículos 1 y 2 de esta ley.
§ 3. Normas Comunes

Artículo 5.- Sin perjuicio de lo regulado en los párrafos precedentes, la Superintendencia de Educación establecerá procesos de rectificación de la rendición de cuentas, en la forma, plazos y períodos que ésta determine. A su vez, regulará, mediante instrucciones de carácter general, todo lo dispuesto en la presente ley.
Título II

De la gestión de becas administradas por CONICYT.
Artículo 6.- Modifícase el artículo 2°, de la ley N° 20.905, del modo que se indica a continuación:

1) Reemplázase en el inciso primero, la expresión “antes de la entrada en vigencia de la presente ley”, por “siempre que sean cumplidas antes del 29 de diciembre de 2017”.

2) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

“Lo señalado en el inciso anterior deberá ser declarado mediante acto administrativo. La acreditación del cumplimiento de las obligaciones se podrá realizar hasta el 29 de diciembre de 2017, bastando solo una copia simple de la documentación o mediante información que acredite dicho cumplimiento que sea otorgada por las respectivas instituciones públicas o privadas.”.

3) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:

“Para el cumplimiento de las obligaciones impuestas para el otorgamiento de las becas nacionales de postgrado de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), para la realización de estudios o investigación en Chile, conferidas en virtud de la facultad establecida en el artículo 6° del decreto supremo N° 491, de 1971, del Ministerio de Educación Pública y aún en el caso que se haya declarado su incumplimiento por acto administrativo, los beneficiarios de dichas becas tendrán el plazo establecido en los numerales vii y viii del artículo 14 del decreto supremo N° 335, de 2010, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones.”.

4) Agrégase el siguiente inciso final nuevo:

“Para acreditar el cumplimiento de las obligaciones de todas las becas administradas por CONICYT, se facultará a dicha Comisión, para solicitar, tanto a los becarios como a las instituciones públicas o privadas, copia simple de la documentación”.

Título III

Normas relacionadas con la educación escolar

Artículo 7.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que Fija el Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado de la ley N° 19.070: 

1) Modifícase el artículo 18 G, en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el inciso tercero la frase “haya sido contratado durante el primer año escolar al que se incorporó al” por “no haya realizado la inducción durante el primer año en que se incorporó a un”.

b) Intercálase en su inciso cuarto a continuación de “servicios profesionales,” y antes de la palabra “tendrá” la frase siguiente nueva “o al siguiente en el caso de haber sido contratado con posterioridad al inicio de dicho año escolar,”.

2) Reemplázase en el inciso final del artículo 18 N, la expresión “directamente” por “, a través del sostenedor,”.

3) Agrégase en el artículo 19 F, los siguientes incisos tercero y cuarto nuevos:

“No obstante lo señalado en el inciso primero, los profesionales de la educación que, teniendo cuatro o más años de ejercicio docente, se incorporen a un establecimiento educacional cuyos docentes se rijan por lo prescrito en este Título, y no puedan ser asignados a ningún tramo de acuerdo a lo establecido en el Párrafo II, ingresarán  a un tramo profesional transitorio denominado “de acceso” al Sistema de Desarrollo Docente, y percibirán la remuneración que corresponde a un docente asignado al tramo inicial.

Dichos profesionales accederán al tramo que corresponda de acuerdo a sus resultados y la experiencia acreditada, una vez rendidos los instrumentos para el proceso de reconocimiento profesional respectivo, en los plazos que corresponda de conformidad a lo establecido en el Título III de la presente ley.”.

4) Modifícase el artículo 50 en el siguiente sentido:

a) Intercálase el siguiente inciso tercero, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto, y así sucesivamente:

“En escuelas o liceos cárceles se entenderá, sólo para efectos de determinar el derecho a percibir la asignación señalada en el inciso primero, que la concentración de alumnos prioritarios es igual a un 60%.”.

b) Elimínase en el inciso tercero, que pasó a ser cuarto, la expresión “, por una vez,”.

c) Reemplázase en el inciso tercero, que pasó a ser cuarto, la frase “desde su primer reconocimiento en cualquiera de dichos tramos” por “desde que nace su derecho a hacerla exigible, en cualquiera de dichos tramos”.

Artículo 9.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo a los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público, en la Partida 09 Ministerio de Educación y en lo que faltare con cargo a la Partida 50 Tesoro Público.
Disposiciones transitorias

Artículo primero.- Aquellos sostenedores que solicitaron la renovación de sus respectivos convenios durante el año 2015, sin que éstos fueran renovados, por incumplimiento del requisito contemplado en el literal c) del artículo 7° bis de la ley N° 20.248, podrán acogerse al régimen especial de renovación que incorpora esta Ley, previa solicitud al Subsecretario de Educación, en un plazo de 30 días hábiles siguientes a la publicación de la presente norma, quien dictará los actos administrativos que correspondan para su debida aplicación.

Asimismo, en los casos en que los convenios no fueron renovados por incumplimiento del requisito contemplado en el literal b) del artículo 7° bis mencionado, los sostenedores podrán rendir cuenta de los períodos no rendidos, previa solicitud al Subsecretario de Educación, en el plazo establecido en el inciso anterior, quien dictará los actos administrativos que correspondan para su debida aplicación. Con todo, el plazo que otorgue el Subsecretario de Educación no podrá superar los 60 días hábiles y dicha rendición o rendiciones, deberán ajustarse a la forma que para ello establezca la Superintendencia de Educación. 

No obstante lo anterior, a los sostenedores que se acojan al presente artículo, se les aplicará el régimen especial de renovación establecido en el Título I de la presente ley.

Los sostenedores que, cumpliendo los requisitos legales y condiciones establecidas en esta ley, renueven sus convenios, podrán percibir los recursos que dispone la ley N° 20.248 y el artículo 49 bis del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, a que tengan derecho desde el mes siguiente a la expiración de su último convenio. La transferencia de recursos de la ley N° 20.248 se realizará bajo las condiciones establecidas en el artículo 3° de la presente ley.”.

-o-
Indicaciones Parlamentarias

De los Diputados señores Arriagada, Lorenzini, Provoste, Cariola y Vallejo.

1) Para agregar un nuevo artículo 4 al proyecto, pasando el actual 4 a ser 5 y así sucesivamente:

Artículo 4.- Agregase en el literal e) del artículo 6 de la ley N° 20.248, un nuevo inciso final:

"Previo acuerdo del director del establecimiento, consejo de profesores y la unidad técnico pedagógica del respectivo establecimiento educativo."

2) Para agregar un nuevo artículo 9, pasando el actual a ser 10 y así sucesivamente:

Agréguese en el literal e) del artículo 49, a continuación de “Ministerio de Educación” la siguiente frase:

“y de aquellas cuentas corrientes que contienen los recursos de la Subvención Escolar Preferencial, establecidas en el artículo 33 bis de la ley 20.248,”.

3) Para agregar un nuevo artículo 11° al proyecto

Artículo 11.- Agrégase en el artículo 1 al DFL 707, un nuevo inciso final:

“Los bancos estarán obligados a exhibir a la Superintendencia de Educación Escolar, cuando ésta lo solicite, los saldos y movimientos de las cuentas corrientes que contienen los recursos de la Subvención Escolar Preferencial, establecidas en el artículo 33 bis de la ley 20.248.”

4) Créase un nuevo artículo transitorio

Artículo tercero transitorio:

"Durante el año 2017 el Subsecretario de Educación, de manera excepcional y fundada, podrá otorgar un plazo extraordinario para que los sostenedores presenten la o las rendiciones de cuentas anuales no realizadas dentro de los plazos que se le hayan otorgado para tal efecto, por causa de un caso fortuito, fuerza mayor u otros factores que hayan causado interrupción en la prestación del servicio educativo, los que deberán estar debidamente justificados sin que les sea aplicable la medida de retención señalada en el inciso primero del artículo 1. En el ejercicio de esta facultad, el Subsecretario podrá solicitar informes a los órganos que componen el Sistema de Aseguramiento de la Calidad a que se refiere la ley N° 20.529. Con todo, este plazo no podrá superar los 60 días hábiles y dicha rendición o rendiciones, deberán ajustarse a la forma que para ello establezca la Superintendencia de Educación.

Sin perjuicio de lo anterior, tratándose de sostenedores que en forma reiterada no han presentado la o las rendiciones de cuentas anuales dentro de los plazos que se le hayan otorgado para tal efecto, no podrán beneficiarse de este plazo extraordinario”.

De la Diputada señora Cristina Girardi y de los Diputados señores Claudio Arriagada; Sergio Aguiló, y Enrique Jaramillo

5) Para agregar un artículo 3 bis nuevo:

“Sin perjuicio de lo establecido en los artículos anteriores, bastará la circunstancia de tratarse de alcaldes recientemente electos o distintos de aquel cuyas rendiciones y/o convenios estuvieren con incumplimientos de cualquier orden, para cursar los recursos establecidos en la ley 20.248. No obstante, estos alcaldes deberán alternativamente acreditar ante el ministerio de educación, mediante auditoría, las irregularidades anteriores o haber deducido acciones judiciales por las mismas circunstancias.

Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, el Ministerio de Educación perseguirá las responsabilidades por mal uso de recursos SEP, si estos hubieren tenido lugar.”

El señor Lorenzini, como consta más arriba en el acta, retiró petición de votación separada, como de modificación del artículo 9, la cual no se transcribe.

El señor Monsalve (Presidente de la Comisión), de conformidad con el artículo 222, inciso tercero, del Reglamento procede a declarar como no formuladas las indicaciones parlamentarias más arriba transcrita, por no recaer sobre normas de competencia de la Comisión.

Indicaciones del Ejecutivo

Al ARTÍCULO 3º
1)
Para modificar el artículo 3°, en el siguiente sentido:

a)
Intercálase en el numeral 2 a continuación de la palabra “respectivo” y antes del punto y coma, la siguiente frase: “, no pudiendo superar dicho monto”. 

b)
Elimínase en el numeral 3 la expresión "positivo".

AL ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO
2)
Para modificar el artículo primero transitorio en el siguiente sentido:

a)
Agrégase en su inciso primero a continuación del punto aparte que pasa a ser coma el siguiente párrafo nuevo: 

“, sin perjuicio de las rectificaciones que puedan realizar en virtud del artículo 5° de la presente ley. Asimismo, los sostenedores a que se refiere este inciso, y que durante el periodo del respectivo convenio expirado, hayan progresivamente aumentado el porcentaje de gastos, podrán renovarlo hasta por el porcentaje mínimo exigido para ello, según lo dispuesto en la letra c) del artículo 7° bis de la ley N° 20.248, porcentaje de renovación que deberá ser determinado y aprobado mediante resolución exenta del Subsecretario de Educación, la que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. Con todo, en ningún caso el porcentaje de renovación aprobado podrá superar en más de 20 puntos porcentuales el porcentaje de gastos correspondiente al último año del convenio expirado sin considerar la prórroga.”.

b)
Intercálase el siguiente inciso cuarto nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser inciso quinto:

“Con todo, podrán solicitar también la renovación de sus respectivos Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa en el mismo plazo a que se refiere el inciso primero precedente, eximiéndose del régimen especial establecido en el artículo 3° de la presente Ley, aquellos sostenedores que acrediten haber gastado, a lo menos, un 70% de las subvenciones y aportes recibidos, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 6°, letra e) de la ley N° 20.248, siempre y cuando, durante la vigencia del Convenio expirado, incluida su respectiva prórroga, se haya sancionado con la inhabilitación señalada en el literal e) del inciso primero del artículo 73 de la ley N° 20.529, al representante legal o el administrador de la entidad sostenedora, y el nuevo representante legal o administrador de la misma haya iniciado la acción penal que corresponda en contra del representante legal o administrador inhabilitado, cumpliendo ésta con los requisitos de admisibilidad señalados en el artículo 114 del Código Procesal Penal.”.

c)
Incorpórase en el actual inciso cuarto, que ha pasado a ser inciso quinto, a continuación del punto final que pasa a ser coma, la expresión " con excepción de los convenios cuya situación es tratada en el inciso cuarto del presente artículo.”.
Acuerdo de votación

La Comisión acuerda votar en forma separada la indicación parlamentaria de los Diputados señores Arriagada, Lorenzini, Provoste, Cariola y Vallejo, presentada para eliminar el artículo 2; votar en forma separada la indicación del Ejecutivo numero 2, literal b), y votar en forma conjunta el articulado de competencia de la Comisión, con las restantes indicaciones del Ejecutivo. 

Votación

Indicación parlamentaria de los Diputados señores Arriagada, Lorenzini, Provoste, Cariola y Vallejo presentada para eliminar el artículo 2

Sometida a votación la indicación en orden a eliminar el artículo 2, es rechazada por el voto unánime de los Diputados señores Manuel Monsalve (Presidente de la Comisión); Sergio Aguiló; Pepe Auth; Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Javier Macaya; José Miguel Ortiz; Marcelo Schilling, y Ernesto Silva, por la misma votación la Comisión declara aprobado el artículo 2.

Sometida a votación la indicación del Ejecutivo al artículo primero transitorio que intercala inciso cuarto nuevo (indicación N°2 literal b) es rechazada por el voto unánime de los Diputados señores Manuel Monsalve (Presidente de la Comisión); Sergio Aguiló; Pepe Auth; Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Javier Macaya; José Miguel Ortiz; Marcelo Schilling, y Ernesto Silva.

Sometido a votación el resto del articulado de competencia con las restantes indicaciones del Ejecutivo, es aprobado por  voto unánime de los Diputados señores Manuel Monsalve (Presidente de la Comisión); Sergio Aguiló; Pepe Auth; Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Javier Macaya; José Miguel Ortiz; Marcelo Schilling, y Ernesto Silva.

Se designó diputado informante al señor Marcelo Schilling.

-o-
Tratado y acordado en sesiones de fecha 9 y 14 de marzo  de 2017, con la asistencia de los Diputados señores Manuel Monsalve (Presidente de la Comisión); Pepe Auth; Sergio Aguiló; Sergio Espejo (por el señor Chahin); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Javier Macaya; Patricio Melero; José Miguel Ortiz; Alejandro Santana; Marcelo Schilling, y Ernesto Silva. Además asistieron los señores Claudio Bellolio (por el señor Macaya); Claudio Arriagada (por sí y por el señor Chahin) y Cristina Girardi.

Sala de la Comisión, a 14 de marzo de 2017.

(Fdo.): PATRICIO VELÁSQUEZ WEISSE, Abogado Secretario de la Comisión”.
5. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Sandoval, Álvarez-Salamanca, Coloma, Gahona, Hernández, Lavín, Norambuena, y de las diputadas señoras Hoffmann, Nogueira y Turres, que “Modifica la ley N° 19.640, orgánica constitucional del Ministerio Público, en el sentido de establecer una
preferencia en la investigación de delitos cuyas víctimas sean menores
o adultos mayores”. (boletín N° 11145-07)
I. IDEAS GENERALES.

Desde la puesta en marcha de la reforma procesal penal hace 10 años, el Ministerio Público se transformó en una de las instituciones más importantes de nuestro país, a consecuencia de la alta función que la Constitución y la ley le encomiendan. En efecto, de conformidad a lo previsto en el artículo 83 de la Constitución Política, establece que al Ministerio Público le corresponderá dirigir “en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito, los que determinen la participación punible y los que acrediten la inocencia del imputado y, en su caso, ejercerá la acción penal pública en la forma prevista por la ley. De igual manera, le corresponderá la adopción de medidas para proteger a las víctimas y a los testigos. En caso alguno podrá ejercer funciones jurisdiccionales.” Junto a esta norma constitucional, la ley 19.640, orgánica constitucional del Ministerio Público, establece en su artículo 1° que la función de este organismo es “dirigir en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito, los que determinen la participación punible y los que acrediten la inocencia del imputado y, en su caso, ejercer la acción penal pública en la forma prevista por la ley. De igual manera, le corresponderá la adopción de medidas para proteger a las víctimas y a los testigos. No podrá ejercer funciones jurisdiccionales”, es decir, repite lo prescrito en la normativa constitucional. 

Bajo este orden de cosas, al Ministerio le corresponde la investigación de manera exclusiva de todo un universo de conductas que eventualmente se encuadran dentro de las figuras legales tipificadas en la ley, ejerciendo en tal caso los intereses generales de la sociedad. Sin embargo a lo anterior, y particularmente en el ámbito del derecho penal, existen diversas sensibilidades en materia de delitos a nivel social. En este punto, especial relevancia poseen la caracterización que la sociedad hace de ciertos delitos que, por su crueldad, violentan con mayor intensidad la conciencia colectivas de un grupo humano. 

En efecto, nadie discute que todo delito es un acto reprochable en todos los aspectos, sin embargo, al mismo tiempo la sociedad va estableciendo parámetros de gravedad o valoración en atención al bien jurídico que se protege, a las víctimas o a la especial calidad de los partícipes en tales hechos.

De acuerdo a lo anterior, podemos encontrar como delitos especialmente sensibles a nivel social, los cometidos contra personas que por su condición física o vulnerabilidad son estratificados por los ciudadanos como personas con mayores necesidades de protección jurídica y, en particular nos referimos a los menores de edad (a los niños y niñas) y a los adultos mayores. De tal forma que a la sociedad en su conjunto le interesa la resolución pronta de la investigación de estos delitos, precisamente para determinar la participación punible y el responsable de estos hechos sea llevado a estrados a efectos de sancionarlo con todo el rigor de la ley, es lo que conocemos habitualmente como los delitos de “mayor connotación social”, los que por sí solos constituyen hechos punibles que generan a nivel social una especial preocupación y que en este caso hacemos referencia a los delitos perpetrados contra los adultos mayores y los menores de edad. 

II. CONSIDERANDO.

1. Que, sin dudas la temática vinculada a los niños y adultos mayores en nuestro país reviste una gran sensibilidad social. Actualmente, nuestro país realiza grandes esfuerzos en torno al establecimiento de una institucionalidad moderna en materia de adulto, estableciendo un catálogo de derechos y de normas que apuntan más bien a la consagración de una verdadera cultura de respeto a este segmento de la población que año a año va adquiriendo una mayor significancia a nivel social. 

2. Que, este fenómeno se repite en el caso de los menores de edad, temática a través de la cual nuestro país ha sido suscriptor de importantes instrumentos internacionales sobre los cuales se ha cristalizado una legislación protectora a los intereses superiores de estas personas, en base al respeto, cariño y protección como principios inspiradores de nuestra legislación. A mayor abundamiento, la crisis institucional del Servicio Nacional de Menores, con la muerte de niños en las dependencias de este servicio público, ha hecho reflexionar al país entero en torno al establecimiento de una institucionalidad más decidida a imprimir a la niñez de mejores políticas públicas que promuevan mejores condiciones de existencia de nuestros niños a nivel nacional.

3. Que, es por lo anterior, que la presente iniciativa legislativa apunta a establecer por una parte una preferencia en la investigación de los delitos que atañen a adultos mayores y menores y cuya consecuencia forzosa será la de esclarecer tales hechos de una manera más eficiente, promoviendo con ello mayores niveles de bienestar en la población con la pronta determinación y sanción de los responsables de estos delitos perpetrados en contra de estos segmentos de nuestra sociedad. 

III. CONTENIDO DEL PROYECTO.


De acuerdo a lo anterior, la presente moción propone modificar la Ley Orgánica del Ministerio Público, estableciendo dentro de sus facultades la consagración de un criterio de preferencia para la investigación de todos aquellos ilícitos perpetrados contra adultos mayores y menores de edad, con la finalidad de establecer de una manera más expedita la pesquisa, determinación de los responsable y su sanción ante el órgano jurisdiccional competente.

IV. PROYECTO DE LEY.


Artículo Único: Incorpórese un nuevo 2° en el artículo 3° de la ley 19.620 Orgánica Constitucional del Ministerio Público, de conformidad al siguiente tenor:


“Los fiscales deberán en el ejercicio de sus funciones otorgar preferencia para la investigación  aquellos hechos punibles cuyas víctimas fueren adultos mayores y menores de edad”.
6. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Rincón, Chahin, Chávez, León, Lorenzini, Ortiz y Silber, y de la diputada señora Provoste que “Modifica la ley N° 20.880, Sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses, con el objeto de incluir los activos o inversiones en el extranjero en el mandato especial de administración de cartera de valores que deben constituir ciertas autoridades”. (boletín N° 11146-06)
FUNDAMENTOS:

1. Con la publicación y posterior entrada en vigencia de la Ley  N° 20.880, sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses, se avanzó significativamente en materia de probidad, resguardando debido respeto de tal principio en  toda la Administración Pública chilena  y por parte de la más altas autoridades del Poder Legislativo, Judicial y  de los Órganos constitucionalmente autónomos.

2. Esta normativa contempla, entre otras, la institución llamada “fideicomiso ciego” o mandato especial de administración de cartera de valores que deben realizar determinadas  autoridades  cuando poseen un patrimonio considerable que es necesario dejen de administrar al asumir funciones de carácter público. 

3. Así , el artículo 26 de la ley en comento establece que el Presidente de la República, los Ministros de Estado, los Subsecretarios, Diputados y Senadores, el Contralor General de la República, los Intendentes, los Gobernadores, los Consejeros Regionales, los Alcaldes y Jefes Superiores de las entidades fiscalizadoras, en los términos del decreto Ley Nº 1551, que sean titulares de acciones de sociedades anónimas abiertas, opciones a la compra y venta de tales acciones, bonos, debentures y demás títulos de oferta pública representativos de capital o de deuda que sean emitidos por entidades constituidas en Chile, que se encuentren inscritas en los registros de valores que llevan las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, y cuyo valor total supere las veinticinco mil unidades de fomento, se encuentran obligados  a constituir un mandato especial de administración de cartera de valores conforme a las normas que la misma ley prescribe o a vender los valores y acciones que superen la cantidad antes referida.

4. La norma precitada se funda en el hecho de que  personas con importantes capitales económicos que optan por ocupar, a la vez, cargos de representación popular o algún otro alto cargo público, se encuentran éticamente compelidos a dividir y separar los negocios propios del sector privado a los que se ha dedicado antes de acceder al ejercicio  de la función pública de aquellas actividades y  funciones propias que ejercerán como autoridad pública, como mecanismo de prevención de uso de información privilegiada, negociaciones incompatibles y otros posibles conflictos entre sus intereses privados y la preeminencia debida del interés público.

5. El hecho de público conocimiento de inversiones realizadas por los mandatarios que el Ex Presidente de la República señor Sebastián Piñera Echeñique habría nombrado para la administración de su patrimonio en tanto ejercía la función presidencial, y que no obstante no evitó que se realizara inversiones en sociedades pesqueras peruanas durante la tramitación del  diferendo internacional que el país mantiene con Perú ante la Corte Internacional de Justicia de la Haya, deja en evidencia que esta normativa ha de perfeccionarse , pues tal vulneración al principio de probidad fue posible  en razón de un vacío en el artículo 26 de La Ley 20.880 en lo que respecta al manejo de los activos e inversiones que el Presidente de la República mantenía en el exterior , y que no fueron declarados ante la nación y, por ende, tampoco fueron incluidos en la constitución del mandato especial de administración de cartera de valores de modo de garantizar la no ocurrencia de conflictos de intereses relacionados con ese patrimonio mantenido en el extranjero. 

6. Sólo incluyendo los activos o inversiones que las autoridades obligadas tengan en el extranjero dentro de los valores respecto de los que deben constituir un mandato especial de administración se estará otorgando real efectividad al objeto de la ley N°20.880  que en su artículo primero define la existencia de conflictos de intereses “cuando concurren a la vez el interés general propio del ejercicio de las funciones con un interés particular, sea o no de carácter económico, de quien ejerce dichas funciones o de los terceros vinculados a él determinados por la ley, o cuando concurren circunstancias que le restan imparcialidad en el ejercicio de sus competencias”.

IDEAS MATRICES DEL PROYECTO:

Son ideas matrices del presente proyecto de ley que modificación del inciso primero del artículo 26 de la ley N ° 20.880, las siguientes 

1. Perfeccionar los mecanismos de prevención de conflicto de intereses, precaviendo posibles conductas improbas consistente en la utilización de la función pública en beneficio de intereses privados que no se sitúan en el país sino en el extranjero.

2. Resguardar  de modo efectivo el interés público, y cualquier desmedro  de los intereses generales de la nación, evitando que ante el conflicto de intereses  anteriormente descrito se produzca efectivamente una priorización de los interese privados de las autoridades públicas señaladas que motiva esta modificación. 

3. Otorgar real efectividad a la Ley N°20.880 que en su artículo primero define la existencia de conflictos de intereses “cuando concurren a la vez el interés general propio del ejercicio de las funciones con un interés particular, sea o no de carácter económico, de quien ejerce dichas funciones o de los terceros vinculados a él determinados por la ley, o cuando concurren circunstancias que le restan imparcialidad en el ejercicio de sus competencias”.

4. Agregar los activos o inversiones en el extranjero dentro de los valores que las autoridades obligadas han de optar por vender o incluir en el mandato especial de administración conforme a las normas del  Título respectivo, al menos, en lo que excedan  las veinticinco mil unidades de fomento, toda vez que el hecho de que se encuentren fuera del país no elimina la concurrencia del interés general propio del ejercicio de las funciones con un interés particular  ni las circunstancias que le restan imparcialidad en el ejercicio de sus competencias.

De este modo, el nuevo texto del inciso primero del artículo 26  de la Ley N ° 20.880  rezaría de la siguiente forma: “Artículo 26. El Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los diputados y senadores, el Contralor General de la República, los intendentes, los gobernadores, los consejeros regionales, los alcaldes y los jefes superiores de las entidades fiscalizadoras, en los términos del decreto ley N ° 3.551, que sean titulares de activos o inversiones en el extranjero y/o acciones de sociedades anónimas abiertas, opciones a la compra y venta de tales acciones, bonos, debentures y demás títulos de oferta pública representativos de capital o de deuda que sean emitidos por entidades constituidas en Chile, que se encuentren inscritas en los registros de valores que llevan las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, y cuyo valor total supere las veinticinco mil unidades de fomento, deberán optar por una de las siguientes alternativas respecto de tales acciones y valores:

a) Constituir un mandato especial conforme a las normas de este Título, o

b) Vender las acciones y valores a que se refiere este Capítulo, al menos, en lo que exceda a dicho monto”.

Por todo lo anteriormente señalado que vengo en presentar la siguiente moción.

PROYECTO DE LEY

Artículo Único.


Introdúcese la siguiente modificación al artículo 26 de la ley N° 20.880:

 
Agréguese entre las expresiones “que sean titulares de” y “acciones de sociedades anónimas”  la siguiente frase: “activos o inversiones en el extranjero y/o”.

7. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Pilowsky, Arriagada, Browne, Farcas, Jackson, Jiménez, Ojeda, Robles, Urrutia, don Osvaldo, y
Walker, que “Concede la nacionalidad por gracia al deportista Arley Méndez Pérez”. (boletín N° 11143-06)
I. ANTECEDENTES

La nacionalidad por gracia constituye un reconocimiento honorífico que el Estado confiere a un extranjero, y cuando se ha concedido, se ha hecho para honrar a extranjeros que han prestado o prestan importantes servicios al país en las tareas científicas, productivas, comerciales, artísticas,  culturales, deportivas, entre otras.

La Constitución Política de la República establece en su artículo 10 N° 4 que son chilenos "los que obtuvieron especial gracia de nacionalización por ley", consagrando una tradición republicana que impulsa el desarrollo nacional en las áreas anteriormente señaladas.

En consecuencia, la nacionalidad por gracia se concede, a modo de reconocimiento, por la relevante labor y entrega al país que ha tenido o tiene una persona de nacionalidad extranjera.

II. OBJETIVO DEL PROYECTO

El objetivo del proyecto de ley que sometemos a vuestra aprobación, dice relación con la concesión de la nacionalidad por gracia a Arley Méndez Pérez, en virtud de su destacada trayectoria deportiva en la disciplina de levantamiento de pesas.

Nacido un 31 de diciembre de 1993, en la ciudad de San Cristóbal Cuba, Arley Méndez desde muy pequeño comenzó a interesarle el deporte.

Primero fue béisbol, luego judo, hasta que a los 9 años de edad y gracias a su hermano mayor, conoció lo que sería su gran pasión: el levantamiento de pesas

Su talento, profesionalismo y ganas de triunfar lo llevaron muy pronto a dar que hablar no sólo a nivel nacional en Cuba sino que también en todo el continente.

Fue medallista de oro Panamericano juvenil en dos oportunidades y el año 2013 tuvo su gran consagración al obtener medalla de plata en el Campeonato Mundial Juvenil de Halterofilia en Lima con sorprendentes 191 kilos en envión. 

Su última competencia internacional fue precisamente tras la cita planetaria en Lima, cuando viajó junto a su delegación al Panamericano Específico en Santiago donde se colgó una nueva presea dorada. 

Ese evento, marcaría para siempre la vida de Arley Méndez, ya que no volvió a su país natal y se quedó en Chile decidido a desarrollar su vida en nuestro país, como muchos extranjeros que aspiran a tener nuevas oportunidades.

Después de un muy difícil comienzo, desamparado y sin mayor ayuda económica, comenzó a recibir apoyo de la Federación Chilena de Pesas y del Comité Olímpico de Chile.

Lo ayudaron con alojamiento en el Centro de Entrenamiento Olímpico y comenzó a entrenar junto a los pesistas de la selección nacional.

Su evolución en las pesas fue sorprendente. Sus marcas fueron mejorando ostensiblemente llegando incluso a situarse dentro de las mejores en su categoría a nivel mundial. 

Lamentablemente, al no ser chileno  y pese a residir en Chile por casi 4 años, no puede competir internacionalmente por nuestro país, perdiendo una gran oportunidad de seguir aumentando sus registros y de hacer oficiales sus marcas.

Su mejor rendimiento lo logró en marzo de 2016, en el Campeonato Nacional de Levantamiento de Pesas.

En aquella competencia, pulverizó el record nacional en la categoría 85 kilos con 170 kilos en arranque, 210 en envión, y un total 380 kilos.

Una marca que lo situó de inmediato en el primer lugar del ranking panamericano y cuarto lugar a nivel planetario. De hecho, si hubiese participado por Chile en los pasados Juegos Olímpicos de Río 2016, hubiese tenido grandes posibilidades de subirse al podio y entregarle a Chile una tan esperada medalla olímpica.

Su desarrollo deportivo en Chile ha influido muy positivamente en nuestros deportistas. Su carisma, profesionalismo y compañerismo, lo han elevado a categoría de ídolo entre sus pares. Con su experiencia y estudios de Educación Física, su aporte a los demás pesistas nacionales es incalculable.

Además, ha jugado un rol muy importante en la formación de nuevos pesistas. Hace un tiempo es asesor del técnico búlgaro, Giorgi Panchev, y han hecho un interesante trabajo con las series menores y en especial con el equipo que se está preparando para los Juegos Suramericanos de la Juventud.

Este talentoso deportista hoy cuenta con el apoyo irrestricto del Comité Olímpico de Chile y de la Federación Chilena de Pesas. Sus pares y su entrenador Giorgi Panchev esperan que pronto pueda obtener la nacionalización y representar a Chile en competencias en el extranjero.

“Yo tengo mucha experiencia trabajando con deportistas, y nunca había tenido uno con el talento de él. En estos momentos no existe en América ningún deportista que sea mejor. Puedo firmar que de conseguir la nacionalidad, Arley va a lograr medallas sudamericanas, panamericanas, mundiales y olímpicas”, señala su técnico, Giorgi Panchev.

En la actualidad Arley se encuentra entrenando en el Centro de Entrenamiento Olímpico, con la fe intacta de que pronto podrá conseguir su nacionalización.

En sus propias palabras, Arely señala que su gran sueño es “ser chileno y poder competir por este país que amo tanto. Voy a cumplir 4 años aquí, tengo señora e hijo chilenos y he desarrollado mi carrera como deportista y también como profesor de educación física en estas tierras. Sé que si logro la nacionalización, no los voy a defraudar y lograré medallas panamericanas, mundiales y olímpicas”.

Un deportista ejemplar, talentoso, que ama y que está muy agradecido de Chile. Una tierra donde no sólo se ha podido desarrollar deportiva y profesionalmente, sino que también donde ha formado una hermosa familia junto a su señora, la chilena Antonieta Galleguillos y su hijo, también chileno, Alexis Arley Méndez Galleguillos.  

III. CONTENDO DEL PROYECTO


Este proyecto de ley consiste en el otorgamiento por gracia de la nacionalidad chilena a don Arley Méndez Pérez, en virtud de lo dispuesto en el artículo 10 N° 4 de la Constitución Política de la República.


En definitiva, sometemos a vuestra consideración el siguiente proyecto:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Otórguese por gracia la nacionalidad a don Arley Méndez Pérez.”.
8. Oficio del Tribunal Constitucional. Rol 3315-17-INA. 

“Santiago, 9 de marzo de 2017

Oficio N° 261-2017


Remite resoluciones

Excelentísimo señor

Presidente de la H. Cámara de Diputados:


Remite a V.E. copia de las resoluciones dictadas por esta Magistratura con fecha 7 de marzo de 2017, en el proceso Rol N° 3315-17-INA, sobre requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad presentado por Distribuidora Comercial P&G Limitada respecto del artículo 42 del Decreto Ley 3063, de 1979, correspondiente a la Ley de Rentas Municipales, en el juicio ejecutivo sobre cobro de derechos municipales, caratulados “I. Municipalidad de Osorno con Distribuidora Comercial P&G Limitada, Rol 317-2014 de ese Primer Juzgado de Letras, en actual tramitación ante la Corte Suprema, bajo el Rol de Ingreso Corte N° 46495-2016, a los efectos que indica. Asimismo, acompaño copia del requerimiento de fojas 1.


Saluda atentamwente a V.E.,


(Fdo.): CARLOS CARMONA SANTANDER, Presidente; RODRIGO PICA FLORES, Secretario

A S.E.

EL PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS

DON OSVALDO ANDRADE LARA

VALPARAÍSO”.

*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PC: Partido Comunista y Partido Liberal de Chile. Evopoli: Evolución política. Amplitud.





